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Resumen 


La despenalización del aborto constituye un tema polémico y altamente controvertido. En 
Venezuela el aborto está penalizado en sus diferentes formas y sólo está permitido en 
casos de riesgo de la vida de la parturienta. Avances en materia de salud y derechos a 
nivel mundial y en América Latina y el Caribe, reconocen que su penalización no 
disminuye su práctica, así como tampoco disminuyen las muertes maternas asociadas; y 
además, constituye una violación a los derechos humanos de las mujeres. El presente 
trabajo está dirigido a analizar los principales argumentos en torno a despenalización del 
aborto para las y los actores claves en nuestro país, con miras a desarrollar argumentos 
teóricos para favorecer su despenalización en Venezuela. Se trata de una investigación 
cualitativa en la que se emplea la técnica de la entrevista enfocada a 5 diputados y 
diputadas de la Asamblea Nacional quienes expresaron sus posiciones, unas personas a 
favor y otras en contra de la despenalización del aborto en Venezuela. Los resultados 
muestran la apertura de las y los actores claves a la despenalización del aborto siguiendo 
un sistema de indicaciones y reflejan las posibilidades de abrir a corto plazo un debate 
público que permita brindar información basada en fundamentos científicos y de derechos 
sobre la despenalización del aborto. 
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Introducción 


En Venezuela, como en otros países, hablar del tema de la despenalización del 
aborto suscita reacciones que reflejan una diversidad de principios, valores y sentimientos 
que muchas veces entran en conflicto y contradicción. Su debate siempre es largo y difícil, 
no sólo para las personas que puedan estar implicadas directamente en el mismo, sino 
también para la sociedad en su conjunto, que decide sobre su legalidad o ilegalidad, su 


penalización o despenalización. 


Pero ¿de qué aborto estamos hablando? 


Los abortos espontáneos o los debidos a causas patológicas no son considerados 
delito y no generan polémica pública ni discusión. El debate surge cuando estamos frente 
a un aborto inducido, también llamado voluntario o provocado, que sea resultante de 
maniobras practicadas deliberadamente con ánimo de interrumpir el embarazo y que 
puedan ser realizadas por la propia embarazada o por otra persona. (Organización 
Mundial de la Salud — OMS, 1995) 


Este aborto inducido puede ser legal o ilegal dependiendo del país en que nos 
encontremos, siendo resaltante la falta de uniformidad que se le da al aborto inducido en 


los diversos marcos jurídicos. 


Los avances en el tema de la despenalización del aborto se han logrado en 
aquellos países donde se ha minimizado la influencia de la religión y se ha hecho un real 
reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres y del aborto como un problema 


de salud. 


En América Latina, los avances en materia de despenalización del aborto han sido 
escasos. Sólo en tres países, Cuba, Guyana y Puerto Rico (Lamas, 2009a) tienen 
despenalizado el aborto desde hace varias décadas. 


En otros países los avances son mucho más recientes: en mayo del 2006, la Corte 
Constitucional de Colombia dictó un fallo histórico que estableció que la interrupción 


voluntaria del embarazo no será delito cuando la vida de la mujer corra peligro, se 
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presenten malformaciones del feto incompatibles con la vida extrauterina y cuando el 


embarazo sea producto de una violación (Corte Constitucional del Colombia, 2006). 


En México DF, en abril del 2007, la Asamblea Legislativa despenalizó el aborto 
antes de las doce semanas de gestación y fijó mecanismos para los servicios de aborto 
legal (Lamas, 2009a). 


En Perú, en octubre del 2009 una comisión revisora del Código Penal aprobó 
incluir la despenalización el aborto por eugenesia -en casos de graves malformaciones 
congénitas del feto- y en casos de violación sexual. Esta comisión debe presentar sus 
propuestas a la presidencia del congreso para decidir si las mismas se llevan a debate en 
el seno del mismo para su aprobación definitiva (En http://www.peru.com/noticias/ 
Consulta: 2010, 10 octubre). 


En Uruguay, como señalan las representantes de la Coordinadora por el aborto 
legal (Lilian Abracinskas, Alicia Benítez y Diana González, 2012), se está dando un gran 
debate en la actualidad gracias a la aprobación por parte del senado uruguayo de una 
propuesta de ley que despenaliza el aborto durante las primeras 12 semanas de 
gestación y la reciente creación una comisión en la Cámara de Representantes para la 
revisión de dicha propuesta de ley, con lo que se pone sobre el tapete la posibilidad de 


avanzar en la despenalización en ese país. 


Los grupos feministas de otros países de América Latina también han luchado por 
la despenalización pero sin resultados exitosos, con el común denominador de que han 


seguido la línea de debate en torno al tema del aborto como problema de salud pública. 


¿Por qué despenalizar el aborto? 


Primero que nada hay que señalar que la penalización del aborto no ha reducido 
su realización. Las mujeres abortan en todos los países del mundo, es una realidad, los 
embarazos no deseados existen y hay diversas razones por las que las mujeres abortan. 
Algunas de las que señala la organización Grupo de Información en Reproducción Elegida 
(GIRE) de México (2000), son: 


e Para evitar la maternidad, porque ya se tiene el número de hijas e hijos deseados 
o porque no se desea ser madre o porque falló el método anticonceptivo. 

e Para posponer la maternidad, porque interfiere con los planes de vida actuales o 
porque se tiene una hija o hijo muy pequeños aún. 

e Por condiciones socioeconómicas, porque no se puede mantener 
económicamente una criatura en este momento. 

e Por problemas en la relación de pareja, y no se quiere tener un hijo o hija sola, 
sino que crezca con un padre al lado. 

e Por la edad, por ser muy joven para ser una buena madre, o sus padres no 
quieren que tenga un hijo o hija. 

e Por motivos de salud, porque el embarazo puede afectar su salud o porque tiene 
una enfermedad crónica. 


e Por coerción, por haber sido violada. 


Las mujeres abortan por estas y otras razones, independientemente del marco 
legal del país en que vivan. Las que viven en un país donde exista una despenalización 
parcial o total pueden acceder a servicios médicos que les permitan un aborto seguro, 
mientras que las que viven en un país donde esté penalizado, se practican abortos 


inseguros poniendo en riesgo su salud y su vida. 


En 1967, la Asamblea Mundial de la Salud, en su resolución WHA20.4 1 reconoció 
que el aborto constituía un importante problema de salud pública para las mujeres en 
muchos países. Las consecuencias del aborto practicado sin precauciones representan 
una parte importante de la mortalidad materna, y las mujeres que sobreviven pueden 


sufrir secuelas a largo plazo, entre ellas la infecundidad (OMS. 1995). 


Para el 2003, la Organización Mundial de la Salud (OMS) reconoce que en casi 
todos los países, la ley permite el aborto para salvar la vida de la mujer y en la mayoría de 
los países el aborto es permitido para preservar la salud física y mental de la mujer. 
Además, debido a que ningún método anticonceptivo es 100% efectivo, continuará 
habiendo embarazos no deseados, a los que las mujeres buscarán poner término 
mediante aborto inducido. Ahora, si los países no cuentan con servicios de aborto sin 
riesgo, se aumentan las probabilidades de que la mujer sufra complicaciones, entre las 


que se incluye, la mortalidad materna. 


Datos del Grupo de Información y Reproducción Elegida (GIRE) de México, 
muestran que en América Latina el porcentaje de mujeres que experimentan 
complicaciones derivadas de abortos inducidos va del 60 al 90%. (GIRE. 2000), siendo las 


mujeres pobres las que recurren con más frecuencia al aborto inseguro. 


Además del problema de salud, tenemos el tema de los derechos de las mujeres 


en relación a la penalización del aborto. 


El patriarcado, las religiones, la construcción social de las identidades femeninas y 
masculinas, los roles de género (es decir, la subordinación de la mujer y su cuerpo a la 
sociedad patriarcal) todo, va en contra de la libertad de las mujeres. La penalización del 
aborto es una muestra de esto que no hace más que poner en riesgo la salud y la vida de 
las mujeres, sobre todo de las pobres, como señala Marta Lamas (2003), antropóloga y 
feminista mexicana de GIRE. 


La penalización del aborto obliga a la mujer a continuar con un embarazo no 
deseado, forzándola con esto a la maternidad. Se niega a la mujer el derecho a decidir 
sobre su cuerpo, sobre su sexualidad y sobre su maternidad. Con la penalización del 
aborto no se considera la vida de la mujer, sólo la de quien está por venir. 


Apoyar la despenalización del aborto no es estar a favor del aborto en sí, ni 
fomentar la práctica del mismo. Como plantean en GIRE: 


“Apoyar la despenalización del aborto significa en primer lugar, 
entender que no hay una sola manera, válida para todas las 
personas, de enfrentar el dilema de un embarazo no deseado. 
Significa además aceptar que hay decisiones que no competen al 
Estado, ni a la Iglesia, que son materia de decisión individual o de 
pareja, pero en todo caso, privada. Apoyar la despenalización del 
aborto es una forma de reconocer el derecho de las mujeres que, 
por diferentes razones, ven en el aborto una alternativa ante 
embarazos no deseados, ya que la despenalización disminuye el 
riesgo de los abortos inseguros” (2000: 102) 


Implica reconocer que la prohibición legal del aborto no ha logrado disminuir su 


incidencia ni erradicar su práctica, sólo ha servido para obligar a las mujeres a poner en 


10 


riesgo su salud y su vida atentando contra su libertad individual y sus derechos 


fundamentales. 


En los países donde el aborto sigue penalizado es necesario abrir el debate y 
exigir el papel del Estado como garante de las libertades de la población y, en particular 
de las mujeres, siendo necesario el fortalecimiento de los Estados laicos y la comprensión 
del aborto como un tema de derechos humanos y de salud pública. 


¿Cuál es la situación del aborto en Venezuela? 


En nuestro país, el Código Penal vigente (elaborado en 1915 y con ultima reforma 
en el 2005) en su capítulo IV prohíbe el aborto en sus diversas formas, excepto para 
salvar la vida de la parturienta (aborto terapéutico, artículo 433) y disminuye la penalidad 
en el caso que se haya cometido para salvaguardar el honor (aborto honoris causa, 
artículo 434). Esta penalización no ha erradicado su práctica, pero si ha contribuido al alto 
subregistro y al desconocimiento del impacto real en la morbilidad y mortalidad de las 


mujeres en Venezuela. 


Esta ha sido una de las preocupaciones señaladas al Estado venezolano en las 
Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW): República Bolivariana de Venezuela en su 34° período de sesiones (2006), 
cuando el comité de la CEDAW evaluó los informes periódicos cuarto, quinto y sexto 
combinados de Venezuela. 


En estas observaciones, el comité de la CEDAW señala su preocupación porque el 
aborto ocupa el tercer lugar entre las causas de mortalidad de la maternidad en 
Venezuela (numeral 31) y pide al Estado venezolano que realice una encuesta sobre las 
razones de las elevadas tasas de muertes causadas por los abortos y que adopte 
medidas legislativas y de política pública, dirigidas a reducir y eliminar los riesgos 
conexos. Además, invita al Estado a incorporar en su próximo informe periódico, 
información y datos detallados sobre la incidencia, las causas y las consecuencias del 
aborto, así como los efectos de las medidas tomadas, desglosados por grupos de edades 
(numeral 32). 
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Esta falta de información y de datos no ha mejorado en los últimos años. El 
Informe Alternativo sobre la situación de los derechos humanos de las mujeres y 
aplicación de la convención CEDAW en Venezuela, realizado por el Observatorio 
Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres (2009), incluyen el tema del aborto 
y señalan que, para el año 2006, según el Anuario de mortalidad del MPPS, se registraron 
oficialmente 55 casos de mortalidad materna por aborto, representando un 15,4% del total 


de las muertes registradas, manteniéndose como la tercera causa de muertes maternas. 


Igualmente, refiere este informe del Observatorio, que para ese mismo año en la 
Maternidad Concepción Palacios, la más grande del país, se registró un ingreso de 
10.000 pacientes, de las cuales 4.321 fueron por abortos voluntarios en progreso, siendo 
el 43,16% de los casos atendidos, que representa prácticamente la mitad de la población 
que acudió a ese centro hospitalario, 20 de estas mujeres fallecieron, lo que representa el 
0,16% de defunciones. 


Hay que tener en cuenta, además, que a este centro hospitalario sólo acuden las 
mujeres que abortan cuando presentan complicaciones y que el dato no incluye los 
reportes de las clínicas privadas. Todo lo cual nos pueden dar una dimensión de la 
problemática del aborto actualmente. 


En Venezuela se han dado varios intentos por modificar la situación de la 
penalización del aborto. El debate más amplio y más significativo fue durante el proceso 
de elaboración de la nueva Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(CRBV) el año 1999, cuando hubo participación de diversos sectores de la sociedad. 


En este debate, se evitó la inclusión de la inviolabilidad de la vida y la protección 
del niño desde el momento de la concepción. Esta conclusión viene dada por el análisis 
de dos artículos fundamentales de la propia Constitución: el primero, que habla de la 
protección de la maternidad y la paternidad y el segundo, referido al derecho a la vida. 


Sobre la maternidad y la paternidad: 


“Artículo 76: La maternidad y la paternidad son protegidas 
integralmente, sea cual fuere el estado civil de la madre o del 
padre. Las parejas tienen derecho a decidir libre y 
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responsablemente el número de hijos o hijas que deseen 
concebir y a disponer de la información y de los medios que les 
aseguren el ejercicio de este derecho. El Estado garantizará 
asistencia y protección integral a la maternidad, en general a 
partir del momento de la concepción, durante el embarazo, el 
parto y el puerperio, y asegurará servicios de planificación 
familiar integral basados en valores éticos y científicos” 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1999/2004:31-32). 


De acuerdo a este artículo, lo protegido es la maternidad decidida libre y 
responsablemente desde el momento de la concepción, que no es mismo que proteger al 
embrión desde la concepción. El segundo artículo que hay que considerar es el referido al 
derecho a la vida que señala: 


“Artículo 43: El derecho a la vida es inviolable. Ninguna ley 
podrá establecer la pena de muerte, ni autoridad alguna 
aplicarla. El Estado protegerá la vida de las personas que se 
encuentren privadas de su libertad, prestando el servicio militar 
o civil, o sometidas a su autoridad en cualquier otra forma” 
(Ibídem: 18) 


Este artículo hay que comprenderlo a la luz del Código Civil venezolano vigente, 
que es el que define el concepto de persona desde el punto de vista legal en nuestro país 
y establece en el artículo 17: “El feto se tendrá como nacido cuando se trate de su bien; y 
para que sea reputado como persona, basta que haya nacido vivo”. (Congreso de la 
República de Venezuela, 1982: 3) 


De esto se desprende que, la constitución protege el derecho a la vida de las 
personas, entendidas éstas como personas nacidas vivas; no puede hablarse legalmente 
del derecho a la vida del feto, puesto que legalmente no es considerado una persona. Lo 
que está protegido es el derecho a maternidad decidida libre y responsablemente. 


Además de esto, en el proceso de redacción de la constitución se logró que en el 
artículo 59 se garantizara la libertad de religión y de culto, con énfasis en que nadie podrá 
invocar creencias religiosas para eludir el cumplimiento de la ley ni para impedir a otra 
persona el ejercicio de sus derechos, quedando establecido que el Estado venezolano es 
un Estado laico. Además, en el artículo 76 sobre la maternidad y la paternidad, se 
garantiza el derecho a decidir libremente el número de hijas e hijos y de los medios que 
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aseguren ese derecho, protegiendo la maternidad en general -no absolutamente- desde 
la concepción (Red de Población y Desarrollo Sustentable, RedPob, 2001) 


Posteriormente se han dado otros debates sobre el tema, pero con menor amplitud 
en cuanto a los participantes de la discusión y con menor duración. Como por ejemplo, 
cuando en el 2004 se intentó una reforma del Código Penal; más tarde, en el 2007 de la 
propia Constitución y nuevamente en el 2010, ante una nueva iniciativa de reforma del 


Código Penal. Pero los cambios no se han dado. 


El debate entre las organizaciones o personas en el tema de aborto ha sido 
espasmódico y no contínuo, fundamentalmente asociado a coyunturas en torno al tema y 
en respuesta a factores o situaciones del entorno que no corresponden a una línea de 
trabajo. Las principales acciones han estado dirigidas a incidir a nivel de la legislación con 
muy pocos esfuerzos en hacer las propuestas de conocimiento público con el 


fortalecimiento de alianzas clave. 


Es necesario salir del debate religioso y entrar en el debate de salud, derechos y 
ética. Es necesario fortalecer el Estado venezolano como un Estado laico, para poder 
entender el tema del aborto como un tema de derechos humanos, pues como explica 
Roberto Blancarte, sociólogo, historiador y científico social mexicano: 


“Los legisladores y funcionarios públicos están influidos en su 
visión del mundo por sus respectivas visiones y cosmovisiones. 
Pero hay dos aspectos que modifican completamente la 
definición de esa moral pública en una sociedad secularizada y 
en un Estado laico: en primer lugar, en virtud del creciente 
papel de la libertad de conciencia, es decir de la facultad de 
decidir lo que es bueno y malo a partir de una relación directa 
de cada individuo con su Dios y ya no necesariamente a través 
de la intermediación eclesial, La moral pública ya no puede 
estar definida por una jerarquía y su interpretación de la 
doctrina. La segunda razón es que los legisladores y 
funcionarios públicos, si tienen todos sus creencias personales 
(religiosas o de otro tipo), no deben ni pueden imponerlas al 
conjunto de la población. Legisladores y funcionarios deben 
responder esencialmente al interés público, que puede ser 
distinto a sus creencias personales” (2007:75) 
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La disputa de las mujeres por el derecho a decidir sobre su cuerpo, su sexualidad 
y su maternidad no ha sido fácil. Es una discusión que debe ser llevada al terreno de los 
derechos humanos, en la que participan diversos actores de la sociedad civil, como son: 
las mujeres, las y los representantes del gobierno y de la asamblea nacional, así como 
también líderes políticos, religiosos y personalidades públicas. Es una discusión que 
debe llevarse al público, a la sociedad, para poder lograr una transformación efectiva en 


las visiones que se tienen sobre el aborto. 


Como militante del movimiento de mujeres de venezolano y directiva de una 
organización no gubernamental como lo es la Asociación Venezolana para una Educación 
Sexual Alternativa (AVESA) que trabaja por los derechos sexuales y reproductivos, se 
considera que el tema de la despenalización del aborto debe ser debatido ampliamente 
para poder avanzar en el camino hacia el ejercicio pleno, real y efectivo de los derechos 


humanos de la mujeres en nuestro país. 


En Venezuela tenemos diversos trabajos sobre el tema del aborto, unos centrados 
en aspectos legales y sociales, como los de: Alfredo Sthory Ovalles en 1974, Sonia 
Sgambatti en 1986 y el de María Gabriela Lerth de Matheus en 1992; y otros, que 
abordan el impacto del aborto en la salud de las mujeres, como el de Giovanna Machado 
de 1979, Edilberto Pacheco de 1986, Egda María Moyas en 1998 y el de María José 
Álvarez de 1989, por mencionar sólo algunos de los más destacados. La presente 
investigación plantea la novedad de analizar y contrastar los diversos planteamientos, 
ideas y posiciones que sobre la despenalización del aborto tienen las y los actores 
sociales claves involucrados con la toma de decisión sobre la despenalización del aborto 
en nuestro país, empleando una metodología cualitativa y una óptica feminista y de 


derechos humanos. 


Esta investigación es pertinente, en tanto que el tema del aborto y su 
despenalización forma parte de la actualidad, y está dirigida a atender uno de los 
principales problemas de las mujeres venezolanas, que atañe tanto sus derechos 


sexuales y reproductivos como sus derechos humanos. 


Para tener una incidencia efectiva en pro de la despenalización del aborto en 


Venezuela es necesario evaluar y analizar cuáles son los principales temas de debate 
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para las y los actores sociales claves, a fin de desarrollar argumentos efectivos que 
promuevan la despenalización del aborto en nuestro país, lo cual constituye el objetivo 
central de esta investigación. 


Los objetivos específicos son: conocer los diferentes argumentos teóricos que se 
han utilizado históricamente a favor o en contra de la despenalización del aborto (objetivo 
1), revisar los antecedentes de despenalización del aborto en Latinoamérica y Venezuela 
(objetivo 2), analizar los temas centrales del debate sobre la despenalización del aborto 
para las y los diferentes actores claves en nuestro país (objetivo 3) e identificar 
argumentos teóricos que pudieran favorecer la despenalización del aborto en Venezuela 
(objetivo 4). 


La presente investigación cualitativa, posee un diseño de investigación con dos 
etapas. La primera etapa, documental, con técnicas e instrumentos que corresponden a 
una investigación de tipo bibliográfico, y la segunda etapa, de campo, en la que se 
empleó la técnica de entrevista enfocada. Se realizó una selección intencionada de una 
muestra de 8 diputados y diputadas de la Asamblea Nacional de las comisiones de 
política interior, desarrollo social integral y familia; con el objetivo de conocer sus 
opiniones sobre la despenalización del aborto en Venezuela, de esta muestra y se logró 
entrevistar sólo a cinco de las y los seleccionados. Las entrevistas fueron analizadas 
siguiendo el procedimiento de análisis de entrevistas propuesto por Francisco Sierra 
(1998) y se empleó el programa Atlas ti, versión 6 para el análisis cualitativo de datos. 


Los resultados de la investigación son presentados en cuatro capítulos. 


El capítulo l, sobre “Los grandes debates de la despenalización del aborto” 
presenta un resumen de los cuatro principales debates que se han dado históricamente 
en materia de despenalización del aborto: el debate teológico, el debate filosófico sobre el 
concepto de persona, el debate en términos del aborto como problema de salud pública y 
finalmente, el debate entre los de derechos de las mujeres y los derechos del no nacido. 


El capítulo Il, sobre “La despenalización del aborto en América Latina y el Caribe”, 


presenta los avances más significativos en materia del derecho a la salud y al aborto 
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seguro en los compromisos internacionales, así como las experiencias exitosas de 


despenalización del aborto en Colombia y en México DF. 


El capítulo IIl, centrado en la “Despenalización de aborto en Venezuela” da cuenta 
de las distintas acciones realizadas en el país para despenalizar el aborto desde 1981 
hasta la actualidad, en el capítulo IV se presentan los “Argumentos de actores claves en 
torno a la despenalización del aborto” que presenta el diseño de investigación, la 


metodología y los resultados de la investigación; y finalmente, las conclusiones. 
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Capítulo I 


Los grandes debates sobre la despenalización del aborto 


En el análisis de la despenalización del aborto es necesario conocer cuál ha sido 
el recorrido histórico del tema y cuáles los puntos más debatidos; para esto, comenzamos 
en un primer punto acercándonos a los inicios de la regulación jurídica del aborto, 
evaluando cómo el marco jurídico sobre el aborto no es el mismo en los diferentes países 
del mundo ni ha sido igual en todos los momentos históricos, ya que su concepción y la 
visión acerca de si es punible o no, ha variado y se ha ido transformado a lo largo de los 
años. Siendo el tema de su legalidad o ilegalidad, penalización o despenalización un 
punto altamente controvertido. Se puntualizan además algunos conceptos claves sobre el 
tema. 


En un segundo punto, se desarrollan los principales temas del debate teológico en 
torno a la concepción del aborto como pecado y como homicidio que se han dado 
fundamentalmente en el seno de la iglesia católica; en el tercer punto se analiza el debate 
filosófico sobre el concepto de persona y su relación con el tema del aborto. 


En el cuarto punto, se plantea la realidad del aborto como un problema de salud 
pública dada su relación con la mortalidad materna y las complicaciones para la salud de 
las mujeres. Finalmente, en el quinto punto, se analiza el debate sobre la despenalización 
del aborto a la luz de los conceptos de ciudadanía, democracia y derechos humanos. 


I.1 Inicios de la regulación jurídica y conceptos claves 


En las civilizaciones antiguas de Egipto, Persia, Arabia y la India no castigaban el 
aborto, era una práctica normal y sólo se necesitaba el consentimiento del jefe de familia 
para hacerlo, se pensaba que “el feto pertenecía al cuerpo de la mujer, a sus entrañas, y 
dado que la mujer tenía un estado de minoridad, se entiende que el padre o jefe de familia 
tenía absolutos derechos sobre el fruto de la concepción” (Sonia Sgambatti. 
1986/1999:43). En estas civilizaciones se subestimaba a la mujer, ella y el producto de su 
vientre eran propiedad del hombre, quien decidía a su conveniencia. 
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Sonia Sgambatti, abogada, ex senadora del Congreso de Venezuela y actual 
presidenta de la Federación Venezolana de Abogadas, profesora titular de la Universidad 
Central de Venezuela desde 1975, ex viceministra de Justicia y ex magistrada suplente de 
la Corte Suprema de Justicia, explica que, en Grecia, se consideraba que el feto era 
propiedad de la madre y ella podía decidir sobre su cuerpo; y en Roma, se pensaba que 
el aborto afectaba sólo intereses particulares, por lo que la mujer podía decidir interrumpir 
el embarazo sin que fuese objeto de hecho punible. Para esta autora, los cambios en la 
concepción del aborto se dan por la influencia cristiana, específicamente por la 


valorización de la vida. 


Este mismo planteamiento es sostenido por Violeta Bermúdez, abogada y 
profesora de la Facultad de Derecho en la Pontificia Universidad Católica de Perú, quien 
señala que “con la llegada del cristianismo cambia radicalmente la actitud frente al aborto, 
inicialmente en el pensamiento y posteriormente en las leyes. La tesis central del 
cristianismo es que a partir del momento de la fecundación se constituye ya una vida 
humana, que posee dignidad y honor similares a los de cualquier ser humano ya nacido” 
(1998: 13) 


En el siglo XVI el aborto era un crimen al que un gran número de países imponía la 
pena capital. Incluso, durante la Revolución Francesa el aborto era penado con la horca 
(Teresa Lanza e Ivana Calle, 2002) 


Pero a partir de la Revolución Francesa, se inician una serie de cambios jurídicos 
que intentan diferenciar los delitos de los pecados establecidos por la iglesia católica. 
Michel Foucault explica que durante la Revolución Francesa, en la redacción del primer y 
segundo código penal francés, se hizo una clara distinción entre lo que es una falta y lo 
que sería un delito, en sus propias palabras: 


“El principio fundamental del sistema teórico de la ley penal 
definido por estos autores (los redactores del primer y segundo 
código penal francés) es que el crimen, en el sentido penal del 
término o, más técnicamente, la infracción, no ha de tener en 
adelante relación alguna con la falta moral o religiosa. La falta 
es una infracción a la ley natural, a la ley religiosa, a la ley 
moral; por el contrario, el crimen o la infracción penal es la 
ruptura con la ley, ley civil explícitamente establecida en el 
seno de una sociedad por el lado legislativo del poder político. 
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Para que haya infracción es preciso que haya también un 
poder político, una ley, y que esa ley haya sido efectivamente 
formulada. Antes de la existencia de la ley no puede haber 
infracción. ¡Según estos teóricos, sólo pueden sufrir 
penalidades las conductas efectivamente definidas como 
reprimibles por la ley” (1991: 11) 


Estos cambios a comienzos de la revolución producen cambios en la concepción 
del aborto en tres direcciones: primero, desaparece la equivalencia del aborto con el 
homicidio; segundo, desaparece la pena capital para casos de aborto; y tercero, hay una 
atenuación general de las penas y aparición de modalidades más atenuadas como el 
llamado aborto honoris causa, que es el utilizado para salvar el honor de la mujer y/o la 
familia. Para Violeta Bermúdez, es con estas características que se introduce la figura del 
aborto en los códigos penales europeos y posteriormente en las legislaciones 


latinoamericanas y caribeñas. 


Bermúdez señala, que en el siglo XIX en América Latina y el Caribe, los cuerpos 
normativos de los diferentes países distinguían los distintos delitos entre, los cometidos 
contra el Estado y los cometidos contra los particulares, ubicando el aborto en este último 
grupo!. En estas normas penales, el aborto estaba ubicado dentro de varios títulos, en 
algunos casos dentro del capítulo referido al buen orden de las familias y la moralidad 
pública?, como continúa siendo en Venezuela; mientras que en otros, se ubicada dentro 


del capítulo relativo al homicidio?. 


En estos marcos normativos, se abría la posibilidad de algunos atenuantes de las 


penas, como serían: 


e Cuando el aborto se practicaba sin el consentimiento de la mujer. 
e Cuando era cometido por razones de honor, para salvaguardar el buen nombre y 
el prestigio de la familia. 


e Por razones terapéuticas para salvar la vida de la mujer. 


1 Así tenemos los casos de los códigos penales de Bolivia de 1834, Colombia de 1837, Ecuador de 1837, El 
Salvador de 1859, Perú de 1863, México de 1871, Chile de 1874, Argentina de 1886, Uruguay de 1889 y 
Brasil de 1890 

Este es el caso de Chile en 1874. 
3 Este es el caso de Bolivia en 1834. 
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e En los casos de aborto no intencional cuando es producto de una violencia 


ejercida sobre la mujer. 


Se planteaban además algunos agravantes, para las y los profesionales de salud u 
otras personas (matronas, comadronas, boticarios, etc.) que facilitaran el aborto. 


Estos marcos normativos se mantienen hasta la primera mitad del siglo XX, 
posteriormente se va dando una eliminación progresiva de la figura del aborto honoris 
causa y se amplían supuestos no punibles como el aborto terapéutico, el eugenésico, el 
ético y el aborto social; y además, hay una mayor tendencia a identificar la vida del feto 
como bien jurídico protegido. 


Es necesario resaltar lo interesante de las variaciones que ha tenido y sigue 
teniendo el aborto dentro de lo marcos normativos de los distintos países de América 
Latina y del mundo. El aborto inducido, como conducta humana tiene un tratamiento legal 
diverso y esta radical diversidad va desde entenderlo siempre y sin excepción como delito 
hasta calificarlo como conducta lícita a decidir libremente por la mujer. Como señala José 
Luis Ibáñez y García Velazco, Doctor en Derecho de la Universidad de Deusto-Bilbao: 


“El aborto marca un total contraste con lo que puede 
denominarse delitos clásicos, como son el homicidio, el 
asesinato y las lesiones en los delitos contra las personas. 
Todos ellos tienen una contemplación y un tratamiento 
homogéneo y cercano en casi todos los regímenes positivos; 
en contraste, el aborto voluntario es encajado de forma 
absolutamente dispar y heterogénea en todos los Estados del 
mundo, con un abanico de contrastes que no tiene paralelo en 
ninguna otra conducta humana” (1992: 60) 


Esta variedad en el tratamiento aborto está asociada a la multiplicidad de 
elementos de carácter jurídico, teológico, filosófico, médico y político que entran en juego 
en el debate y que generan diversidad de posiciones, que comenzaron a darse con mayor 
fuerza en la segunda mitad del siglo XX, cuando se inician diversos procesos de 
liberalización progresiva del aborto. 


Ahora bien, antes de entrar en el tema del debate en torno a la despenalización del 


aborto, definamos lo que entendemos por aborto. Existe un consenso en entenderlo como 
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“cualquier proceso de interrupción del embarazo, espontáneo, inducido o debido a causas 


patológicas o no especificadas” (Raffaela Schiavon. 2009: 116). 


Los tipos de aborto han sido clasificados empleando distintos criterios; aquí 
emplearemos la clasificación de Alma Arámbula Reyes, investigadora y parlamentaria 
mexicana, utilizada en su investigación sobre Legislación internacional y derecho 


comparado sobre el aborto (2008)*, en la que identifica: 


e Aborto espontáneo: es la pérdida del producto de la gestación antes de las 26 
semanas, cuando el feto no cuenta con las condiciones para sobrevivir fuera del 
útero materno. Un aborto espontáneo ocurre cuando un embarazo termina de 
manera abrupta, sin inducción de la embarazada o de terceros. 

e Aborto inducido o provocado: según la definición de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) es el como el resultante de maniobras practicadas deliberadamente 
con ánimo de interrumpir el embarazo. Las maniobras pueden ser realizadas por la 
propia embarazada o por otra persona. 

e Aborto legal: es aquel aborto inducido o provocado que es realizado dentro del 
marco legal del país donde se practica. 

e Aborto ilegal o clandestino: es aquel aborto inducido o provocado que se realiza en 
contra de alguna de las leyes del país donde se practica. 


Esta autora plantea, que en los diversos marcos jurídicos el aborto espontáneo no 
es delito, mientras que el aborto inducido e ilegal es el que está en el debate jurídico 
sobre la despenalización y es al que nos referiremos en la presente investigación. En este 
sentido y en lo sucesivo, cuando hablamos de aborto o despenalización del aborto nos 
estamos refiriendo al aborto inducido e ilegal. 


Ahora bien, despenalizar significa no penalizar, no sancionar, no castigar. Rosario 
Taracena y su equipo del Grupo de Investigación y Reproducción Asistida (GIRE) de 
México, (2000: 99) explican que despenalizar el aborto significa eliminar por completo el 
castigo penal a las mujeres que se han practicado un aborto, así como a quienes las han 
ayudado y consideran, que sólo debe ser penalizado cuando es realizado en contra de la 


4 Si bien no compartimos la posición teórica de esta autora, tomamos su clasificación sobre el aborto ya que 
identifica claramente los tipos de aborto que entran en juego dentro del debate jurídico. 
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voluntad de la madre. Diferencian además, la despenalización del aborto de la 
legalización del aborto, entendiendo que esta última incluye la despenalización pero 
además incorpora la reforma de leyes necesarias para que la interrupción del embarazo 
forme parte del derecho a la protección de la salud y sea incluida en los servicios médicos 
de manera segura y gratuita. 


La despenalización es entonces un paso previo indispensable para la posterior 
legalización del aborto. Es por esto, que para efectos de esta investigación se selecciona 
el tema de la despenalización por considerarlo como paso previo indispensable, que debe 
ser debatido y aprobado en Venezuela para llegar posteriormente a la legalización del 
aborto 


No existe una forma única de despenalizar el aborto, las ya citadas Violeta 
Bermúdez (1998) y Alma Arámbula (2008) coinciden en que las opciones para la 
despenalización en los diferentes estados han oscilado entre dos opciones jurídicas: una 
ha sido el establecimiento de sistemas de plazos y la otra, el sistema de las indicaciones. 


El sistema de plazos establece un límite temporal para el aborto legal, que es 
determinado hacia la décimo segunda semana del embarazo. En los marcos jurídicos 
donde se emplea este sistema, basta con que la gestante solicite el aborto y que sea un 
profesional de la medicina quien lo practique, para que se autorice la interrupción del 


embarazo. 


El sistema de indicaciones, llamado también de causales, considera el aborto 
inducido como punible, cualquiera sea la oportunidad de su realización, salvo que sea 
autorizado por la concurrencia de determinadas excepciones. Las indicaciones más 
aceptadas y sobre las que se han efectuado mayor desarrollo legislativo y jurisprudencial, 


de acuerdo a las mismas autoras, son las siguientes: 


e Terapéutica o médica: justifica la realización del aborto en cualquier etapa de la 
gestación, cuando sea necesario para evitar un grave daño o peligro para la vida o 
la salud de la madre. Se exige que la intervención sea practicada por un 


profesional de salud, en un medio sanitario y, en algunos ordenamientos, se 


23 


requiere el consentimiento de la gestante. Esta es la única indicación aceptada en 
Venezuela. 

e Eugenésica: justifica el aborto cuando existan malformaciones genéticas o 
congénitas incompatibles con la vida extrauterina. En tales casos se exige el 
informe médico que acredite dicha probabilidad y el plazo para practicar el aborto 
suele extenderse hasta la vigésimo segunda semana del embarazo. 

e Jurídica, ética o criminológica: concede la posibilidad del aborto legal, en las doce 
primeras semanas del embarazo, cuando este es producto de una violación 
sexual. En algunas legislaciones sólo se aplica cuando la violencia sexual ha sido 
ejercida contra niña O adolescente, aunque la tendencia es hacia su 
generalización. 

e Económica o social: permite el aborto, durante los tres primeros meses de 
gestación, en atención a razones de precaria situación económico familiar de la 
mujer. 

e Otras indicaciones: son indicaciones que permiten el aborto legal en situaciones 


como: 


o Contracepción: permite el aborto legal cuando ha fallado un método 
anticonceptivo que se ha utilizado de manera consciente. 

o Situación general de necesidad: permite el aborto en las primeras doce 
semanas, cuando por diversas razones no pueda continuar con la 
gestación. 

o Adolescencia: cuando pueda afectar su estado de salud. 

o Angustia: cuando hay peligro por su salud mental. 

o Falta de vivienda: puede estar integrada en la indicación social. 

o Edad materna o multiparidad: puede estar integrada con la de adolescencia 
y forma parte de la indicación social. 

o Virus de inmunodeficiencia humana: cuando la gestante sea portadora del 


virus y no desee continuar con la gestación. 
Rebeca Cook, experta en legislación internacional y derechos humanos de la 


Universidad de Toronto (citada en Bermúdez, 1997) clasifica las legislaciones referidas al 
aborto en función de las indicaciones que estas mismas adoptan: 
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a) Indicaciones restrictivas: son aquellas que sólo reconocen la indicación de peligro 
para la vida de la madre e indicación de peligro para la salud de la madre (aborto 
terapéutico). Es el caso venezolano. 

b) Indicaciones desarrolladas: comprende las indicaciones restrictivas más la 
indicación eugenésica y la indicación jurídica o por violación. Es el caso de 
Colombia. 

c) Indicaciones ampliadas: comprende las indicaciones desarrolladas más las 
sociales y las contraceptivas. 


Las legislaciones pueden también adoptar sistemas combinados en los que se 
utilicen criterios de uno u otro sistema, siendo cada una de ellas el resultado de un 
proceso de debate y negociación de fuerzas y poderes que se dan en torno a una serie de 
argumentos a favor o en contra de la despenalización, como es el caso de México DF que 


veremos más adelante. 


Para Rebeca Cook, Bernad Dickens y Laura Bliss (1999) las reformas legales en la 
despenalización del aborto a nivel mundial reflejan tres tendencias de debate diferentes, 
incluso algunas de ellas contradictorias. La primera tendencia está centrada en debatir la 
utilización convencional de las leyes —utilizada a lo largo de varios siglos- para sancionar y 
castigar la prohibición moral del aborto. La segunda se refiere al daño a las vidas y la 
salud que mujeres, infantes y familias experimentan por las barreras de acceso al aborto 
terapéutico y la coloca en el contexto de salud y bienestar. La tercera, es la que coloca al 
tema del aborto como un asunto de derechos humanos y justicia social. 


Entremos ahora en los grandes debates. 


1.2 El debate teológico 


Como se señaló al inicio, la penalización del aborto se inicia debido a la gran 
influencia del cristianismo y de la iglesia católica. Jane Hurst, miembra de la organización 
Católicas por el Derecho a Decidir señala que en el Didache, uno de los primeros 
documentos de la Iglesia de cerca del año cien de la era cristiana, se condena el aborto 
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en los siguientes términos: “No matarás al feto por aborto, ni destruirás a la criatura recién 
nacida” (Hurst. 1984/2002: 12) 


Para ese momento se debatían dos temas centrales: el primero era si se estaba 
usando el aborto para ocultar la fornicación y el adulterio; y el segundo, si el feto tiene 
alma desde el momento de la concepción o llega a convertirse en un ser humano en el 


transcurso de su desarrollo. 


Para Hurst, el primer punto tiene que ver con la penitencia y con la función 
legislativa de la iglesia, aquí el aborto es considerado un pecado y se requiere que la 
pecadora, haga penitencia para que se le perdonen sus pecados. El segundo punto toca 
las enseñanzas teológicas básicas de la iglesia que empezaban a formularse y aquí los 
teólogos no estaban de acuerdo sobre si el aborto al principio del embarazo era un 
homicidio, porque no estaban de acuerdo en qué momento ocurre la hominización o 


momento en que el feto adquiere un alma e inicia la vida humana. 


Los teólogos más importantes argumentaban que el aborto no era un homicidio en 
las primeras etapas del embarazo, entre ellos San Agustín, quien consideraba que la 
persona como tal comienza en algún momento después de que el feto ha empezado a 
crecer. Otros argumentaban que el aborto era un homicidio en cualquier momento y que 
la mujer que recurre al aborto debería hacer penitencia como si hubiera cometido un 
homicidio, pues la hominización y la concepción son inmediatas, es decir, que en el 
momento de la concepción ya se inicia una vida humana con alma; estos, según Hurst, 


eran minoría. 


En los primeros seis siglos de cristiandad, la iglesia era descentralizada y no 
existía una autoridad papal como existe actualmente, lo que influía directamente en esta 
falta de acuerdo. Los escritos de San Agustín reflejaban la posición generalizada de la 
Iglesia de esa época y el aborto requería penitencia solamente bajo el aspecto sexual de 
pecado, no por considerarse un homicidio. En palabras del propio San Agustín: 


“La pregunta sobre el alma no se decide apresuradamente con 
juicios no discutidos ni opiniones temerarias; según la ley, el 
acto del aborto no se considera homicidio, porque aún no se 
puede decir que haya un alma viva en un cuerpo que carece de 
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sensación ya que todavía no se ha formado la carne y no está 
dotada de sentidos” (ibídem: 14) 


La práctica de la penitencia y el perdón de los pecados era una práctica esencial 
de la creencia cristiana desde el inicio de la Iglesia; sin embargo, en los primeros siglos la 
penitencia era local, no había un sistema que determinara cuál penitencia le correspondía 
a determinado pecado, existían los llamados catálogos penitenciales locales. Durante la 
Edad Media, del año 600 al 1.500 d.C los documentos sobre las penitencias trataban el 
aborto como uno de muchos posibles actos pecaminosos, pero no se contaba entre los 
pecados más serios que se pudieran cometer y las penitencias variaban según las 
costumbres de cada lugar. 


Por ejemplo en los Catálogos Penitenciales Irlandeses (cerca de 675 d.C) se 
señala: 


“La penitencia del que haya tenido relaciones sexuales con una 
vecina será de catorce años o nueve. 

La penitencia por destruir el embrión de una criatura en el 
vientre de su madre será de tres años y medio 

La penitencia por destruir carne y espíritu, siete años y medio a 
pan y agua, sin tener relaciones. 

La penitencia para una madre que destruye su propia criatura, 
doce años a pan y agua” (Ibídem: 16) 


Mientras que el Catálogo Penitencial Romano (cerca de 830 d.C) señala: 


“Si cualquiera de las mujeres que ha fornicado mata a los 
nacidos o trata de cometer un aborto, la regla original le 
prohíbe la comunión por el resto de su vida. 

Si alguien intencionalmente comete un aborto, hará penitencia 
por tres años, un año a pan y agua” (Ibídem: 17) 


Hurst señala que es en 1140 cuando se compila la primera colección de leyes 
canónicas que la iglesia aceptó como autoridad interna y fue empleado como manual de 
instrucción de los sacerdotes hasta 1917 cuando aparece el nuevo Código de Ley 
Canónica. 


En la Edad Media, la mayoría de los teólogos aceptaba la teoría de la 
hominización retardada. Estaban de acuerdo en que la hominización ocurre 40 días 


después de la concepción, en el caso de varones, y 80 días después en el caso de 
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mujeres. Santo Tomás de Aquino sostenía esta posición y consideraba el aborto un 
pecado contra el matrimonio. Santo Tomás, basándose en conceptos aristotélicos, 
desarrolló una concepción hilomórfica de los seres humanos, que considera a los seres 
humanos como una unidad formada por dos elementos distintos, la materia prima (o 
potencia) y la forma sustancial (el principio realizador), estos dos principios se definen en 
la realidad del alma y el cuerpo del ser humano, la existencia de una persona requiere de 


ambos elementos. 


Para Santo Tomás, como el cuerpo y el alma se unen para formar un ser humano, 
no puede haber un alma humana en algo menos que en un cuerpo completamente 


humano, el feto en desarrollo no tiene la forma sustancial de la persona humana. 


Esta concepción hilomórfica es distinta a la concepción dualista del ser humano 
que supone que cuerpo y alma son dos elementos separados, siendo esta última una 
concepción anticristiana, que para la iglesia puede llevar a la amoralidad si se considera 


que el cuerpo no está relacionado con el alma. 


Hurst señala que, a principios de la época premoderna (1500 -1750), aún no 
existía consenso en el tema del aborto y entre las penitencias para el aborto del feto 
formado y las del feto no formado. En 1588, el Papa Sixto V preocupado por la 
prostitución en Roma y considerando que la aplicación de penas severas y rígidas al 
aborto disminuiría la incidencia de este pecado sexual, publica la bula Effraenatum en la 
que se afirma que el aborto y la anticoncepción eran homicidios en cualquier período del 
embarazo, y que eran tanto pecados mortales como crímenes civiles, la penitencia 
impuesta era la excomunión y se aplicaba la pena civil máxima. No había excepciones en 


caso de aborto terapéutico y quedaba implícito que la hominización es inmediata. 


Tres años mas tarde el Papa Gregorio XIV modificó el Effraenatum, por 
considerarlo muy severo, porque contradecía las opiniones teológicas sobre la 
hominización inmediata a la concepción e intentó apoyar oficialmente, desde la Iglesia 
católica, la teoría de la hominización retardada. Empezaron a darse una serie de 
corrientes de pensamiento en la medicina y en la propia iglesia que empezaron a dar 


mayor fuerza a la tesis de la hominización inmediata. 
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Para Hurst, el hecho teológico que influyó significativamente en la postura de la 
Iglesia sobre el aborto fue el creciente culto de la Inmaculada Concepción de María, que 
plantea que aunque María nació de padres humanos, recibió la gracia santificante en el 
momento de la concepción de Jesús que nació sin pecado original; lo que implica que si 
Jesús tenía un alma tan pronto como fue concebido por obra y gracia del Espíritu Santo, 
lo mismo puede ocurrir con el resto de los seres humanos. Así, la doctrina de la 


hominización inmediata ganó terreno. 


Luego, en la época moderna la posición de la Iglesia católica se fue inclinando 
cada vez más hacia el apoyo a la hominización inmediata. Hurst señala que el teólogo 
Jean Gury, en 1864, señala que el feto aunque no haya sido infundido por un alma, está 
dirigido a la formación de un hombre y, por lo tanto, expulsarlo es homicidio anticipado e 
introduce la idea de que matar a un ser humano potencial es como matar a un ser 
humano real. La idea es aceptada por la iglesia en 1869 Pío IX apoya explícitamente la 
posición de la hominización inmediata y en 1917 es apoyada nuevamente en el nuevo 
Código de Ley Canónica, en el que se prescribe la excomunión tanto para la mujer como 
para todos aquellos que participaran en un aborto. En los siguientes años, la doctrina de 
la hominización inmediata pasa a ser la opinión mayoritaria de la Iglesia, la mayoría de los 
teólogos no le dan importancia a que la misma contradice la postura sobre el hilomorfismo 
que la misma Iglesia ha sostenido por tantos años. Coinciden las enseñanzas del Papa y 
la Ley Canónica, todo lo cual elimina el desacuerdo y el debate teológico en la Iglesia, 
quedando establecida la idea de que todo aborto es un homicidio para la Iglesia Católica y 
que en ningún caso es válido matar al feto para salvar la vida de la madre, por tanto se 
rechaza incluso el aborto terapéutico. 


Como hemos visto, las dos grandes preocupaciones de la iglesia con el tema del 
aborto han sido: si el mismo se practica para encubrir pecados sexuales o si constituye en 
sí mismo un homicidio. La iglesia condena el aborto y la anticoncepción porque en ambos 
casos el propósito es separar la unión sexual de la procreación y, por tanto, ambos actos 


se consideran pecaminosos. 


Determinar si el aborto es o no un homicidio es más complicado, no se trata de 
demostrar si es o no una vida humana. Lo que está en discusión en la actualidad es a 


partir de qué momento puede hablarse de una persona y, más aún, de una persona sujeta 


29 


de derechos. De acuerdo a Hurst, la Iglesia católica lo define en términos del 
hilomorfismo, que afirma que las personas son la unidad de dos elementos, de cuerpo y 
alma; un alma humana se encuentra sólo en un cuerpo plenamente humano. Pero en los 
dos últimos siglos, la iglesia católica ha dejado de lado este problema, se ignora esta 
doctrina y la discusión del aborto se ha enfocado en la protección de toda vida humana en 
potencia y real. 


Sin embargo, esta posición de la iglesia no es infalible ya que: 


“Una declaración pontificia debe ser una declaración solemne 
en lo tocante a la fe y la moral que descanse en el magisterio 
extraordinario de la Iglesia, y debe dirigírsele a toda la iglesia 
ex cathedra. Si faltare alguna de estas decisiones, la 
declaración pontificia no es infalible. Como es el caso de la 
enseñanza de la Iglesia sobre el aborto” (Hurst 1984/2002: 32). 


Sólo una doctrina que “siempre se ha enseñado en la iglesia católica como artículo 
de fe está sujeta a la enseñanza infalible ex cathedra” (ibídem: 33). 


No hay una tradición clara y continua que considere el aborto como homicidio por 
lo que es imposible formular una declaración infalible, lo que no impide que se haya 
creado un halo de infalibilidad sobre los pronunciamientos pontificios sobre el tema. Sólo 
se ha condenado universalmente la práctica del aborto para esconder la fornicación y el 
adulterio y nunca se ha apoyado el aborto por elección. Tampoco se han resuelto varios 
problemas teológicos en relación al aborto. 


Un planteamiento reciente realizado públicamente por la religiosa, teóloga y 
feminista Teresa Forcades (2009) en torno al tema del aborto ha levantado una gran 
discusión. Esta autora no centra sus argumentos en el debate de cuándo puede hablarse 
de “persona humana” y más bien expresa estar de acuerdo con la santidad de la vida 
como don de Dios, por lo que la misma debe ser respetada desde la concepción hasta la 
muerte natural, pero plantea la duda de si la moral católica tiene el derecho de violar la 
autodeterminación de la madre para salvar la vida del hijo o la hija. 


Forcades plantea que los seres humanos tenemos un: 
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“Derecho a la autodeterminación, es un derecho fundamental 
que protege la dignidad de la persona humana y prohíbe bajo 
cualquier circunstancia y de forma absoluta que esa persona 
pueda ser utilizada como objeto, como un medio para 
conseguir un bien, aunque este bien sea salvar la vida de otra 
persona o incluso de la humanidad entera”. (Forcades. 2009:1) 


Considera Forcades que este derecho a la autodeterminación es tan sustancial y 


absoluto como el derecho a la vida, el derecho a la autodeterminación es el derecho a la 


vida espiritual, es lo que hace que la vida de las personas sea reconocida como algo más 


que vida biológica. Para ella, el derecho al aborto no existe, lo que existe es un conflicto 


de dos derechos fundamentales: el derecho de autodeterminación de la madre y el 


derecho a la vida del hijo/a. 


Forcades hace tres precisiones sobre este punto: 


En relación al derecho de autodeterminación: el derecho de autodeterminación es 
la condición de posibilidad de decir Sí a Dios sin que éste Sí sea vacío de 
contenido y la persona humana no se puede tratar nunca como un medio para 
conseguir un bien, por más elevado que este bien sea. 

En relación a la validez del planteamiento del tema del aborto como un conflicto de 
derechos, señala que esta posición sobre el conflicto de derechos en el tema del 
aborto ya ha sido planteada por el moralista especializado en bioética Johannes 
Reiter, miembro de la comisión teológica internacional, nombrado por Juan Pablo 
Il en el año 2004 y renovado en el cargo por Benedicto XVI el año 2009, sólo que 
éste concluye que el derecho a la vida tiene preeminencia sobre el derecho de 
autodeterminación de la mujer en el caso del aborto. 

¿En que sentido se puede considerar problemática la preeminencia del derecho a 
la vida por encima del derecho a la autodeterminación? Considera que esta 
preeminencia no puede considerarse problemática en el sentido de cuál es la 
voluntad de Dios (Dios quiere que usemos nuestra libertad en bien de la vida), 
pero sí lo es cuando se trata de una preeminencia que pueda ser impuesta desde 


fuera?. 


5 En el mismo texto que venimos citando, Teresa Forcades, para ilustrar el conflicto entre el 
derecho a la vida y el derecho a la autodeterminación señala “podemos tomar como ejemplo el 
caso del trasplante de riñón. Hay cientos de miles de personas en el mundo (más de 75.000 
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Estas nuevas voces dentro de la teología y la iglesia católica alientan la posibilidad 
de abrir nuevamente este debate, que hoy en día dista mucho de concluir. 


Si bien la iglesia católica ha tenido una gran influencia en la penalización del 
aborto en el mundo, sin excluir a América Latina, otras religiones también han tenido 


incidencia. 


En un boletín del Center for Reproductive Rights (2007a) se señala que: 


e En el Islam, diferentes corrientes de pensamiento prevén pautas diversas sobre el 
aborto, van desde permitirlo sin condiciones dentro de los primeros 120 días de 
gestación hasta prohibirlo completamente, todas estas ordenanzas están basadas 
en distintas consideraciones acerca del momento en que el feto es considerado un 
ser humano. Una vez asumido que el feto tiene alma, todas las corrientes del 
Islam prohíben al aborto, aunque en muchos casos se admiten excepciones en 
caso que la vida de la madre corra riesgo, el caso de malformación congénita o 
violación sexual. 

e Enel Hinduismo, el concepto hindú de dharma o ley natural, no es compatible con 
una postura absolutista contra el aborto. El dharma se caracteriza por el cambio, la 
adaptabilidad y la sensibilidad frente al contexto y frente al individuo. En esta 


sólo en los EEUU de las cuales más de 3.000 mueren cada año) la vida de las cuales podría ser 
salvada por medio de un transplante renal. 

¿Por qué no aprobar una ley que obligue a las personas que tengan riñones compatibles a 
ceder a estos enfermos para salvarles la vida? El Estado podría aprobar una ley así la Iglesia 
católica podría excomulgar a los donantes potenciales que rechazaran someterse extirpación, 
así como a todas las personas que les apoyaran en aras de un supuesto derecho de 
autodeterminación o de posesión del propio cuerpo que atentaría directamente contra el 
derecho a la vida de un enfermo inocente. 

Hay que tener en cuenta que hoy en día la extirpación del riñón del donante se puede hacer 
por laparoscopia con lo que la cicatriz que deja es mucho menor que la cicatriz de una 
episiotomía, y hay que tener en cuenta también que está demostrado que vivir con un solo 
riñón no acorta la esperanza de vida del donante. Si Dios les ha dado un riñón compatible que 
ellos no necesitan y que puede salvar directamente una vida inocente, ¿en qué principio se 
puede basar la moral católica para considerar lícito su rechazo a salvar una vida? Si existe un 
principio moral que legitime este rechazo, ¿por qué no es aplicable este principio en el caso de 
la mujer embarazada, especialmente si la vida de la madre corre peligro o si el embarazo ha 
sido fruto de una violación? Mi conciencia me hace plantear esta duda con confianza y con 
toda honestidad” (2009:2) 
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religión, el dharma le permite a la mujer considerar su decisión a la luz de las 
exigencias de la situación y de su propia conciencia cuando experimenta un 
dilema moral frente a la opción de un aborto. La tradición hindú no ha conferido al 
feto mayor importancia que a la vida de la mujer, a pesar del alto valor que da a la 
vida del feto. 

e En el Budismo, se apoya la libertad de las mujeres de optar por un aborto en 
determinadas situaciones. La doctrina budista del kamma enfatiza que la intención 
de un individuo detrás de cada uno de sus actos juega un rol preponderante a la 
hora de evaluar su moralidad, incluso más que el acto mismo; de tal manera que 
practicar un aborto para salvar la vida de la madre, en caso de malformación 
congénita, por ejemplo, no es considerado necesariamente un acto inmoral. 

e Enel Judaísmo, el bienestar de la mujer es un factor central en la ley y la tradición 
judías. Las enseñanzas rabínicas han permitido el aborto basado en la salud 
física y mental de la mujer y coinciden en que el aborto es un deber religioso 


cuando la vida de una mujer embarazada está en peligro. 


De manera que, la concepción del aborto como pecado sigue estando muy 
arraigada en la sociedad, con una gran influencia religiosa en las personas, en la forma en 


que nos acercamos al problema y por supuesto en los marcos legales. 


I.3 El concepto de persona 


En el debate sobre la despenalización del aborto, el concepto de persona ha 
ocupado un lugar central ya que toca el dilema de si se está o no cometiendo un 
homicidio al abortar un feto. 


El problema con el concepto de persona es que no es un concepto científico o 
técnico, no forma parte de ninguna explicación de cómo o por qué ocurre ningún 


fenómeno natural específico. 
Según Margarita M. Valdés-Villarreal, miembra del Instituto de Investigaciones 


Filosóficas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y del Colegio de 
Bioética de ese mismo país, persona: 
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“Es un concepto ordinario que compartimos todos los que nos 
entendemos en la vida cotidiana cuando hablamos de personas 
(....) todos coincidimos en que las personas tienen un valor 
intrínseco y una dignidad que nos obligan a respetar su 
integridad y su vida; coincidimos también en catalogar como 
personas a todos los seres humanos nacidos y en no ubicar en 
la misma categoría ni a las plantas, ni a las rocas, ni a las 
hormigas. Sin embargo, como sucede con muchos otros 
conceptos hay ciertos casos en los que no todos estamos de 
acuerdo sobre si el concepto de persona se aplica o no se 
aplica” (Valdés-Villarreal, M en Enríquez, L y Anda, C. 2008: 
29) 


De acuerdo a esta autora, diversas investigaciones se han realizado para señalar 
cuáles son las características que tiene que tener una entidad para poder ser catalogada 
como persona, pero señala, que las conclusiones no son para nada coincidentes y esto 
está asociado a la pluralidad de visiones existentes en la sociedad sobre este tema. Estas 
distintas concepciones se originan a partir de los rasgos que se proponen como 
características exclusivas de las personas. 


Las concepciones dominantes sobre el concepto de persona en el debate sobre la 
despenalización aborto, que han sido reconocidas tanto por Valdés-Villarreal como por 
Gustavo Ortiz Millán (2009), Doctor en Filosofía de la Universidad de Columbia en Nueva 
York e investigador del Instituto de Investigaciones Filosóficas de la UNAM, son las 


siguientes: 


e Persona es aquel ser perteneciente a la especie Homo sapiens, que comienza a 
existir desde el momento de la concepción, 

e Es producto de la fertilización de un óvulo por un espermatozoide de la especie 
Homo sapiens o, 


e Tiene el código genético o el genoma de dicha especie. 
Como los fetos humanos satisfacen estas condiciones son considerados personas. 
Estas concepciones son sostenidas por quienes están en contra de la 


despenalización del aborto, considerándolo inmoral porque se está atacando a una 


persona inocente. 
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Valdés-Villarreal (2008) señala que estas concepciones están basadas, por una 
parte, en aspectos religiosos según los cuales, todo descendiente de la especie Homo 
sapiens ha sido creado por Dios a su imagen y semejanza, lo que le da un valor intrínseco 
y le confiere dignidad desde el momento de su concepción, tal y como una persona 
adulta. 


Se basa también, en los aportes científicos del descubrimiento del acido 
desoxirribonucleico (ADN), que vienen a confirmar que desde el momento de la 
concepción, en que se combinan los ADN del óvulo y del espermatozoide -que dan lugar 
a un cigoto con un ADN distinto del de las células que le dieron origen- se da el potencial 
surgimiento de un nuevo ser. De acuerdo a esto, lo que hace que algo sea una persona, 


es un hecho meramente biológico. 


Pero para esta autora, estas concepciones no se ajustan a nuestro concepto 
ordinario de persona, que es independiente de las creencias religiosas que un sujeto 
pueda profesar y que, antes de elucidar el concepto, lo que hacen es modificar el 
concepto original y añadirle ingredientes religiosos. Además, señala, el concepto de 
persona también es independiente de los conceptos de la biología, ya que antes de saber 
de la existencia del ADN o del genoma humano, ya contábamos con un concepto de 
persona; además, ni el valor ni la dignidad de las personas está en los genes. De manera 
que la biología tampoco puede explicar el carácter normativo del concepto de persona. 


Por su parte, Ortiz Millán considera igualmente que los argumentos sobre el 
concepto de persona basado en la biología, no son suficientes para fundamentar ningún 
juicio moral sobre el aborto. Plantea que todos estamos de acuerdo en que matar a un ser 
humano inocente es un acto inmoral, el problema es que no todos están de acuerdo sobre 
si el feto es una persona con todos los derechos, dignidad y valor que tienen los ya 
nacidos. 


Si ser persona significa ser miembro de una determinada especie o tener una 
cierta información genética, falta por explicar por qué este hecho tiene alguna significación 
moral, ya que este es un hecho biológico que todos los seres vivos comparten. Este autor 
plantea: 
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“Plantas y animales tienen códigos genéticos específicos, pero 
eso no justifica que tengan un valor especial. Si eso es así, 
entonces no es claro por qué matar a un miembro de una 
especie, incluso si es la nuestra, sea moralmente incorrecto. 
Quienes siguen esa línea de argumentación tendrán que 
aceptar que la defensa que hacen de la vida del feto no está 
basada en una característica con valor moral y no habrán 
mostrado que es moralmente incorrecto interrumpir el 
embarazo. Quien sostiene que esa interrupción es inmoral 
podría responder que tiene valor moral porque no se trata de la 
información genética de cualquier especie, sino de la de un ser 
humano; pero entonces habría caído en un circulo vicioso y ése 
es un mal argumento” (Ortiz Millán. 2009: 50) 


Otra consideración pertinente que hace Ortiz Millán está asociada con las 
argumentaciones biológicas y es el tema de que un feto tiene la potencialidad de 
convertirse en persona, es decir, que el feto es una “persona potencial” y tiene el poder de 
convertirse en una persona real y eso hace su vida valiosa. Pero, “lo que tiene potencia 
de ser, dice Aristóteles, también la tiene para no ser” (Ídem), de tal manera que si el feto 
no se convierte en una persona real (si se aborta) y no llega a tener en el futuro las 
características que le confieren valor a las personas, entonces no hay nada en el presente 


de donde se pueda derivar su valor moral actual. 


Ortiz Millán agrega que el cigoto tiene lo que se conoce como totipotencialidad, 


que es: 


“La capacidad que poseen las células embrionarias, no sólo de 
multiplicarse sino también de diferenciarse en distintos tipos 
celulares para lograr la reconstrucción de las partes del 
organismo que pudieran faltar. El cigoto tiene la potencialidad 
de convertirse en cualquier órgano, tiene la capacidad de dar 
origen a millones de células, tejidos, órganos diferentes, pero 
también a embriones. Es por esta razón que las células 
embrionarias tienen un alto valor para la ingeniería genética, ya 
que al implantarse en distintos tipos de tejidos, pueden adoptar 
las características de ese tejido y regenerarlo” (Ibídem: 51) 


Un cigoto tiene la potencialidad de convertirse en una persona, pero también 


puede convertirse en tejido de algún organismo o de no convertirse en nada. Por tanto, la 
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muerte de un cigoto o de un feto? no puede comparase con la muerte de una persona 
nacida, argumentar que es una persona potencial no lleva a la conclusión de que tiene el 


mismo valor que una persona real. 


Ortiz Millán (2008) considera que decir que algo es una persona, es ubicarlo en 
una categoría de entidades mentales o psicológicas, las cuáles pueden plantearnos 
exigencias morales; por tanto, tratar de derivar el concepto de persona de una 
determinada estructura de ADN o de otras propiedades biológicas es cometer una falacia: 
“la falacia naturalista, que consiste en querer derivar valor moral a partir de propiedades 


puramente naturales” (Ortiz. 2008:52) 


Jorge Carpizo y Diego Valadés, (en Rodolfo Vásquez. 2009) plantean que un 
embrión de 12 semanas no es un individuo biológico ni mucho menos una persona 


porque: 


a) Carece de vida independiente ya que es totalmente inviable fuera del útero al estar 
privado del aporte nutricional y hormonal de la madre”. 

b) Posee un genoma completo como cualquier célula o cualquier organismo adulto 
que también tienen el genoma completo, incluyendo a los tumores cancerosos. 

c) A las 12 semanas el desarrollo del feto, el cerebro está en sus etapas iniciales y 
no se ha desarrollado la corteza cerebral ni se han establecido las conexiones 
hacia esta región. Conexiones indispensables para que pueda existir sensación de 
dolor y que se establecen hasta las semanas 22 y 24 de gestación. Por tanto, no 


6 Aunque este autor hace referencia en algunos momentos al cigoto y otros al feto, de manera 
más o menos indistinta, es importante explicar que existe una diferencia en ambos conceptos 
puesto que corresponden a distintos momentos del desarrollo embrionario. Aníbal Faúndez y 
José Barzelatto (2005) explican que cigoto o zigoto es el resultante de la fusión de los gametos 
femenino y masculino en el momento de la fecundación, que luego se constituye en embrión 
pocos días después de completada la implantación en el útero y es hacia el fin de la décima 
semana de gestación, cuando el embrión mide cerca de tres centímetros y posee los esbozos 
de todas las estructuras internas y eternas esenciales, cuando comienzan a referirse al feto y 
al desarrollo fetal. 

7 La viabilidad del feto hace referencia al momento en que puede sobrevivir fuera del cuerpo 
de la madre. En términos generales se acepta que ningún nacido antes de las 23 semanas de 
embarazo es capaz de sobrevivir, por tanto, antes de ese tiempo se considera que el feto es 
inviable, considerándose que entre las semanas 22 y 28 existe un “umbral de viabilidad” que 
exige procedimientos y equipos médicos muy sofisticados y especializados para garantizar la 
vida del feto (Faúndez y Barzelatto, 2005) 
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es capaz de sentir sensaciones cutáneas, ni experimentar dolor y mucho menos 


sufrir o gozar. 


Por lo expuesto, ni la religión ni la biología nos han brindado un concepto acertado 
sobre lo que es una persona. En suma, Valdés-Villarreal (2008), Carpizo y Valadés (en 
Rodolfo Vásquez 2009) y Ortiz Millán (2009), coinciden en que es la filosofía la que 
responde de una manera más razonable y convincente a la pregunta sobre qué es lo que 
distingue a una persona y hacen referencia al filósofo inglés Peter Strawson, quien en 
1959 propuso una definición general y convencional de persona: “un ser al que podemos 
atribuir tanto propiedades corpóreas como estados de conciencia” (Carpizo y Valadés en 
Rodolfo Vásquez. 2009:151) 


Esta definición recoge la idea de que no reconocemos como persona a algo que 
sólo tiene propiedades materiales, a algo que no tuviese o hubiese tenido nunca ninguna 
propiedad psicológica o mental. Las personas son entonces, seres capaces de tener 
conciencia y capacidades que implican ciertos grados de racionalidad, que pueden 


interactuar con otras personas y llevar a cabo acciones intencionales. 


Son estas propiedades psicológicas y estas capacidades (no los genes) las que 
nos permiten considerar que alguien es una persona y que nos imponen exigencias 
morales específicas, es esto lo que explica el valor que les damos a las personas y el 
hecho de que las percibimos como dignas de consideración y respeto. Como Valdés- 
Villarreal plantea: 


“Tener una vida psicológica eventualmente conduce a tener 
conciencia de uno mismo, a ser libres y autónomos, a ser 
capaces de realizar acciones intencionales, a tener un 
lenguaje, y al cabo de cierto tiempo, a tener un plan de vida. No 
es casual que muchos filósofos hayan puesto estos rasgos 
como distintivos de las personas. En el hecho de tener una vida 
psicológica radica la dignidad de la persona humana, la cual es 
la que está en la base de nuestra noción de derechos 
humanos” (Valdés-Villarreal, M en Enríquez, L y Anda, C. 2008: 
29). 


Ahora bien, la biología no puede decir qué es una persona, pero sí puede aportar 
al hecho de cuándo se puede afirmar que un embrión ha desarrollado estas 
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características mentales o psicológicas. Los avances científicos sobre el desarrollo del 
embrión y la fisiología del embarazo, así como la neurobiología, nos proporcionan 
información relevante para establecer en qué etapa del desarrollo embrionario el feto ha 
adquirido las características definitorias del ser humano y la base neurofisiológica 


necesaria para atribuir estos estados mentales a un embrión. 


De manera que, la respuesta a la pregunta sobre si el feto es o no una persona, 
varía según la etapa de gestación y dependerá de si se han formado las estructuras 
neuronales del feto que lo capacitan para tener algunas propiedades psicológicas como 
sentir dolor, frío, hambre, etc. Por tanto, “ni un cigoto ni un embrión son personas, pero 


un feto a punto de nacer lo es” (Valdés-Villarreal, M en L. Enríquez y C. Anda, 2008: 32). 


Ortiz Millán plantea que el valor de una persona radica en el hecho de que le 
podemos atribuir “toda una gama de predicados psicológicos, que van desde simples 
rasgos de sensibilidad hasta capacidades de pensamiento y emotivas muy complejas” 
(2009: 53), además, esto que le da valor moral a la vida de un embrión y lo convierte en 
persona o ser humano, no aparece sino más tarde en el embarazo. Entonces, no es 
válido argumentar que es moralmente incorrecto abortar al producto de la concepción en 
cualquier momento del embarazo, ya que es sólo luego del tercer mes cuando el feto 


comienza a adquirir esta gama de capacidades. 


Si no se puede afirmar que el feto antes de los 3 meses o las 12 semanas de 
gestación es una persona, plantea Ortiz Millán, entonces no le podemos atribuir derechos, 
como el derecho a la vida sobre el derecho de la mujer que solicita la interrupción. 


Un ser al que no se le puede atribuir la condición de persona no puede ser sujeto 
de derechos, por encima del derecho de la mujer que solicita el derecho a no ser o no 
volver a ser madre; por lo tanto, no es posible plantear un conflicto entre los supuestos 
derechos del feto y los derechos efectivos de la mujer antes del primer trimestre de 
embarazo. En este período privan los derechos de la mujer como sujeta plena de 
derechos. 
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De acuerdo a estos planteamientos, si la interrupción durante los tres primeros 
meses no es moralmente incorrecta, no existe entonces base moral para penalizarlo. De 


hecho, en muchos países así se ha legislado. 


1.4 Un problema de salud pública 


El aborto es considerado un problema de salud pública debido a su relación con la 
mortalidad materna y las consecuencias negativas para la salud de las mujeres. Las 
Naciones Unidas en la Cumbre del Milenio realizada en el año 2000, identificó la 
mortalidad materna como una de las metas claves para el desarrollo, y planteó el objetivo 
de reducir los niveles de mortalidad materna en tres cuartas partes entre 1990 y 2015 
(OMS, 2003). 


Si bien la mortalidad materna está asociada a múltiples causas, la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) estima que alrededor del 13% de todas las muertes maternas 
se deben a complicaciones de abortos inseguros y que además de las 70.000 mujeres 
que mueren cada año, decenas de miles sufren consecuencias a largo plazo, entre las 
que se incluye la infertilidad. En América Latina, el aborto inseguro es responsable del 17 
% de las muertes maternas. (OMS, 2003; International Planned Parenthood Federation- 
IPPF, 2006). 


Ahora bien, no todo tipo de aborto está relacionado con la mortalidad materna o 
los daños en la salud de las mujeres, son los abortos inseguros que se realizan de 
manera clandestina y al margen de los marcos legales de cada país, los que generan 


estas consecuencias. 


La OMS define los abortos inseguros como aquellos que “son realizados por 
personas que carecen de las aptitudes necesarias o en ambientes que carecen de los 
estándares médicos mínimos, o ambos” (OMS citado en IPPF, 2006:3). Las 
consecuencias de este tipo de abortos son múltiples, la más grave es la mortalidad 
materna, que se define como “la muerte de una mujer durante el período de embarazo y 
hasta 42 días después del parto, a raíz de causas relacionadas con el estado de gravidez 


O agravadas por la gestación” (Aníbal Faúndes y José Barzelatto, 2005: 65). 
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Los abortos inseguros generalmente provocan otras complicaciones inmediatas o 
a largo plazo. Dentro de las consecuencias inmediatas están las hemorragias, 
infecciones, lesiones traumáticas o químicas de los genitales u otros órganos, así como 
reacciones tóxicas generadas por productos ingeridos o aplicados en los genitales. 
También pueden presentarse consecuencias a mediano o largo plazo, como pueden ser 
las derivadas de tratamientos o intervenciones quirúrgicas realizadas para salvar la vida 
de la mujer (por ejemplo: extirpación de trompas o histerectomía) u otras consecuencias 
asociadas a la inflamación crónica de los órganos genitales que causan infertilidad, 
embarazos tubáricos (ectópicos) y dolor pélvico crónico (A. Faúndes y J. Barzelatto, 
2005). 


La OMS (2003) estima que alrededor de 20 millones de los abortos inducidos que 
anualmente se realizan en el mundo, son inseguros. El 95% de estos ocurre en países en 
vías de desarrollo y existe una relación de un aborto inseguro por cada 7 nacidos vivos 
pero, en algunas regiones, como en América Latina y el Caribe hay más de un aborto 
inseguro por cada 3 nacidos vivos. 


La OMS plantea, en el mismo informe que venimos citando, que en aquellos 
países donde el acceso al aborto está legalmente restringido o donde los servicios no 
están disponibles o no son de buena calidad, las posibilidades que tienen las mujeres 
para acceder a un aborto sin riego son muy pocas, de hecho, sólo pueden acceder a él 
las mujeres con recursos económicos suficientes para costear los servicios del sector 
privado, muchos de ellos prestados en la clandestinidad debido a las restricciones legales. 
Esto implica que las mujeres pobres, las que viven en áreas aisladas o bajo 
circunstancias de vulnerabilidad o adolescentes, que además son quienes tienen menor 
acceso a la información, a servicios de salud reproductiva y mayor vulnerabilidad a la 
coerción y la violencia sexual, son las que tienen mayor probabilidad de recurrir a 


métodos de aborto inseguro y a proveedores de salud no especializados. 


La mayor cantidad de muertes maternas ocurre en países en desarrollo, 
particularmente en las mujeres pobres de estos países, lo que representa una de las 
mayores disparidades en materia de salud entre países ricos y pobres, más aún, entre la 
población rica y pobre de cada país. Pero no sólo eso, en América Latina y el Caribe las 


cifras promedio invisibilizan otras inequidades, por ejemplo, las mujeres indígenas se 
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encuentran desproporcionadamente más afectadas por la mortalidad materna, pudiendo 
ser hasta tres veces mayor comparada con los promedios nacionales. (Women Deliver, 
2009). 


La OMS (2003) plantea que casi todas las muertes y complicaciones como 
consecuencia de abortos inseguros pueden prevenirse y que los procedimientos y las 
técnicas para finalizar un embarazo en etapa temprana son simples y seguros. Cuando el 
aborto es llevado a cabo por profesionales de la salud capacitados, con equipo apropiado, 
técnicas adecuadas y estándares sanitarios, el aborto es uno de los procedimientos 
médicos de menor riesgo. Estiman que en los países donde las mujeres tienen acceso a 
servicios seguros, la probabilidad de muerte como consecuencia de un aborto llevado a 
cabo con procedimientos modernos no es mayor a 1 por cada 100.000 procedimientos. 


Hay que explicar, que los métodos tradicionalmente utilizados por las mujeres para 
producirse ellas mismas el aborto consisten en la introducción de un objeto sólido y 
puntiagudo a través del útero que provoca la ruptura de la membrana del embrión 
produciendo con esto una infección y es esta infección la que hace que el mismo cuerpo 
de la mujer expulse el feto, también pueden utilizar pociones e infusiones de hierbas o 
masajear el abdomen de la mujer para producir la expulsión. Estos procedimientos suelen 
resultar en abortos incompletos y grandes infecciones, que ponen en riesgo la vida de la 
mujer. Los métodos modernos utilizados por las y los proveedores de salud se clasifican 
en dos grandes categorías “1) evacuación instrumental de la cavidad uterina a través del 
cuello, sea por dilatación o raspado, sea, preferiblemente por aspiración intrauterina al 
vacío, y 2) administración de drogas, en el caso de los llamados abortos farmacológicos” 
(Faúndes y Barzelatto, 2005:48). Los abortos farmacológicos se realizan desde la década 
de los ochenta, siendo los fármacos más utilizados la mifepristona y el misoprostol. 


Hace muchos años que la dilatación y el raspado ha devenido en un método 
obsoleto y la continuación de su uso es la responsable de altos niveles de complicación 
en las mujeres, de hecho, los avances de la medicina apuntan a que éste método sea 
sustituido por el de la aspiración al vacío, o por el uso de la mifepristona y el misoprostol, 
que han demostrado ser métodos seguros y efectivos. (Berer Marge, 2006) 
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Aníbal Faúndes y José Barzelatto consideran que las medidas para disminuir las 
consecuencias negativas de los abortos inducidos es que todos los abortos sean seguros. 
“Si lográramos proporcionar acceso al aborto en condiciones seguras en un ambiente 
acogedor a toda mujer que decide interrumpir su embarazo, las consecuencias negativas 


del aborto inducido sufrirían una drástica reducción" (2005:183). 


De hecho, diversos autores plantean (Marge, 2006; Faúndez y Barzelatto, 2005; 
IPPF, 2006) que en aquellos países donde la legislación permite el aborto basado en 
indicaciones amplias, hay una menor incidencia de aborto inseguro y una mortalidad 
mucho más baja por abortos inseguros, si se compara con la situación en la que la 
legislación que restringe notablemente el aborto, todo lo cual constituye un argumento de 
salud pública para favorecer las reformas de la legislación en materia del aborto en 
diversos países. De tal manera que para reducir los costos humanos, sociales y 
económicos del aborto la intervención más eficaz es abolir las leyes y reglamentos que 
penalizan la interrupción voluntaria del embarazo; esto, por supuesto, unido a políticas 
públicas dirigidas a que hombres y mujeres estén en capacidad de evitar un embarazo no 
deseado. 


Por su parte, la Federación Internacional de Planificación Familiar (International 
Planned Parenthood Federation-IPPF) considera que el abordaje para reducir y eliminar la 
mortalidad materna relacionada con el aborto debe seguir dos vías. La primera es 
proporcionar servicios para reducir la necesidad del aborto, que serían servicios 
anticonceptivos de buena calidad, pero como esto no garantiza que los embarazos no 
deseados no ocurran, proponen una segunda vía, que es hacer que el aborto sea legal y 
seguro en todas partes. 


Para la IPPF la evidencia es clara, “solamente cuando las mujeres tengan el 
derecho de acceso a servicios de aborto seguro, las complicaciones médicas derivadas 
del aborto inseguro y la mortalidad materna se volverán en verdad poco frecuentes” 
(2006: 9). 


Si bien el aborto legal es una necesidad, también se requiere de servicios seguros 
para que sean realizados estos abortos. La OMS plantea la existencia de una serie de 
obstáculos para las mujeres a la hora de acceder a un aborto seguro -incluso en los 
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casos que están legalmente autorizadas- algunos de estos son: falta de proveedores 
capacitados o su concentración en áreas urbanas, actitudes negativas hacia las mujeres, 
utilización de métodos inadecuados o desactualizados para inducir el aborto, falta de 
autorización para proveedores o instalaciones, falta de conocimiento de la ley o falta de 
aplicación de la ley por parte de los proveedores, requerimientos reglamentarios 
complejos o falta de recursos. 


Además, la OMS considera que deben enfrentarse una serie de factores políticos y 
sociales más amplios si va a brindarse acceso a un servicio legal y sin riesgos, tales como 
los “requerimientos reglamentarios o legales, la falta de información pública sobre la ley y 
los derechos de las mujeres bajo la ley, la falta de conocimiento sobre lugares donde se 
realizan abortos o la necesidad de efectuar el aborto en etapas tempranas del embarazo, 
la actitud familiar, el estigma y los temores en relación a la privacidad y confidencialidad y 
cómo se percibe la calidad de la atención”. (2003: 15) 


La OMS plantea que las y los profesionales de la salud a todo nivel tienen la 
obligación ética y legal de respetar los derechos de la mujer y además deben entender y 
aplicar las leyes relacionadas al aborto en su país y contribuir al desarrollo de 
regulaciones, políticas y protocolos para asegurar el acceso a servicios de calidad en toda 
la extensión permitida por la ley y respetando el derecho de la mujer a un trato humano y 
confidencial. 


Uno de los debates más recientes en torno al aborto y la salud de las mujeres, ha 
sido el alcance y la interpretación de la “causal salud”, como una de las indicaciones en 
que el aborto está despenalizado en muchos países de América Latina. Esta indicación, 
que puede ser denominada indicación médica o de salud, hace referencia a la posibilidad 
de realizar un aborto legal cuando éste pone en riesgo la salud de la mujer. Esta 
indicación de salud, en la práctica, ha estado acompañada de una serie de obstáculos 
que ha hecho que las mujeres no puedan acceder a servicios seguros y oportunos ante 


esta indicación. 


El colectivo Cotidiano Mujer de México presentó en el año 2008 un trabajo 
realizado por la coalición conformada por la Alianza Nacional por el Derecho a Decidir, 
Fundación ESAR, La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, Human Rights Watch, 
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Pathfinder International y la Red de Salud de las Mujeres Latinoamericanas y del Caribe; 
en el que señalan que las interpretaciones y los alcances de la indicación de salud se 
deben someter al marco amplio de protección de los derechos humanos y 
constitucionales de las mujeres, que son vinculantes y están reconocidos por los países 
de la región de América Latina y el Caribe. En este trabajo fundamentan las 
interpretaciones pertinentes para lograr que una aplicación de esta indicación se traduzca 
en una efectiva protección de los derechos humanos de las mujeres. Algunos de los 
argumentos planteados son los siguientes: 


1. La indicación de salud debe ser entendida en el marco de los derechos 
humanos, entendiendo el derecho a la salud como interdependiente de los 
derechos a la vida, la dignidad, la autonomía, la libertad, el libre desarrollo de 
la personalidad, la información, la no discriminación, la igualdad, la intimidad, la 
privacidad, así como a estar libres de tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
como ha sido caracterizada la continuación forzada de un embarazo o la falta 
de acceso a la interrupción legal cuando la salud está en riesgo. Por tanto, no 
se trata sólo de salud física en el sentido biológico, sino que además se 
relaciona con el bienestar, con los determinantes sociales de la salud y con el 
proyecto de vida elegido por cada mujer. 

2. Se debe considerar un concepto integral de la salud. De manera que riesgo de 
la salud no es sólo el riesgo a morir sino que además debe evitar el riesgo de 
consolidación de enfermedades y detectar todos los factores de vulnerabilidad 
que puedan presentarse durante cualquier etapa de la gestación. La presencia 
de estos factores de riesgo determina la posibilidad legal de una interrupción 
del embarazo para proteger la salud de la mujer. 

3. Debe ser aplicada de acuerdo a la interpretación de los conceptos que son 
inherentes a la misma (salud, riesgo, vida, probabilidad, etc.) dentro del marco 
de los derechos humanos y de acuerdo a los principios de respeto y 
protección, cumplimiento, igualdad y equidad y no discriminación. 

4. Debe tenerse presente una serie de consideraciones éticas como parámetros 
de acción que abordan el respeto a la autonomía de la mujer, la no 
maleficencia, la beneficencia, las ideas de justicia, el principio de objetividad y 
la confidencialidad. 
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Con todo esto, se busca brindar a las y los profesionales de salud un conjunto de 
criterios que les permita realizar una adecuada interpretación de la indicación de salud 
con el fin de favorecer un adecuado acceso a los servicios legales de aborto para las 


mujeres cuya salud se encuentre en riesgo. 


Para finalizar, hay que destacar que con la penalización el aborto no desaparece, 
las mujeres continuarán realizándose abortos y continuarán muriendo, por tanto debe 
garantizarse que si una mujer decide tener un aborto, este debe ser legal y seguro. Es por 
esto que la IPPF (2006) trabaja para generar voluntad política para: 


1. Reducir los embarazos no deseados. 

Hacer que el aborto legal y seguro esté disponible para toda mujer que lo requiera. 
Abordar la desigualdad de género, creando las circunstancias para que las 
mujeres estén empoderadas social, política y económicamente. 

4. Garantizar que los servicios de atención postaborto para las mujeres que tengan 
abortos incompletos o complicaciones médicas posteriormente a un aborto, sean 
incluidos en los servicios de salud tanto públicos como privados. 

5. Erradicar el aborto inseguro, aumentando el acceso al aborto legal y seguro y 
reduciendo las barreras legales y sociales para el aborto seguro. 

6. Responsabilizar del avance a los gobiernos tanto de países desarrollados como en 
desarrollo, documentando el impacto del aborto inseguro en las mujeres, las 
familias y la sociedad y educando al público sobre las consecuencias, los costos y 
la injusticia social del aborto inseguro. 

7. Afrontar el estigma y la discriminación y promover la discusión abierta sobre el 
aborto y su impacto sobre la mujer. 


Como vemos, no se trata sólo de despenalizar el aborto y crear servicios seguros, 
la idea es garantizar los derechos, la salud y la vida de las mujeres. 
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I.5 Derechos y justicia social para las mujeres 


A los planteamientos teológicos, filosóficos y de salud pública que hemos revisado 
en torno a la despenalización del aborto, se han sumado nuevas argumentaciones 
relacionadas con temas sobre la ciudadanía, la democracia y los derechos humanos, que 


no eran frecuentes en discusiones iniciales. 


Estos nuevos argumentos también han sido fomentados y puestos en la opinión 
pública por parte del movimiento feminista, y han permitido discutir con una audiencia 


cada vez más amplia y con diferentes argumentos. 


Susana Chiarotti (2004), abogada y coordinadora regional del Comité 
Latinoamericano de Derechos Humanos de las Mujeres, plantea que el aborto constituye 
una condición necesaria para el ejercicio de la ciudadanía de las mujeres, señalando que 
la posibilidad de tomar decisiones sobre el propio cuerpo constituye uno de los ejes desde 
el cual se reclama y se ejerce el derecho de la ciudadanía de las mujeres, este reclamo 
implica la revisión del contrato social actual que mantiene a las mujeres en un lugar 


tutelado. 


La visión de las mujeres como objeto de tutela presente en nuestra cultura, se ve 
muy claramente cuando estamos ante la toma de decisiones asociadas a la sexualidad y 
la reproducción. Es ahí donde se deslizan preconceptos tutelares que presuponen la 
escasa capacidad de la mujer para juzgar lo que es más conveniente para ella ya que no 
es capaz de valorar la situación en cuestión en toda su dimensión, siendo el Estado, 
padres y madres, profesionales de la salud y demás personas quienes toman esta 
decisión. Un ejemplo de esto es, cuando las y los profesionales de la salud solicitan el 
consentimiento de los maridos de las mujeres para la realización de una esterilización 
quirúrgica o se niegan a realizarla cuando la mujer es joven o no tiene un cierto número 


de hijos o hijas. 
El orden tutelar es un orden social, que es visto como natural no solamente por 


quienes ejercen el poder y la autoridad, sino también por quienes se encuentran bajo la 
tutela. Este ordenamiento ha saboteado la posibilidad de una plena legitimidad cultural de 
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la libertad de pensamiento y ha sido “el más eficiente administrador de sentimientos como 


el miedo y la obediencia” (Guillermo Nugent. 2005: 34) 


Sin duda que las influencias religiosas han jugado un papel central en esta visión 
de la mujer como objeto de tutela, tal y como lo señala el abogado argentino Diego 
Freedman (2005), ya que han construido y justificado sistemas normativos e 
institucionales, en los cuales la mujer es percibida como un ser inferior, dependiente y 
dominado, contribuyendo a consolidar -a través del derecho y su influencia en los 
Estados- la posición de subordinación de las mujeres y reforzando visiones, patrones 


culturales y prejuicios discriminatorios. 


Es por esto, que un objetivo central ante el reclamo de la ciudadanía de las 
mujeres, es la consolidación de un Estado laico, en el que las condiciones para el pleno 
ejercicio de los derechos -incluidos los sexuales y reproductivos- deban ser garantizadas, 
independientemente de las creencias religiosas que profesen (o si no profesan ninguna). 


La separación Iglesia-Estado es un requisito indispensable para el desarrollo de 
una democracia moderna (Denise Paiewonsky. 2004). El Estado laico es una condición 
para el ejercicio pleno de ciudadanía, entendiendo esta última no sólo como una mera 
práctica de los derechos cívicos, sino que la misma también se ejerce cuando los 
individuos pueden elegir y manifestar su propia cultura, sin ser discriminados por ello. 
Este debate actual sobre el Estado laico pone sobre el tapete el derecho de las personas 
y de las mujeres a decidir autónomamente sobre sus cuerpos y sus vidas, entendiendo 
esto como la posibilidad de ser ciudadanas plenas. (Patrico Dobrée y Line Bareiro. 2005). 
Esta autonomía sólo puede darse dentro de un Estado laico. 


Además, las decisiones sobre las consecuencias negativas del aborto clandestino 
en la vida y la salud de miles de mujeres requieren de respuestas acordadas entre 
distintos actores sociales que promuevan el ejercicio de la democracia y el respeto por el 
amplio espectro de ciudadanos/as con diferentes o ninguna creencia religiosa. (Chiarotti, 
2004). Es por esto, que el reclamo por el derecho de las mujeres al aborto se vincula con 
la defensa del pluralismo y del Estado laico, entendiendo que el pluralismo supone una 
legitimación de la diversidad de las ideas públicas. 
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Martha Rosenberg (2004), feminista y psicoanalista de la Campaña Nacional de 
Argentina por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito, considera que la ciudadanía 
de las mujeres requiere garantizar derechos acorde a su especificidad sexual y 
reproductiva, lo que implica instaurar derechos a partir de la revolución cultural que 
transforma la subordinación femenina en un largo proceso dirigido a alcanzar la igualdad 


política. 


En la década de los 70, recuerda Cecilia Olea Mauleón, del Centro de la Mujer 
Perurana Flora Tristán y de la Articulación Feminista Marcosur;, las luchas de las 
feministas develaron las relaciones de poder al interior del espacio doméstico y situaron al 
cuerpo de las mujeres como sujeto político, removieron los cimientos sobre los cuales 
descansaba la construcción de la maternidad como destino natural de la mujer y 
mostraron su construcción cultural; además, inscribieron la propiedad de las mujeres 
sobre sus cuerpos como sinónimo de “ejercer la facultad de sentir placer desde nuestros 


deseos, de decirle a él o a ella que no o que sí y cómo” (2004: 11). 


Esto implica una gran subversión sobre el orden tutelar establecido, donde las y 
los otros deciden sobre la sexualidad y la maternidad de las mujeres. Este planteamiento 
cuestiona el mandato del patriarcado, que determina a la mujer como propiedad y la 
maternidad como destino, y de muchas religiones en donde la sexualidad es para la 
reproducción. El planteamiento feminista es que la maternidad no es un destino inevitable 
sino una decisión y es por ello que el feminismo “exigió y exige el derecho a interrumpir un 
embarazo en condiciones seguras, con adecuada atención sanitaria, acompañamiento 


psicológico y sin poner en riesgo la libertad individual ni el ejercicio profesional” (Ídem). 


Este planteamiento no implica una lucha en contra de la maternidad, la defensa del 
aborto seguro y legal implica también la defensa del derecho a la maternidad segura y 
deseada. Como señala Rosenberg: 


“La sociedad debe reconocer nuestro derecho sobre los 
embarazos: a continuarlos, gozando de protección para nuestra 
salud y la de nuestros hijos e hijas; y a interrumpirlos cuando 
existan impedimentos objetivos y/o subjetivos para la 
maternidad. Las decisiones sobre la maternidad son decisiones 
éticas que las mujeres tomamos considerando el conjunto de 
la situación y evaluando con nuestros mejores instrumentos 
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racionales y afectivos si podemos y deseamos tomar la 
responsabilidad de gestar y criar un hijo propio” (Martha 
Rosemberg, 2004: 17). 


La maternidad por tanto es un derecho, no una obligación. Las legislaciones deben 
tener presente la pluralidad y no imponer a las mujeres una maternidad forzada y no 
deseada, siendo el aborto una salida legítima y, por tanto, un derecho de las mujeres a 
decidir. Las mujeres no pueden ser caracterizadas como un instrumento cuyo destino 


inevitable es la reproducción. 


Como señala Martha Lamas, directora de la revista Debate Feminista de México: 


“La maternidad es una expresión formidable de la diferencia 
sexual. Es una experiencia compleja, gratificante, absorbente y 
muy personal. Para la mayoría de las mujeres la maternidad es, 
al mismo tiempo, fuente de poder y de sometimiento, de 
disfrute y de sufrimiento, de goce y de trabajo, por lo tanto el 
derecho a decidir cuándo y cómo se desea ser madre resulta 
crucial” (2009b: 35) 


Lamas (2003) plantea que, mientras muchas mujeres están dispuestas a hacer 
cualquier cosa por tener un hijo o una hija, se someten a innumerables tratamientos 
médicos, muchos de ellos a muy altos costos y hay otras que harán cualquier cosa por 
interrumpir una gestación. “Un hijo a cualquier precio” y “un aborto a cualquier precio” son 
ambas expresiones que reflejan el hecho de que la maternidad es una experiencia en la 


que el deseo femenino es sustancial. 


En el debate penalización/despenalización del aborto se presenta el reto de decidir 
sobre un conflicto en el que están implícitos los principios democráticos fundamentales de 
la libertad de conciencia, el laicismo y el derecho a la no intervención del Estado en 
cuestiones de la intimidad y la privacidad. 


El problema con definir el aborto como un derecho de las mujeres a decidir sobre 
su maternidad y sobre sus vidas, es que implica asumir que las mujeres son autónomas, 
con plena ciudadanía y con capacidad ética para decidir ante situaciones problemáticas y 
complejas. El no reconocimiento de la plena adultez de las mujeres para la toma de 
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decisiones y para controlar su capacidad reproductiva y sexual y es una demostración de 
que las mujeres seguimos siendo objeto de tutela y que nuestra ciudadanía no se ha 


alcanzado. 


Otro obstáculo para aceptar el derecho de las mujeres a decidir, radica en el 
conflicto planteado entre este derecho y su oposición al derecho a la vida del no nacido. 


Para los grupos en contra de la despenalización del aborto, la supresión del 
derecho a la vida implica la eliminación de todos los demás derechos; consideran que el 
derecho a la vida es el presupuesto de todos los demás derechos, que la mujer no tiene 
la facultad de disponer de la vida de otros seres humanos y consideran el aborto como “la 


matanza deliberada de un ser inocente e indefenso” (Gregorio Badeni. 2007:14). 


Desde esta óptica, el aborto es inaceptable en cualquier circunstancia y en 
cualquier momento de la gestación; sólo en algunos casos han justificado el aborto 
terapéutico, más no en casos de violación sexual o por indicaciones eugenésicas o 


socioeconómicas. Estos grupos se inclinan hacia la penalización total del aborto. 


Para los grupos a favor de la despenalización del aborto, el feto es una “persona 
potencial” y consideran que los derechos de una persona potencial no pueden estar por 
encima de los de una persona real. Partiendo de esta premisa, se considera que la 
penalización del aborto constituye una violación de los derechos de las mujeres en tanto 
que, como dice Rodolfo Vásquez (2006): 


a) Violenta el derecho a la privacidad de la mujer, ya que se le prohíbe decidir 
sobre su propio cuerpo; 

b) Violenta el derecho a decidir sobre su propia vida, ya que se le imposibilita 
decidir sobre su plan de vida y realizarlo. 

c) Violenta el derecho a la dignidad de la mujer, afectando su derecho a la 
preservación de la salud y a su integridad física y mental. 

d) Violenta el derecho a la igualdad de la mujer, porque la penalización del 


aborto implica una discriminación. 
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Los grupos a favor de la despenalización del aborto y del derecho de la mujer a 
decidir, han planteado propuestas de graduación en la despenalización, intentando 
conseguir ciertos grados de conciliación entre los derechos de la madre y el derecho a la 
vida del no nacido. Estas propuestas parten de argumentos científicos para determinar el 
límite legal en la interrupción del embarazo, que generalmente se ubica en la doceava 


semana de gestación. 


Para los médicos Faúndes y Barzelatto (2005), durante las primeras 12 semanas 
de embarazo debe darse prioridad al principio de autonomía y permitir a las mujeres la 
decisión de abortar, reconociendo que a medida que avanza la gestación también lo 
hacen los derechos del feto. Admiten que éste es un límite arbitrario, que se justifica 
porque determina la edad gestacional en que puede realizarse una interrupción con bajo 
riesgo. Consideran que por encima de ese límite el aborto sólo puede aceptarse con una 
fuerte justificación como pueden ser el riesgo para la salud de la mujer, una malformación 


fetal muy grave o un embarazo producto de una violación sexual o de incesto. 


Desde una visión jurídica, Pedro Morales Aché (2009), consultor legal de GIRE y 
socio fundador del Colegio de Bioética de México, considera que la permisividad y licitud 
de la interrupción legal del embarazo en las primeras 12 semanas de gestación es una 
adecuada ponderación de los bienes constitucionales en conflicto, como lo son los 
derechos fundamentales de las mujeres por un lado y la protección de la vida en 
gestación por otro. 


Además de la opción por sistema de plazos y el establecimiento del límite de las 
12 semanas, se ha abogado por conseguir sistemas mixtos de despenalización que 
contemplen indicaciones y plazos. Si bien, seguramente en los casos de embarazos no 
deseados producto de violaciones sexuales o incesto las mujeres optarían por el aborto 
dentro del plazo de las 12 semanas, en vez de esperar una orden judicial y para evitar 
una doble estigmatización; el sistema de indicaciones puede permitir la realización de la 
interrupción por encima de ese período de tiempo y además es particularmente útil en 
caso de otras indicaciones como las de salud o las congénitas, ya que las mismas hacen 
referencia a condiciones que pueden presentarse luego de las 12 semanas de gestación. 
Otros aspectos adicionales a considerar serían, la penalización de terceras personas que 


realicen la interrupción sin el consentimiento de la mujer, o de quienes que se nieguen a 
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realizar el aborto, considerándolo como falta de auxilio a la madre (Miguel Rábago 
Dorbecker. 2009). 


Este debate sobre el aborto como un tema de derechos y ciudadanía de las 
mujeres, se ha librado en contextos internacionales y nacionales, dando como resultado 
algunos avances en materia de derechos humanos y de derechos sexuales y 
reproductivos. En el próximo capítulo abordaremos los logros alcanzados. 
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Capítulo II 


Despenalización del aborto en América Latina y el Caribe 


Los cambios legislativos a favor de los derechos de las mujeres que se han dado 
en América Latina y el Caribe, se han apoyado en diversas declaraciones, convenciones y 
conferencias mundiales y regionales sobre mujer, derechos humanos y población y 
desarrollo. Fundamentalmente, en las cuatro conferencias internacionales sobre la mujer, 
así como en los resultados de las reuniones de seguimiento a las mismas a cinco, diez y 
quince años de su celebración original (UNDP, 2000; Escuela abierta de feminismo: 
2011). 


La Primera Conferencia Mundial de la Mujer de Naciones Unidas fue realizada en 
el año 1975, en la ciudad de México, durante el Año Internacional de Mujer y tuvo como 
resultado la Declaración de México sobre la igualdad de las mujeres y su contribución al 
desarrollo y la paz. En esta conferencia se identificaron tres objetivos prioritarios para 
acabar con la discriminación de la mujer y favorecer su avance social, que son: 1. La 
igualdad plena y la eliminación de la discriminación de las mujeres, 2. La plena 
participación de las mujeres en el desarrollo y 3. Una mayor contribución de las mujeres a 
la paz mundial (UNDP, 2000). 


En 1979, la Asamblea General de la ONU aprobó la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW -Convention 
for the Elimination of All Forms of Discrimination Against Wom), que es uno de los 
instrumentos más poderosos en la lucha por la igualdad de la mujer y abrió paso a la 
Segunda Conferencia Mundial de la Mujer realizada en Copenhague, Dinamarca, en 
1980, que tuvo por objetivo examinar y evaluar el plan de acción mundial de 1975 
elaborado en la primera conferencia. En esta segunda conferencia se reconoció que 
estaban comenzando a surgir señales de disparidad entre los derechos garantizados y la 
capacidad de la mujer para ejercer esos derechos, y se identificaron una variedad de 
factores para explicar la discrepancia entre los derechos jurídicos y la habilidad de la 


mujer para ejercer esos derechos. 
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La Tercera Conferencia Mundial sobre la Mujer, realizada en Nairobi, Kenia, en 
1985, fue la Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del 
Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz. Para este 
momento, el movimiento en favor de la igualdad entre los géneros había alcanzado un 
reconocimiento mundial, sin embargo, los datos mostrados revelaban que las mejoras en 
la situación jurídica y social de la mujer y los esfuerzos para reducir la discriminación 
habían beneficiado únicamente a una pequeña minoría de mujeres. Si bien los esfuerzos 
habían contribuido a mejorar la situación de la mujer y su acceso a los recursos, no 
habían podido cambiar la estructura básica de desigualdad en las relaciones entre el 


hombre y la mujer. 


En la década de los noventa se adoptó, en varios países de América Latina y el 
Caribe -incluida Venezuela- la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer realizada en Belém Do Pará, Brasil, en 1994 por la 
Organización de Estados Americanos (OEA) y se desarrollaron dos conferencias, la 
primera, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena, Austria, en 
1993, en la que se reconoció por primera vez que los derechos de las mujeres son 
derechos humanos y que los Estados deben garantizarlos (La Mesa por la Vida y la Salud 
de las Mujeres, 2009); y la segunda, la Conferencia Mundial de Población y Desarrollo, 
realizada en El Cairo, Egipto, en 1994 (CEPED: 2005). 


Estas convecciones y conferencias construyeron las bases para el éxito alcanzado 
en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, realizada en Beijing, China, en 1995, 
cuando se reafirma que los derechos de la mujer son derechos humanos y de que la 
igualdad entre los sexos es una cuestión de interés universal y de beneficio para todas las 
personas (UNDP, 2000). 


La conferencia aprobó por unanimidad la Declaración y la Plataforma de Acción de 
Beljing, que es en esencia un programa para la potenciación del papel de la mujer y 
representa un momento decisivo para el adelanto de la mujer en el siglo XXI. Esta 
declaración incorporó resoluciones de otras conferencias y tratados y estableció una serie 
de estrategias para superar la disparidad social de la mujer en todas las esferas de la 
actividad humana (Asamblea General de Naciones Unidas, 1995). 
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Luego de Beijing, se desarrolló el Estatuto de la Corte Penal Internacional en 1998 
y se impulsó el protocolo facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación en contra de la Mujer (CEDAW) en 1999 (CEPED: 2005). 


Todos estos instrumentos internacionales han sentado las bases para el 
reconocimiento de la igualdad jurídica entre el hombre y la mujer, el derecho de las 
personas para decidir libremente el número y espaciamiento de sus hijos e hijas, el 
derecho a la salud y los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos y su 
importancia fundamental para el desarrollo, e incluso brindan las pautas para comprender 


el aborto como un derecho de las mujeres. 


En este capítulo mostraremos cómo está concebido el derecho a la salud y el 
aborto seguro en estos compromisos internacionales, para luego entrar con mayor detalle 
a las estrategias que fueron utilizadas para avanzar en la despenalización del aborto en 
Colombia y en ciudad de México, dos países de la región en los que se ha logrado 
liberalizar las leyes del aborto en los últimos 30 años, los cuales, entre otras estrategias, 


utilizaron estos instrumentos internacionales como una gran plataforma de derechos. 


II.1 Derecho a la salud y al aborto seguro en los compromisos internacionales 


Las conferencias del Cairo (1994) y Beijing (1995) dejaron en claro que la salud y 
los derechos sexuales y reproductivos, en particular los de las mujeres, son 
fundamentales para el ejercicio de los derechos humanos. Igualmente reconocen la 
importancia de abordar el tema del aborto inseguro, por considerarlo un grave problema 
de salud pública que pone en peligro la vida de gran cantidad de mujeres, e incluso 
establecen que las mujeres que se han practicado un aborto deben ser atendidas de 


manera pronta y humanitaria. 


La Plataforma de Acción del Cairo en su Capítulo VIII: “Salud, Morbilidad y 


Mortalidad” señala las medidas que deben adoptar los gobiernos en materia de aborto: 


“Artículo 8.25: En ningún caso se debe promover el aborto 
como método de planificación de la familia. Se insta a 
todos los gobiernos y a todas las organizaciones 
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intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes a 
incrementar su compromiso con la salud de la mujer, 
ocuparse de los efectos que en la salud tienen los abortos 
realizados en condiciones no adecuadas como un 
importante problema de salud pública y a reducir el 
recurso al aborto mediante la prestación de más amplios y 
mejores servicios de planificación de la familia. Las 
mujeres que tienen embarazos no deseados deben tener 
fácil acceso e información fidedigna y asesoramiento 
comprensivo. Se debe asignar siempre máxima prioridad 
a la prevención de los embarazos no deseados y habría 
que hacer todo lo posible por eliminar la necesidad el 
aborto. Cualesquiera medidas o cambios relacionados 
con el aborto que se introduzcan en el sistema de salud 
se pueden determinar únicamente a nivel nacional o local 
de conformidad con el proceso legislativo nacional. En 
todos los casos, las mujeres deberían tener acceso a 
servicios de calidad para tratar las complicaciones 
derivadas de abortos. Se deberían ofrecer con prontitud, 
servicios de planificación de la familia, educación y 
asesoramiento post-aborto que ayuden a evitar la 
repetición de los abortos." (Plataforma de Acción El Cairo, 
1994 citado en Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 1995: 42) 


Este artículo 8.25 es ratificado en la Plataforma de Acción de Beijing (1995) en su 
párrafo 106k, en el que además amplía el tema del aborto en dos sentidos; el primero 
señala que en lo casos en que el aborto no es contrario a la ley, el mismo debe realizarse 
en condiciones adecuadas y seguras; y el segundo, insta a los gobiernos a considerar la 
posibilidad de revisar las leyes que prevén medidas punitivas contra las mujeres que han 
tenido abortos ilegales (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1995). 


El cumplimiento de los compromisos alcanzados en estas conferencias y en otros 
tratados internacionales de derechos humanos, han consolidado el reconocimiento de los 
derechos sexuales y los derechos reproductivos como derechos humanos, y han 
generado cambios legislativos, diseño de políticas y programas en temas de población, en 
particular de aquéllos relacionados con la reproducción, tanto a nivel mundial, como en la 
región de América Latina y el Caribe. Sin embargo, la legislación y los servicios de aborto 


no han corrido la misma suerte en la mayoría de los países de nuestra región. 


De hecho, en la revisiones que la Organización de Naciones Unidas ha realizado 
para medir los logros alcanzados por la Conferencia Internacional de Población y 
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Desarrollo de El Cairo (CIPD) y por la Plataforma de Acción de Beijing (CIPD + 5 en el 
año 2000, El Cairo + 15 en el año 2009 y Beijing + 5 en el 2000), sigue observándose una 
prevalencia del tema de salud sexual y reproductiva, planificación familiar y mortalidad 
materna con poco énfasis en el aborto y su despenalización (UNDP, 2000). 


Incluso, en referencia a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, adoptados en 
septiembre del 2000 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, existe una gran 
controversia en si incluyen o no a los derechos reproductivos y en cómo se maneja el 


tema del aborto. 


Para el Centro de Estudios de Población y Desarrollo de Paris (CEPED), muy poco 
se aborda del tema de los derechos reproductivos en los ODM, sólo el objetivo número 5 
se refiere a “Mejorar la salud materna”, a través de indicadores que incluyen: la reducción 
de la tasa de mortalidad materna, el aumento en el número de partos con asistencia de 
personal sanitario especializado, y el incremento en la tasa de uso de anticonceptivos. 
Puede considerarse que el descenso de la morbimortalidad entre mujeres debida a 
abortos realizados en malas condiciones colaboraría a la mejoría de la salud materna, 
pero no hay indicadores particulares en la elaboración de los ODM que toquen el tema de 
los derechos reproductivos. 


La International Pregnancy Advisory Services (IPAS) -organización internacional 
no gubernamental dedicada a eliminar las muertes y discapacidades evitables atribuibles 
al aborto inseguro- en su boletín “Asegurando el acceso de las mujeres al aborto seguro: 
Estrategias esenciales para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio” del año 
2005, plantea que estos objetivos ofrecen la oportunidad de tratar el tema del aborto 
inseguro como un problema de salud pública y un asunto de justicia social y económica, y 
promover el acceso a servicios integrales de salud reproductiva como un derecho humano 


fundamental. 


Esta ONG vincula el tema del aborto con varios de los Objetivos de Desarrollo del 


Milenio, de la siguiente manera: 


En el primer objetivo: “Erradicar la pobreza extrema y el hambre”. Entendiendo la 


pobreza como la imposibilidad de elegir, de tener oportunidades y dignidad humana, 
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consideran que las mujeres que mueren a consecuencia de un aborto inseguro tienen 
negadas estas tres posibilidades y plantean que cuando las mujeres tienen la capacidad 
de elegir opciones seguras de salud reproductiva pueden aprovechar mejor las 
oportunidades de salud y empleo. 


En el tercer objetivo: “Promover la equidad de género y empoderar a las mujeres”. 
Consideran que negar a las mujeres el control para tomar sus propias decisiones 
reproductivas es también negarles una ciudadanía completa, tanto por limitar su 
autodeterminación como por impedir su participación igualitaria en la vida social, política y 


económica de su país. 


En el quinto objetivo: “Mejorar la salud materna.” Plantean que el permitir el aborto 
legal y seguro y hacer que los servicios estén ampliamente disponibles, de acuerdo con 
las normas y lineamientos de la Organización Mundial de la Salud actualizados 
recientemente, tiene un impacto especialmente importante en la salud y los derechos de 
las mujeres en países con altas tasas de aborto inseguro y leyes restrictivas. 


La dificultad para articular el tema del aborto en estos instrumentos se debe, por 
una parte, a que no siempre existe una referencia explícita al mismo en los instrumentos 
internacionales; y por otra, a que si bien la existencia de los compromisos internacionales 
-así como la suscripción y ratificación por los Estados- constituyen un avance, esto no 


significa que de manera inmediata se van a dar los cambios en las legislaciones internas. 


Para el Centro de Estudios de Población y Desarrollo de París (CEPED, 2005), la 
insuficiencia en los avances en materia de aborto está asociada a la limitada visualización 
del aborto como problema social, ya que en estas conferencias se alude principalmente al 
aborto como un problema de salud pública, y no como un derecho de las mujeres. 
Además, las recomendaciones que desde estas conferencias se les hace a los países se 
limitan a sugerirles que otorguen servicios de aborto seguro en los casos en que éste se 
permite y no se reconoce, explícitamente -como lo señala el comité de expertas de 
seguimiento al cumplimiento de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)- que las legislaciones restrictivas que 
estipulan un castigo para las mujeres que abortan y sancionan las intervenciones 


médicas, son discriminatorias contra las mujeres y limitan su derecho a la libre 
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determinación sobre sus propios cuerpos. Por lo tanto, dichas legislaciones restrictivas se 
constituyen en un obstáculo para alcanzar las mejores condiciones en el campo de la 


salud reproductiva. 


CEPED considera, que el hecho de que la legislación de aborto no se haya 
modificado a la par del reconocimiento jurídico de otros derechos reproductivos ha sido 
tema de tensión y conflicto en los debates internacionales y es una muestra de la falta de 
congruencia de la legislación restrictiva del aborto frente a las obligaciones contraídas por 
los países al suscribir tanto los tratados internacionales de derechos humanos, como los 
planes de acción emanados de estas conferencias mundiales, como es el caso de 


muchos países de nuestra región. 


Ante este panorama, como ha dicho Monserrat Boix (2005), muchas 
organizaciones de mujeres en América Latina y el Caribe preocupadas por la 
problemática en la región, constituyeron la Campaña 28 de Septiembre? en el marco del 
V Encuentro Feminista Latinoamericano y del Caribe realizado en 1990 en Argentina. Esta 
campaña conformada por mujeres organizadas de 21 países y por 7 redes regionales, 
tiene el objetivo de lograr que la sociedad, en especial quienes deciden sobre las 
políticas, entiendan que la penalización está condenando a las mujeres a poner en riesgo 
sus vidas, particularmente a aquellas que tienen mayores dificultades para ejercicio de 
sus derechos. 


Para la campaña, el aborto es un derecho y está asociado directamente con el 
derecho a elegir voluntaria y libremente la maternidad —a tener hijos o no tenerlos, e 
incluso, a interrumpir un embarazo en un momento dado- y se fundamenta en una serie 
de derechos humanos ya reconocidos, como son: el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación, a la autodeterminación, a la vida, a no ser sometida/o a torturas, a la 
libertad y seguridad personales, a no ser objetivo de injerencias arbitrarias en la vida y la 
familia, a la libertad de pensamiento, conciencia y religión; los que forman parte de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (Campaña 28 de Septiembre por la 
Despenalización del Aborto en América Latina y el Caribe,1999/2010) 


8 Es seleccionado el 28 de septiembre, en homenaje al 28 de septiembre de 1888, día en que el 
Emperador Pedro de Brasil decretó la libertad de vientres, es decir, que todos los hijos e hijas 
de madres esclavas serían libres en adelante (La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, 
2009) 
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Igualmente, el Center for Reproductive Rights (2007b) considera que numerosos 
tratados e instrumentos internacionales confirman el derecho de la mujer a un aborto legal 


y seguro, como se presenta en el cuadro 1 en los anexos, al final de este informe. 


Pese a que en América Latina y el Caribe, muchos países han suscrito estos 
compromisos internacionales, no se cuenta con servicios de abortos legales accesibles ni 
seguros, y el acceso a métodos anticonceptivos sigue siendo insuficiente, por lo que cada 
año millones de mujeres con embarazos no deseados continúan realizándose abortos en 


condiciones de riesgo. 


Un avance reciente en la región a favor de la despenalización del aborto, quedó 
plasmado en el Consenso de Brasilia (2010), elaborado en el marco de la XI Conferencia 
Regional de la Mujer de América Latina y el Caribe (CEPAL), cuando se realiza la primera 
referencia concreta al aborto en los acuerdos para la acción dentro de las conferencias 
regionales de la mujer (Ana María Pizarro, 2010). Este consenso, en el punto 6.f) 
establece revisar las leyes que prevén medidas punitivas contra las mujeres que se hayan 
sometido a abortos y garantizar la realización del aborto en condiciones seguras en los 
casos autorizados por la ley. 


Luego de esto, algunas organizaciones se han pronunciado más abiertamente 
sobre la despenalización, como es el caso de Amnistía Internacional, que en el 2010 
realiza una declaración pública en la que se une a la Campaña 28 de Septiembre por la 
Despenalización del Aborto en América Latina y el Caribe, señalando que “se deben 
derogar todas las normas que sancionan o permiten el encarcelamiento de mujeres y 
niñas que buscan o tienen un aborto bajo cualquier circunstancia” (Amnistía Internacional, 
2010:1) 


En septiembre de 2011, el Secretario General de Naciones Unidas, Ban Ki-moon, 
avaló un informe elaborado por Anand Grover, Relator Especial del Consejo de Derechos 
Humanos sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental, de conformidad con las resoluciones 15/22 y 6/29, en el que se exhorta a 
todas las naciones a aceptar que debe otorgarse a mujeres y niñas el acceso al aborto 
legal para que ellas puedan disfrutar plenamente sus derechos humanos, considerando 
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que las leyes penales que sancionan y restringen el aborto inducido son ejemplos 
paradigmáticos de barreras inaceptables para la realización del derecho de las mujeres a 
la salud y deben ser eliminadas (Asamblea General de la Naciones Unidas, 2011). 


Todos estos apoyos, tanto de los mandatos establecidos en las conferencias 
mundiales como en las regionales, así como de las organizaciones internacionales, son 
una gran plataforma que beneficia el debate en cada país. Pero es en las legislaciones 
internas donde deben ser realizados los cambios y donde en definitiva se cristalizan las 
demandas y se establecen las pautas para mejorar las condiciones de las mujeres. 


En nuestra región de América Latina y el Caribe, sólo algunos países han tenido 
avances en la despenalización del aborto, es importante conocer las estrategias y 
alcances logrados. 


11.2 La despenalización del aborto en Colombia y en México D.F. 


En América Latina y el Caribe las leyes en materia de aborto varían poco entre 
países, ya que en su mayoría el aborto se realiza sólo para salvar la vida de la mujer o si 
el embarazo ha sido producto de una violación y han sido pocos los cambios legislativos 
que se han dado en los últimos años, tal y como lo señala el CEPED (2005) en su trabajo 
comparativo entre los países de la región de acuerdo a las causales de despenalización 
del aborto en el período entre 1994 y 2003. 


Este centro encontró, que los países que permitían el aborto para salvar la vida de 
la mujer embarazada en 1994 también lo hacían en 2003 y durante este período, sólo El 
Salvador modificó su legislación en 1997 y la hizo totalmente restrictiva como la de Chile y 
República Dominicana. 


Ha sido a partir del año 2000 cuando se han registrado cambios significativos en la 
región. Como ya se ha mencionado, sólo en dos países se ha logrado exitosamente 
modificar la legislación y hacerla menos restrictiva, y ha sido en Colombia y en México 
DF; pero en otro país, Nicaragua, lamentablemente la legislación se ha modificado para 
prohibirlo totalmente. 
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En diciembre de 2011, el Senado Uruguayo aprobó una propuesta de ley que 
despenaliza el aborto durante las primeras 12 semanas de gestación y en julio de este 
año se creó una comisión especial en la Cámara de Representantes para tratar proyectos 
de ley de interrupción voluntaria del embarazo. Ahora bien, de acuerdo a un comunicado 
a la opinión pública emitido por la Coordinadora por el Aborto Legal de ese país, las 
discusiones en esta comisión no han sido alentadoras ya que se propone mantener el 
aborto como delito a menos que la mujer cumpla con una serie de requisitos 


institucionales (Lilian Abracinskas, Alicia Benítez y Diana González: 2012) 


Por su parte, en Argentina y Perú se están dando grandes debates nacionales en 
torno a la despenalización del aborto y se cuenta con propuestas de reforma legal que se 
están discutiendo en el seno de sus parlamentos; esto acompañado de una amplia 
movilización de los grupos de mujeres organizados, de los medios de comunicación y de 


la opinión pública en general en torno al tema. 


Martha Lamas (2006) plantea que las estrategias de las feministas para la 
despenalización del aborto han cambiado de país a país y han sido estimuladas por 
circunstancias concretas de cada contexto; sin embargo considera que es necesario 
afinar las intervenciones políticas y jurídicas, dada la resistencia a aceptar el significado 
de la despenalización del aborto en el contexto de desarrollo de cada país. La autora 
considera que esta no debe ser una demanda sólo de las feministas, sino también de 
otros grupos y ámbitos de la sociedad, en una alianza a favor de los derechos de las 


mujeres. 


En la línea de Lamas, para afinar las intervenciones políticas y jurídicas para 
favorecer la despenalización del aborto en nuestro país, es de utilidad conocer las 
estrategias y procesos que permitieron modificar exitosamente las legislaciones en otros 
contextos; para esto tomaremos como referentes, las experiencias de Colombia y del 
distrito federal de México, que como mencionamos al inicio de este capítulo, son los dos 
únicos casos de la región en los que se ha logrado liberalizar las leyes del aborto en los 


últimos 30 años. Veamos cada caso a continuación. 
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11.2.1 Colombia 


Colombia ha pasado por un gran proceso de transformación y cambio, que 
permitió avanzar de la situación estática que mantenía el aborto totalmente penalizado 


desde 1936, hasta la despenalización parcial del mismo en el 2006. 


El proceso será descrito desde el antes y el después de la sentencia C-355/06 de 
la Corte Constitucional de Colombia sobre la despenalización parcial del aborto, ya que ha 
sido esta sentencia la que ha marcado un hito dentro de este largo camino. El período 
previo a la sentencia muestra las diversas propuestas de despenalización presentadas en 
diferentes momentos, hasta llegar al proyecto Litigio de Alto Impacto en Colombia, la 
Inconstitucionalidad del Aborto (LAICIA) con el que se logra la sentencia a favor de la 
despenalización parcial. Luego, el período posterior a la sentencia, hace referencia al 
proceso de reglamentación e implementación del derecho a la interrupción voluntaria del 


embarazo (IVE). 


11.2.1.1 Antes de la sentencia C-355/06 


Como informa Ana Cristina González (2005), Colombia, junto con Chile y El 
Salvador, se mantenía en el deshonroso lugar de prohibir el aborto en todos los casos, 
colocando a las colombianas dentro del 0,4% de la población mundial que vive en países 
donde el aborto está totalmente prohibido, mientras que el restante 99,6% de la población, 
se encuentra en países donde el aborto está permitido, al menos para proteger la vida de 


la mujer. 


El gobierno y las y los legisladores hacían caso omiso a las convenciones y 
tratados internacionales en los que se recomendaba a Colombia revisar la penalización 
absoluta del aborto, a pesar de que las estimaciones de cifras señalaban de 200.000 a 
400.000 abortos inseguros anualmente, y a pesar también de los diversos intentos que se 
hicieron en el país por despenalizarlo. 


El colectivo de organizaciones denominado La Mesa por la Vida y la Salud de las 
Mujeres (2009) (en adelante La Mesa) señala que el Código Penal colombiano de 1936 - 
vigente en Colombia hasta 1980- en su artículo 389 penalizaba el aborto bajo cualquier 
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circunstancia, diferenciando el aborto con o sin consentimiento de la mujer y reduciendo la 
penalidad cuando el aborto se realizaba para salvar el honor. Dos intentos por cambiar 
esta situación se hicieron en el período que va desde 1936 hasta 1980, cuando se hace la 
reforma del Código Penal. 


La Mesa explica, que la primera propuesta la presenta, en 1975, el senador Iván 
López Botero y tenía por objetivo despenalizar el aborto terapéutico, reglamentaba la 
interrupción terapéutica dentro de las primeras doce semanas de gestación e incluía una 
serie de exigencias: debía tener el dictamen de dos profesionales de la salud, y al menos 
uno de los dictámenes debía proceder del sector público; que la edad de la mujer 
estuviera comprendida entre los 15 y los 45 años; que no hubiera tenido interrupciones en 
los últimos 12 meses y que, si la mujer estaba casada, tuviera autorización del marido y, 
en caso de ser soltera o menor de edad, tendría que tener la autorización de la persona 
que ejerciera la patria potestad. La propuesta no fue acogida. 


La Mesa señala, que la segunda propuesta se presenta en 1979, por parte de la 
representante del partido liberal Consuelo Lleras, que proponía igualmente las 12 
semanas como tiempo límite para la interrupción y contemplaba la despenalización en 
tres situaciones: cuando el embarazo fuera consecuencia de acceso carnal violento 
(violación sexual), cuando presentara peligro para la vida de la mujer o para su salud 
física y mental y finalmente, cuando existiera malformación o procesos patológicos en el 
feto. En el caso de violación, esta debía ser comprobada por un juez o jueza y para las 
otras condiciones solo era necesario el dictamen médico. Este proyecto fue respaldado 
por 90 parlamentarios pero tampoco fue aprobado. 


En la reforma del Código Penal de 1980, La Mesa explica que se siguió 
manteniendo el aborto penalizado. En su capítulo IIl en el marco de los delitos contra la 
vida y la integridad personal, se penalizaba el aborto en los artículos 343, 344 y 345, 
mantenían la diferenciación entre aborto consentido (pena de 1 a 3 años) y no consentido 
(pena 3 a 6 años), con la introducción de una variante de significativa importancia: la 
disminución de la pena en los casos de acceso carnal violento y acceso carnal abusivo, 


de 4 meses a un año. 
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A partir de la reforma del Código Penal, señala La Mesa, la estrategia para la 
despenalización se modifica, no se apunta ahora a reformar el código sino a promover 
proyectos de ley para la despenalización. Se presentaron dos proyectos de ley en 1987, 
pero ninguno de los dos fue aprobado por el Congreso. 


La Mesa explica que para el año 1989, surgen los servicios ilegales de aborto 
seguro creados por las feministas en diversas partes del país, quienes “no asumieron una 
defensa abierta de la despenalización del aborto, sino que centraron sus esfuerzos en la 
formación de mujeres, especialmente alrededor de la autonomía y el derecho a decidir 
sobre el cuerpo” (2009: 16). Esto coincide con la creación de las primeras ONG de 
mujeres con servicios de información y atención en temas relacionados con los derechos 
de la mujer, incluidos algunos centros prestadores de servicios en salud sexual y 


reproductiva. 


Con esta estructura organizacional instalada y con la clara intención de introducir 
la perspectiva de género en los asuntos del Estado y en las reformas legales, las mujeres 
aceptaron el llamado a participar en la Asamblea Constituyente de 1991 convencidas de 
que debían exigir que los principios de la CEDAW obtuvieran rango constitucional. Para 
ese momento se constituyó la “Red Mujer y Constituyente” conformada por 90 grupos de 


mujeres y la consigna fue “Sin derechos de las mujeres, la democracia no va” (Ibídem: 19) 


Esta Red realizó actividades de incidencia en la asamblea constituyente, 
concentrándose en que no se consagrara el derecho a la vida desde el momento de la 
concepción, pero sí el derecho a la libre opción de la maternidad. Finalmente, la 
Constitución de 1991, garantizó importantes derechos para las mujeres al consagrar el 
principio de la igualdad y no discriminación. El artículo 43 señala que: 


“la mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. 
La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará 
de especial asistencia y protección del Estado y recibirá de éste 
subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o 
desamparada. El estado apoyará de manera especial a la mujer 
cabeza de familia” (Ibídem: 20) 
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La Mesa explica que, otro avance fue el establecimiento en la nueva constitución, 
que los deberes y derechos consagrados en la misma serán interpretados de conformidad 
con los tratados internacionales ratificados por Colombia; algo por lo que trabajó 
arduamente la Red y que permite la reivindicación de los derechos humanos de las 
mujeres y la utilización de los diferentes instrumentos internacionales — que señalamos en 
la primera parte de este capítulo- como argumentos legales y de derechos a favor de la 
despenalización del aborto. Esto es así, tanto para los instrumentos existentes en ese 
momento, como para los que vendrían a desarrollarse en esa misma década e incluso en 


años más recientes. 


Luego de entrar en vigencia la nueva constitución, se presentaron nuevas 
propuestas de despenalización del aborto ante el Congreso de Colombia. En 1993, la 
parlamentaria Ana García Pechtalt, presentó un proyecto de ley en el que se definían y 
protegían los derechos de las mujeres y despenalizaba parcialmente el aborto, dentro de 
los primeros 90 días de gestación en caso de peligro de la salud física o psíquica de la 
mujer, por condiciones socioeconómicas o en caso de ataque a la libertad sexual, 
inseminación artificial no consentida o el conocimiento de anomalías o enfermedades en 
el feto. Ese mismo año, la senadora Vera Grave de la Alianza Democrática M-19 presentó 
un proyecto de ley en el que se desarrollaron los derechos constitucionales a la protección 
y libre opción de la maternidad y la protección al niño o niña menor de un año, en este 
proyecto la mujer podía, además de decidir el número de hijos e hijas que deseaba 
procrear, optar a la interrupción voluntaria del embarazo los primero 90 días en casos de 
violación sexual, inseminación artificial no consentida y otras causales similares a la 
propuesta de García Pechtalt. El detalle importante de esta propuesta es que en su 
exposición de motivos, el aborto se plantea como un problema de salud pública. Ambos 
proyectos fueron descartados por el Congreso. 


La organización Womens Link Worldwide (2001) explica que entre los años 1994 y 
2001 se presentaron diversos recursos ante la Corte Constitucional del Colombia sobre el 
tema del aborto. Una primera sentencia, la C-133 de 1994, se centraba en el derecho a la 
vida y la libertad de la pareja para decidir el número de hijos. Del derecho a la vida, la 
Corte aceptó la facultad que tiene el legislador de penalizar el aborto con base en los 


siguientes argumentos: 
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“la vida es un valor esencial que la Constitución protege y es el 
sustrato de los demás derechos, la vida humana comienza con 
la concepción, momento en el que aparece una vida humana 
diferente de la de la madre y, la protección especial que la 
Constitución ha otorgado a las mujeres en estado de embarazo” 
(Womens Link Worldwide, 2001: 1) 


Mientras que en el tema de la libertad procreativa la Corte señala que tal libertad 
sólo se extiende hasta el momento de la concepción, considerando que al establecer ese 
límite queda resuelto el problema entre la posibilidad de decidir no tener hijos y la 
protección a la vida del que está por nacer (Ídem) 


Esta organización de mujeres explica que en esta sentencia salvaron su voto tres 
magistrados, quienes consideraron que sólo se puede sancionar el aborto en las 
circunstancias en que aparece equilibrado el balance entre los derechos e intereses del 
feto y los de la mujer, y proponen relativizar la vida como valor supremo frente a los 
derechos de libertad religiosa, libertad de conciencia y libertad procreativa. Afirman 
también que no es admisible limitar absolutamente el derecho a decidir el número de hijos 
e hijas y proponen como criterios para considerar los derechos e intereses en juego, la 
viabilidad del feto y las etapas de desarrollo del mismo. 


En 1997 se dio la sentencia C-013, en la que la Corte estudió la existencia en el 
Código Penal de una sanción más leve en los casos de interrupción voluntaria del 
embarazo cuando el mismo se ha dado por una violación. El debate giró en torno a si es 
válido prohibir abortar a una mujer en dichas circunstancias. La mayoría consideró el 
aborto en estos casos debe ser sancionado, con una sanción menor. En esta sentencia 
hubo un voto salvado, que fue justificado en consideración a que el aborto de un 
embarazo por violación no puede  sancionarse porque impone una carga 
desproporcionada a la mujer y debe ser respetada la libertad para decidir el número de 
hijos e hijas, ya que este forma parte del derecho al libre desarrollo de la personalidad de 
la mujer, puesto que la decisión de llevar a cabo un embarazo tiene importantes 
consecuencias existenciales. No se consideró justo exigir llevar a término la gestación, 
pues atentaría contra la dignidad de la mujer, a quien estaría cosificándose como puro 
vientre desligado de conciencia. 
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En el 2001 se produjo una tercera sentencia, en la que la Corte declaró como 
constitucional la facultad de los jueces de no imponer la pena al aborto cuando el 
embarazo haya sido resultado de violación y el aborto se haya realizado en 
“extraordinarias condiciones anormales de motivación”, la C-647 cuyo ponente fue el 
magistrado Alfredo Beltrán Sierra (Ibídem: 2) y que son circunstancias atenuantes para 
el delito de aborto del Código Penal reformado en el año 2000. En esta sentencia se 
otorgó primacía a los derechos de las mujeres en ciertas circunstancias, sobre su 


obligación de llevar a término el embarazo. 


Para el año 2005, se interpela nuevamente a la Corte Constitucional de Colombia 
para que se pronuncie sobre el tema del aborto. Esta vez Mónica Roa, directora de 
Womens Link Worldwide presentó una demanda de inconstitucionalidad, pidiéndole a la 
Corte que declarara que la total penalización del aborto viola la Constitución por implicar 
graves vulneraciones a los derechos de las mujeres. Esta demanda formó parte del 
proyecto LAICIA (Litigio de Alto Impacto en Colombia: la Inconstitucionalidad del Aborto), 
diseñado a partir de un análisis global sobre la importancia de trabajar estratégicamente 
con los jueces en la implementación de los derechos sexuales y reproductivos (Mónica 
Roa, 2006) 


Esta demanda contemplaba la inconstitucionalidad cuando: 1) la vida y la salud de 
la mujer corriera peligro, 2) el embarazo fuera resultado de una violación o incesto y 3) 
cuando el feto presentara una malformación incompatible con la vida extrauterina. 
(Womens Link Worldwide, 2007). 


Los principales argumentos señalados por Mónica Roa (2006) fueron: 


1) Las consecuencias de la total penalización constituyen un grave problema de salud 
pública, ya que el aborto legal constituye la tercera causa de mortalidad materna en 
Colombia. 


2) Es un asunto de equidad de género, ya que según el Comité de Naciones Unidas para 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la penalización de 
una práctica médica que sólo necesitan las mujeres es una violación al derecho a la 


igualdad y a la no discriminación por sexo, porque si bien que hombres y mujeres no 


69 


pueden ser exactamente iguales, debemos buscar una manera de tener igualdad de 


derechos, que tome en cuenta las diferencias entre unas y otros. 


3) Es una cuestión de justicia social, ya que quienes pagan el costo de la ¡legalidad del 
aborto son las mujeres de escasos recursos, las más vulnerables, las que viven en zonas 


rurales, las que tienen menos acceso a la información, las más jóvenes. 


4) La decisión de interrumpir un embarazo está íntimamente relacionada con el ejercicio 
de la autonomía y las libertades individuales, siendo su principal consecuencia que los 
asuntos que atañen sólo a la persona debe decidirlos únicamente ella, pues de lo 
contrario se le arrebataría su condición ética, se la reduciría a una condición de objeto, se 
la cosificaría y se la convertiría en medio para los fines que por fuera de ella otros eligen 
(el Estado, las Iglesias, grupos de la sociedad civil organizada, las familias, etc.). 


5) La penalización del aborto no salva fetos, pero sí mata mujeres, ya que está 
demostrado que la penalización no ha logrado persuadir a las mujeres que quieren 


interrumpir un embarazo de no hacerlo. 


6) Incluso en un escenario de total cubrimiento en educación sexual y acceso a 
anticonceptivos, el aborto sigue siendo necesario para casos extremos ya que en materia 
de derechos sexuales y reproductivos hay que trabajar tanto en la despenalización del 
aborto como en la prevención de embarazos no deseados “¿Quién dijo que teníamos que 
escoger entre castigar a un violador y ofrecerle a la víctima la posibilidad de interrumpir 
ese embarazo? Insisto: debemos apuntar a una sociedad con total cubrimiento de 
educación sexual de calidad, total acceso a anticonceptivos 100% eficaces y niveles nulos 


de violencia sexual “(Mónica Roa, 2006:8) 


7) Ningún derecho es absoluto, ni siquiera los derechos de los no nacidos. Lo importante 
sería comprender que incluso si el no nacido tiene derechos, éstos no pueden 
considerarse absolutos, pues ninguno de los derechos fundamentales lo es. Todo derecho 
tiene su limitación en los derechos de los demás, por tanto en cada caso tienen que 
ponderarse los intereses jurídicos en conflicto, por lo que la despenalización del aborto en 
casos extremos responde a la necesidad de armonizar los supuestos derechos del no 


nacido con los derechos de la mujer embarazada, reconociendo así intereses jurídicos 
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legítimos de las dos partes; la respuesta no es absoluta ni en uno ni en otro sentido (ni 


total despenalización ni total penalización). 


8) El abuso de un derecho no es razón suficiente para negar su reconocimiento. Las 
personas que se oponen a la despenalización presumen que todas las mujeres 
pretenderán haber sido violadas para poder abortar, pero pierden de vista el hecho de que 
ninguna mujer desea ni disfruta abortar, si lo hacen es porque es encuentran en 
circunstancias desesperadas y no encuentran otra salida a la situación que están 
viviendo. Incluso si llegara a darse un abuso de este derecho, esto tampoco sería razón 
para restringirlo puesto que esto mismo ocurre con otros derechos. Lo que tendría que 
activarse es la sanción al delito de falsa denuncia, pero no puede argumentarse esa razón 
porque estaríamos negándole el acceso a una mujer, que en efecto, fue víctima de 


violación. 


9) Dentro de una sociedad pluralista, donde se respeta la libertad de cultos, el aborto no 
puede ser un delito en todos los casos. Se trata de no imponer al otro sus ideas o 
creencias. La despenalización del aborto nunca implicará la obligación de abortar a la 


mujer que no quiera hacerlo porque su conciencia no se lo permite. 


10) La total penalización del aborto viola derechos fundamentales y es, por tanto, 
inconstitucional ya que viola los derechos fundamentales a la dignidad, a la autonomía 
reproductiva y al libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad y a estar libre de 
discriminación, a la vida, a la salud y a la integridad, a estar libre de tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, así como a la libertad de cultos y de conciencia. 


Además de esta argumentación central, apoyada en la fundamentación jurídica 
que fue la principal estrategias del proyecto LAICIA, la organización Womens Link 
Worldwide (2007) señala que hubo dos estrategias adicionales, que fueron: el 
establecimiento de alianzas y la estrategia comunicacional. Todas las estrategias estaban 
encaminadas a visibilizar el aborto como un problema de justicia social, equidad de 
género y salud pública. Las alianzas con la sociedad civil fueron clave para darle soporte 
a la acción jurídica y motorizar el debate y la estrategia comunicacional estaba dirigida a 
promover una discusión informada, plural, transparente y democrática que considerara al 


aborto como un problema social que debía ser prioritario en la agenda pública, de tal 
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manera que la iglesia católica se convirtió en una opinión más, dentro de un amplio rango 


de opiniones que ofreció nuevos argumentos a las personas dentro de un contexto laico. 


En el proceso de la demanda de inconstitucionalidad, la Corte empleó el 
mecanismo de los Amicus Curiae, que contempla las Intervenciones escritas a favor o en 
contra de la demanda, presentadas por terceras partes, que pueden ser individuos u 
organizaciones. La demanda contó con el respaldo y la utilización de numerosos Amicus 
provenientes de diversos sectores de la comunidad nacional e internacional, incluyendo la 
academia, asociaciones médicas, religiosas, de derechos humanos, de mujeres y 
personalidades públicas, entre otros. Incluso, la Procuraduría General de la Nación, que 
es el único órgano obligado a presentar su concepto jurídico en todos los procesos de 
inconstitucionalidad, también se pronunció a favor de los argumentos de la demanda 
(Womens Link Worldwide, 2007). 


En diciembre del 2005 se dio un primer fallo inhibitorio frente a la demanda de 
inconstitucionalidad por parte de la Corte Constitucional y luego, el 10 de mayo de 2006, 
es que finalmente se declara la constitucionalidad del aborto en las tres circunstancias 
solicitadas y se desarrollaron tres argumentos básicos para admitir que la total 
penalización del aborto constituía una violación a los derechos de las mujeres y niñas en 


Colombia. La Corte: 


1. Aclara que existe una diferencia entre la protección a la vida en 
formación y el derecho a la vida. Deja claro que la titularidad del 
derecho a la vida se restringe a la persona humana, aunque se 
reconozca que también debe otorgarse protección jurídica al 
que está por nacer. 

2. Reconoce los derechos sexuales y reproductivos y el papel que 
desempeñan los Estados constitucionales y democráticos 
modernos. 

3. Desarrolla una serie de límites constitucionales a la potestad 
legislativa del Congreso en materia penal, incluyendo los 
mínimos de proporcionalidad, racionalidad, y respeto a la salud, 
la vida, la integridad, la libertad y la dignidad humana. (Womens 
Link Worldwide, 2007: 3) 
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La Corte impone unos requisitos exigibles para acceder a la interrupción voluntaria 
del embarazo: un certificado médico para los casos de peligro para la salud de la mujer y 
los de malformación incompatible con la vida, y la denuncia debidamente presentada para 
los casos de violación o incesto. (Corte Constitucional de Colombia: 2006) 


Hay que destacar, que esta sentencia consideró los fallos constitucionales de 
Estados Unidos, Alemania y España, encontrando que las cortes han ponderado los 
intereses en juego: por un lado, la protección de la vida en gestación y, por el otro, los 
derechos de la mujer embarazada. La conclusión a la que han llegado es “que la 
prohibición total del aborto resulta inconstitucional, porque bajo ciertas circunstancias 
impone a la mujer encinta una carga inexigible que anula sus derechos fundamentales” 


(Ministerio de Protección Social y Universidad Nacional de Colombia, 2007: 57). 


En resumen, la sentencia C-355/06 establece: 


1. La inconstitucionalidad de la prohibición total del aborto, por lo cual despenaliza 
tres situaciones específicas bajo las cuales el aborto no constituye delito. 

2. Ratifica el reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 
colombianas. 

3. Reconoce la interrupción voluntaria del embarazo (IVE) como el ejercicio pleno 
del derecho a la libertad reproductiva de la mujer gestante y como respeto a su 
capacidad de autodeterminación. 

4. Reconoce que la mujer gestante es un sujeto moral pleno, autónomo y con 
deberes y derechos suficientes para la toma de decisiones relacionadas con el 
ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos 

5. La interrupción voluntaria del embarazo es un derecho que requiere de la voluntad 
plena de la mujer gestante y el correspondiente requisito legal establecido 
(concepto médico — denuncia penal). 

6. Establece que la objeción de conciencia es un derecho de profesionales de la 
salud (médicos y médicas). No cobija al personal administrativo ni de enfermería. 
Es solamente aplicable a título individual, no institucional. 

7. La objeción de conciencia de las y los profesionales de la salud no podrá 
convertirse en barrera u obstáculo para la prestación oportuna del servicio 
solicitado (IVE) por la mujer gestante. 
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8. La IVE no es un procedimiento obligatorio para las mujeres gestantes que se 
encuentren dentro de las situaciones descritas en el fallo de la Corte. 

9. La IVE no es un método de anticoncepción; es la respuesta a un embarazo no 
deseado dentro de las circunstancias adversas descritas en el fallo de la Corte 
(Ibídem). 


Como vemos, la despenalización parcial es el resultado de la ponderación entre el 
deber de protección de la vida en gestación y los derechos fundamentales de la mujer 
embarazada, y es un gran avance en materia reconocimiento de derechos de las mujeres; 
pero el ejercicio real de este derecho podrá verse luego, con la puesta en funcionamiento 
de la prestación de los servicios para la interrupción voluntaria del embarazo, aspecto que 


abordaremos a continuación. 


11.2.1.2 Después de la sentencia C-355/06 


La experiencia de otros países en los que existía la despenalización del aborto - 
por las mismas indicaciones que despenalizaron en Colombia- ya había demostrado que 
la falta de reglamentación ocasionaba la inoperancia e inaplicabilidad de la sentencia, lo 
que marcaba la necesidad de regular la interrupción voluntaria del embarazo lo más 


pronto posible (La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, 2009). 


Es por esto que, desde antes que se produjera el pronunciamiento de la Corte, se 
inició un trabajo desde el Ministerio de la Protección Social para la construcción de una 
norma reglamentaria, con el apoyo de expertos y expertas en la estructura del Estado y 
en las particularidades de los servicios en salud sexual y reproductiva. De manera que ya 
en el 2005, se contaba con el primer borrador del documento que coincidió con el primer 
fallo inhibitorio de la Corte (Ídem). 


Este borrador fue revisado por la Federación Colombiana de Sociedades de 
Obstetricia y Ginecología, que hizo sus observaciones; finalmente, el Ministerio de la 
Protección Social reglamentó la IVE, por medio del Decreto 4444/06, la Resolución 
4905/06 y sus anexos, el acuerdo 350/06, la “Norma técnica para la atención de la 
Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVEY y la Circular Externa No. 031/07. El propósito 


de toda esta reglamentación fue asegurar los estándares de calidad necesarios para 
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garantizar el goce de los derechos protegidos por la Sentencia C-355/06 en el marco de la 


Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (Ministerio de Protección Social y 
Universidad Nacional de Colombia, 2007). 


La normativa del Ministerio de Protección Social y la Universidad Nacional del 


Colombia (2007) establece los principios básicos para la atención de la interrupción 


voluntaria del embarazo, que son: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


Respeto, promoción y garantía de los derechos humanos de las mujeres; esto 
implica, que no puede haber discriminación de ningún tipo, se debe promover el 
empoderamiento de las mujeres para que tomen decisiones informadas y con 
autonomía, la información suministrada debe ser libre de estereotipos, mitos o 
creencias personales y religiosas, no pueden presentarse restricciones adicionales 
a las previstas por la Corte y la IVE debe ser realizada dentro de los cinco días 
siguientes a la solicitud. 

Atención integral que incluye: atención pre y post aborto, consejería en 
planificación familiar, acceso a métodos efectivos de anticoncepción, prevención 
de infecciones de transmisión sexual derechos sexuales y reproductivos y 
promoción del autocuidado de la salud. 

Confidencialidad por parte de los integrantes del equipo de salud de la identidad 
de la mujer, confidencialidad del diagnóstico, su evolución y de toda la información 
a fin de preservar los derechos a la intimidad y dignidad de la mujer; incluso en el 
caso de terceros cercanos a la solicitante (esposo o compañero, padre o cualquier 
otro). 

Privacidad, en tanto los espacios deben estar libres de interferencias ni a la vista 
de terceras personas y deben evitarse interrupciones de cualquier tipo. 

La información y asesoría debe ser completa, clara, real, de fácil comprensión, 
apropiada, con lenguaje sencillo y sin tecnicismos. Debe incluir información acerca 
de los procedimientos, riesgos y efectos sobre su vida y su salud, brindando el 
tiempo necesario para que la mujer pueda hacer sus preguntas, expresar sus 
dudas e inquietudes y que las mismas puedan ser aclaradas. En caso de que la 
mujer, haya decidido continuar con el embarazo y considere la adopción, el 
personal de salud debe proveer información y derivarla en caso que sea 
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necesario. Por último, se debe establecer una relación amable y respetuosa, libre 
de culpabilizaciones y recriminaciones. 

6) Toma libre de decisión en función a la información, de tal manera que la mujer 
queda en libertad de decidir realizarse una IVE o no, en los casos que contempla 
la Corte Constitucional. 

7) Consentimiento informado que no se reduce a la formalidad de firmar un formato, 
sino que es un proceso mediante el cual se facilita a las mujeres su proceso de 
elección, para que sean ellas mismas quienes tomen decisiones de manera 
autónoma. 

8) Se considera la posibilidad de objeción de conciencia, a los particulares que no 
estén de acuerdo en realizar la IVE, pero en ningún caso, las instituciones y 
centros de salud pueden ser objetoras de conciencia, ya que se encuentran en la 
obligación de derivar a otras instituciones los casos que estén contemplados en la 
sentencia 355/06. La norma también considera que un mal ejercicio de la objeción 
de conciencia es que el médico, médica o demás personal de salud, le exprese a 
la mujer que ha decidido una IVE, sus opiniones personales con respecto al 
aborto, o la trate de disuadir de no realizarlo debido a que estaría violando sus 


derechos humanos. 


A pesar de esta completa normativa, La Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres 
(2007) ha identificado una serie de problemas para el acceso y la prestación del servicio 
de IVE. 


El primero de ellos es la utilización del procedimiento del legrado (raspado) como 
técnica principal para la realización de la IVE, que como vimos en el capítulo 1 es un 
método obsoleto y conlleva a altos niveles de complicación en las mujeres, y además 
incrementa los costos y hace que se requiera de un profesional de salud especializado. 
Se considera de vital importancia, avanzar en la implementación de diversos métodos 
(como administración de medicamentos o la aspiración) que no requieren hospitalización 


ni especialización médica para aplicarse. 


El segundo problema presentado, especialmente en los casos de violación sexual 
o incesto, ha sido la inadecuada interpretación de la norma por el personal de salud, 
quienes solicitan requisitos adicionales a la copia de la denuncia, como pruebas para 
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demostrar que el embarazo es producto de una violación e incluso copia de la sentencia 


en que se condena al agresor sexual. 


El tercero, es la negativa de profesionales de la salud a realizar la interrupción por 
el alto número de semanas de gestación en que se encuentra la mujer al momento de 
solicitar la IVE, sobre todo en los casos de violación sexual; y se explica por que el 
impacto del evento violento afecta la capacidad de responder de manera oportuna a su 
estado gestacional. 


El cuarto problema señalado por La Mesa, en los casos de IVE por 
malformaciones congénitas incompatibles con la vida extrauterina, es la demora de casi 
un mes entre el momento de hacerse el diagnóstico y la realización de la IVE, ya que los 
médicos a pesar de recomendar la interrupción no certifican la malformación y remiten a 


la paciente a un lugar especializado, retrasando enormemente el acceso a la IVE. 


El quinto problema, en los casos de IVE por peligro de la vida o la salud de la 
mujer se observa que es un procedimiento que está en manos del personal de salud 
quien decide y ejecuta la interrupción de acuerdo a sus criterios médicos, quedando 
desdibujado por completo del derecho de las mujeres a decidir sobre su propio cuerpo. 


El último y mayor obstáculo encontrado, es el mal uso de la objeción de 
conciencia, encontrándose entidades promotoras de salud que se vuelven objetoras, ya 
que la red de servicios de salud afiliadas a ellas se niegan a prestar el servicio de IVE 
argumentando que no tienen contratado ese servicio; o casos en los que se obliga a los 
prestadores de servicios a firmar formatos de objeción de conciencia a todo su personal. 


Todo esto muestra con claridad que la necesidad de continuar con acciones a 
favor del cumplimiento de la sentencia C355/06 y las reglamentaciones conexas para las 
efectiva implementación a los servicios de IVE; o ¿por qué no? seguir avanzando en el 
proceso de despenalización, como ha sido el camino elegido por las feministas en ciudad 
de México. 


77 


11.2.2 México DF 


El proceso de despenalización del aborto en el Distrito Federal de México, ha sido 
mostrado y analizado por diversos autores y autoras (Norma Ubaldi Garcete y Mariana 
Winocur, 2006; Enríquez y Anda, 2008; GIRE, 2008; GIRE 2009), cada uno de los cuales 
enfatiza distintos momentos del proceso social y político vivido en la capital mexicana en 


torno al tema y los logros alcanzados. 


A partir de estos trabajos se pueden identificar tres períodos claves, cada uno de 
ellos con objetivos y estrategias distintos, que tienen como punto de partida el año 1999 
(GIRE, 2006). El primero de ellos contempla los antecedentes de la situación del aborto 
cuando sólo se tenía despenalizado el aborto en casos de violación sexual; el segundo, el 
período de la reforma de la Ley de Salud del Distrito Federal en la que se solicita la 
despenalización del aborto hasta las 12 semanas de gestación; y el tercero, las acciones 
de inconstitucionalidad contra la reforma aprobada por la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal de México. 


11.2.2.1 El acceso al aborto por violación y la reglamentación de los servicios 


Para el año 1999, en el Distrito Federal de México el aborto sólo estaba 
despenalizado para salvar la vida de mujer, cuando el embarazo era producto de una 
violación o cuando el aborto era resultado de una acción imprudencial de la mujer; sin 
embargo, no se contaba con la normativa necesaria para que las mujeres pudieran 
acceder a los servicios (Ubaldi y Winocur, 2006). Esta falta de normatividad conduce, por 
supuesto, a la inaplicación de la despenalización, particularmente en los casos de 
violación sexual, ya que no existía un procedimiento ni unas instancias ante las cuales las 


mujeres pudieran acudir en estos casos. 


En ese momento, las organizaciones feministas consideraron que por tratarse de 
año preelectoral (en el año 2000 estaba prevista la elección presidencial), el escenario 
político legislativo era favorable: por un lado, debido a la cercanía de estas organizaciones 
con el partido mayoritario de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal en ese momento 
(Partido de la Revolución Demócrata PRD) y, por otro, porque consideraron que los 


legisladores tomarían una decisión racional, fundamentada en que la información 
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comprobada sobre el aborto como un problema social que requería incluir en la legislación 
algunas causales de no punibilidad que ya existían en otros códigos penales de México, 
era suficiente para conseguir sus apoyos (GIRE, 2008). 


Las organizaciones se agruparon en la campaña “Acceso a la justicia para las 
mujeres” y se centraron en brindar información a las y los miembros de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, las autoridades del Distrito Federal, las y los dirigentes 
políticos y la prensa sobre la problemática del aborto, así como en promover una consulta 
pública sobre el tema. El balance fue negativo y faltó apoyo por parte del PRD. Como 
señala el equipo de GIRE: 


“Lo que sucedió en 1999 es un buen ejemplo de lo complicado 
que resulta el tratamiento legislativo del aborto pues no sólo, 
como tanto se ha dicho “divide a la sociedad” sino que en la 
mayoría de los casos parece “unir” a los partidos políticos, ya 
que pocos asumen en su discurso y en sus acciones posiciones 
a favor de la liberalización, más allá de una tendencia política 
de izquierda” (GIRE, 2008: 13) 


La falta de apoyo a las solicitudes de la campaña le confirma a las organizaciones 
feministas, que la posición de los partidos políticos a favor o en contra de la 
despenalización del aborto, está en gran medida determinada por el contexto político y en 
los cálculos que hagan respecto al apoyo político y al costo en votos, particularmente 
cuando se aproxima una contienda electoral. Similar situación se ha observado en el 


contexto venezolano, como veremos más adelante. 


En el año 2000, el tema del aborto se concierte en tema de debate nacional por 
tres hechos fundamentales. El primero fue el conocimiento público del trágico caso de 
Paulina, que sensibilizó a parte importante de la población. Los hechos referidos por el 
Center for Reproductive Rights sobre este caso son los siguientes: 


“Paulina tenía trece años cuando fue víctima de una violación 
sexual perpetrada en su domicilio el 31 de julio de 1999, hecho 
que fue denunciado de inmediato ante la Agencia del Ministerio 
Público Especializada en Delitos ¡Sexuales y Violencia 
Intrafamiliar. A pesar de que este órgano investigador conocía 
el método de la anticoncepción de emergencia, no le ofreció a 
Paulina información ni acceso al mismo para que pudiera evitar 
un posible embarazo. Semanas más tarde, al acudir a una 
ginecóloga particular, Paulina y su madre María Elena se 
enteraron de que Paulina estaba embarazada. Este hecho, de 
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conformidad con la legislación del Estado, le daba derecho a un 
aborto legal [...] La agente del Ministerio Público otorgó la 
autorización para que la intervención se realizara en un hospital 
del sector público. Paulina fue internada en el hospital en dos 
ocasiones, tiempo durante el cual fue sometida a un largo e 
injustificado ayuno y se le dieron diversas excusas para no 
practicarle el aborto. Asimismo, durante este periodo de dos 
meses, las autoridades ejercieron todo tipo de presiones para 
que Paulina y su madre desistieran de su decisión. El 
Procurador de Justicia del Estado las condujo incluso en su 
automóvil ante un sacerdote católico, quien les recordó que lo 
que pretendían hacer estaba prohibido por la Iglesia Católica y 
les acarrearía la excomunión” (2002: 15 - 16) 


Paulina culmina con un embarazo impuesto como resultado de una violación 
sexual, ya que a pesar de contar con la autorización a que se le practicara el aborto legal, 
el mismo le fue impedido por influencias religiosas y por el incumplimiento de la ley (GIRE: 
2008). Como señala Rosario Taracena (2005), el caso fue seguido de cerca por los 
medios de comunicación, se iniciaron procedimientos penales nacionales (en la 
Subprocuraduría de Derechos Humanos de Baja California y en la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos) e internacionales (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos) y se produjo un amplio debate de argumentos a favor y en contra de la 
despenalización del aborto. 


El segundo suceso del año 2000, como señala GIRE (2008), ocurrió en el estado 
de Guanajuato, en medio de la reforma del código penal de ese estado, los legisladores 
intentaron volver a penalizar el aborto en caso de violación. El intento fue fallido, pero tuvo 
el efecto de mantener, junto con el caso de Paulina, el tema del aborto en el debate 
público en todo el país. 


Estos dos sucesos prepararon el contexto para el tercer hecho significativo de ese 
año, que fue el éxito de la reforma legislativa sobre el aborto propuesta por la Jefa del 
Gobierno del Distrito Federal, Rosario Robles, quien se había comprometido con la 


campaña “Acceso a la justicia para las mujeres” el año anterior. 


Norma Ubaldi y Mariana Winocur (2006) explican que la reforma introduce tres 
causas en las que el aborto ya no estaría penalizado que son: 1) cuando existan 
malformaciones genéticas o congénitas graves para el producto; 2) cuando de no 
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provocarse el aborto, la mujer embarazada corra peligro de afectación grave su salud y 3) 
cuando el embarazo sea resultado de una inseminación artificial no consentida. La 
reforma establece además que en los casos de violación e inseminación artificial no 
consentida el Ministerio público sería la instancia encargada de autorizar el aborto y las 
instituciones de salud del Distrito Federal tienen la obligación de proporcionar a la mujer 
información objetiva, veraz y suficiente sobre los riesgos, consecuencias y efectos del 


aborto. 


A un mes de publicada la Gaceta Oficial del Distrito Federal sobre la reforma, fue 
introducida una acción de inconstitucionalidad de la misma ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN). Su resolución se dio en el año 2002 con la ratificación de la 
reforma del 2000, “la SCJN interpretó en ese momento que la Constitución mexicana 
defiende la vida desde el momento de la concepción, también reconoció que esta garantía 
no es irrestricta y existen excepciones” (GIRE, 2008: 18) Con esto la resolución fortalece 


el carácter laico y la separación de los poderes del Estado mexicano. 


Una vez emitido el fallo de la Suprema Corte fue posible poner en práctica la 
reforma e iniciar las acciones para reglamentar el acceso a la interrupción legal del 
embarazo, establecer los lineamientos generales de organización y operación de los 
servicios, elaborar un manual completo de procedimientos para la interrupción legal del 
embarazo en las unidades médicas. Así mismo se logró definir los lineamientos para la 
actuación de los agentes del Ministerio Público ante solicitudes de interrupción en casos 
de violación o inseminación artificial (Ubaldi y Winocur, 2006; GIRE, 2008). 


En el 2003, explica GIRE (2008), surge una nueva propuesta presentada por una 
diputada de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Norma Gutiérrez de la Torre, que 
incluía la despenalización hasta las doce semanas pero que tenía contradicciones y 
retrocesos con respecto a la ley vigente en ese momento. La propuesta generó un 
impacto en las organizaciones que apoyan la despenalización, puesto que algunas 
estaban entusiasmadas con la propuesta presentada y otras no veían una coyuntura 
política propicia y no coincidían con todo su contenido y preferían actuar ante condiciones 
más favorables con menos desgaste en todos los sentidos. En ese momento, como 
explica GIRE (2008) existían dos posiciones: una a favor de ir “poquito a poquito” y otra 


que sostenía “queremos ya la despenalización venga de donde venga” (GIRE, 2008: 19) 


81 


En este momento de debate interno entre las organizaciones, fue presentada otra 
iniciativa por parte de la asambleísta Maricela Contreras, mucho más conservadora que la 
anterior, pero que contó con el análisis jurídico de organizaciones como GIRE, quienes 
tomaron en consideración los contenidos de la sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 


Norma Ubaldi y Mariana Winocur (2006) explican que esta propuesta de reforma 
del Código Penal y adiciones a la Ley de Salud del Distrito Federal de Contreras, fue 
aprobada en diciembre del 2003 siendo los principales aspectos de la reforma: 


1) Se incrementa el castigo para quien hiciera abortar a una mujer sin su consentimiento, 


con una sanción mayor si existía violencia física o psicológica, 


2) Se estableció que las instituciones públicas de salud del DF debían en un plazo no 
mayor de 5 días, realizar gratuitamente y en condiciones de calidad la interrupción del 
embarazo en los supuestos permitidos por la ley, a la mujer que lo solicitara y cumpliera 
con los requisitos establecidos, 


3) Se reguló la objeción de conciencia de las y los profesionales de la salud, de manera 
que una mujer que solicite una interrupción legal de embarazo tuviera garantizado el 
servicio, al precisarse que la Secretaría de Salud del DF deberá contar permanentemente 
con personal no objetor, aunque se reconozca el derecho individual de las y los médicos a 
negarse a hacer abortos legales, con base a sus creencias personales, 


4) Se eliminó el carácter de delito al aborto, estableciendo que las razones por las cuales 
se castiga en el Distrito Federal eran excluyentes de responsabilidad penal. 


Las reformas del 2000 y 2003 constituyeron un marco legal suficiente para que las 
mujeres pudieran acceder a una interrupción legal del embarazo por algunas de las 
causas permitidas. A partir de allí se inicia la campaña “El aborto por violación es legal”, 
llevada a cabo por un grupo importante de organizaciones de la sociedad civil e 
instituciones públicas, liderada por GIRE y dirigida a informar a la ciudadanía sobre los 
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requisitos y pasos a seguir, así como a reforzar las condiciones institucionales para el 


acceso a los servicios de aborto legal. 


Ubaldi y Winocur (2006) señalan que pese a los esfuerzos de la campaña, la 
implementación de los servicios no fue tarea fácil y el acceso al procedimiento continuó 
siendo restringido y complicado, siendo los principales obstáculos el desconocimiento del 
derecho al aborto en los casos de violación por parte de las mujeres, la necesidad de 
demostrar que fue violada y la creencia de las y los funcionarios de que la mujer miente, 
así como el desacuerdo o la objeción de conciencia por parte del personal de salud 
involucrado en los procesos de la interrupción. Todo esto dio como resultado, que fueron 


pocas las mujeres que lograron hacer valer su derecho. 


11.2.2.2 La despenalización dentro de las primeras doce semanas de gestación 


El año 2006, nuevamente electoral, el tema de la despenalización del aborto es 
traído al debate público por parte de una de las candidatas de la contienda electoral, 
Patricia Mercado, feminista y presidenta del partido México Posible; quien con sus 
declaraciones obliga a los demás candidatos y partidos políticos a mostrar su postura con 
respecto al aborto legal (GIRE, 2008). Esta nueva coyuntura es aprovechada por las 
organizaciones sociales con experiencia en la defensa de los derechos humanos quienes 
decidieron dialogar con las y los candidatos presidenciales, un grupo de éstas eran 
organizaciones de mujeres que hicieron sus propuestas en materia de derechos de las 
mujeres y, adicionalmente, diseñaron la campaña “Aunque voten, las mujeres no tienen 
elección”, que aludía a que a las mujeres no se les permite tomar decisiones sobre su 


cuerpo, el texto de la campaña decía: 


“Si las mujeres pueden elegir presidente, diputados y 
senadores... 

¿Por qué no pueden elegir sobre su maternidad? 

Miles de mujeres arriesgan sus vidas en abortos clandestinos. 
Todas deberían tener el derecho a decidir. 

Elige a quien garantice ese derecho”. (GIRE; 2008: 31) 


Llama la atención que esta campaña no apoyaba ningún candidato, pero por un 
lado estimula a la población, sobre todo a jóvenes y a las mujeres a exigir una respuesta 
a las y los candidatos con respecto al tema del aborto y a su vez interpela públicamente a 
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los mismos para que no puedan evadir el tema de los derechos sexuales y reproductivos 
ni del aborto, como lo hicieron en el año 2000. 


Se trató de un año con gran polarización política e impugnaciones y revisiones de 
los resultados electorales, “con una gran disputa por el poder en detrimento de las 


necesidades sociales básicas, dejadas permanentemente de lado” (ibídem, 34). 


Pero fue en este contexto, que el diputado Armando Tonatiuh González del Partido 
Revolucionario Institucional (PRI), presentó ante la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal, la iniciativa de despenalización del aborto dentro de las primeras 12 semanas de 
gestación, entendiendo el aborto como un problema vinculado a los derechos de las 
mujeres y a la salud pública, y que la despenalización les haría una sociedad más abierta, 
madura y fuera de dogmas y prejuicios; y días más tarde, el diputado Jorge Díaz Cuervo 
del Partido Alternativa, presentó una segunda propuesta, que mantenía la 
despenalización hasta las 12 semanas pero contemplaba algunas diferencias a la 
presentada por el PRI. 


De tal manera que, ambas propuestas estaban en estudio en el seno de la 
Asamblea Legislativa y se tenían dudas acerca del apoyo que pudieran tener las 
propuestas a lo interno de la asamblea, ya que cada una de ellas vino de parte de los 
partidos minoritarios. Una situación de tensión similar a la presentada en el 2003. 


Una vez que se conoce públicamente de la existencia de estas propuestas, se 
inician las acciones de los grupos en contra de la despenalización del aborto, 
particularmente de la Iglesia Católica, con su postura en la defensa de la vida desde la 
concepción sin ningún tipo de excepciones y la creencia de que la persona se constituye 
en el momento en que un espermatozoide se une a un óvulo; argumentos que fueron 


desarrollados en el capítulo l. 


GIRE (2008) explica que las estrategias empleadas por la Iglesia Católica y los 
grupos en contra de la despenalización, para este momento fueron: la amenaza de la 
excomunión para aquellos legisladores que apoyaran la despenalización, la promoción y 
apoyo logístico de marchas contra la despenalización, utilización de los medios de 


comunicación para la realización de spots publicitarios, impresión de tarjetas telefónicas 
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con la imagen del Papa Juan Pablo ll con mensajes vinculados a la defensa de la vida 
desde la concepción. Mientras que por su parte, el Partido Acción Nacional (PAN), único 
que está abiertamente en contra del aborto, se limitó a oponerse a la despenalización y 
apoyar la solicitud de referéndum (sugerida en la propuesta de Tonatiuh González) que 
era riesgoso para la despenalización, ya que los sectores contrarios a las propuestas 
podían invertir gran cantidad de recursos económicos traducir esto en una desventaja real 


y un obstáculo para la reforma. 


GIRE señala que las estrategias de las organizaciones a favor de la 
despenalización y sus aliados fueron fundamentalmente mediáticas: “no tomamos las 
calles pero tomamos los medios” (GIRE, 2008:45) para señalar la gran presencia en la 
radio, la prensa y la televisión, con argumentos centrados en la caracterización del aborto 
como problema de salud pública, justicia social y de la autonomía de las mujeres, que 


también fueron desarrollados previamente. 


Sus estrategias se centraron en mostrar datos del problema del aborto y vincularlo 
con las deficiencias en los programas de educación sexual e información en general, las 
limitaciones en el acceso a los métodos anticonceptivos, la violencia sexual, las fallas de 
los anticonceptivos y las complicaciones postaborto. Inicialmente evitaron entrar en el 
debate del carácter de persona o no del embrión, pero ante la insistencia del tema en el 
debate, la respuesta siguió dos líneas argumentativas, la primera responder con 
argumentos científicos y la segunda dejando la libertad a cada quien en tomar su decisión 
“quien pensara que existía una persona desde el momento de la concepción, que actuara 
en consecuencia; es decir, según los dictados de su conciencia” (Ibídem, 46) Esto para 
reforzar la idea de que la ley propuesta no obliga a las mujeres a interrumpir su embarazo 
sino que amplía sus libertades al plantear al posibilidad de esta decisión. 


También se apoyaron en expresiones como “Nadie está a favor del aborto” y en la 


campaña “Vida es...” para enriquecer el debate. La campaña plantea: 


“Vida es... contar con opciones para decidir libremente y 
también Vida es...poder elegir un aborto legal y seguro. Y lo es 
para todas las mujeres; aquellas que deciden no ser madres y 
las que quieren serlo, pero que ante determinadas 
circunstancias consideran que no es el momento adecuado” 
(Ibídem, 47) 
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GIRE continúa relatando que las organizaciones a favor de la despenalización 
tuvieron el apoyo del Colegio de Bioética, que publicó un comunicado en periódicos de 
circulación nacional en el que expresó su apoyo a la iniciativa de despenalización del 
aborto en el Distrito Federal y planteó los argumentos a favor del respeto a la pluralidad 
de ideas y neutralidad religiosa en toda política pública de un país laico. También 
destacaron los argumentos de Católicas por el Derecho a Decidir y se logró que el apoyo 
a la despenalización agrupara un colectivo de diversos sectores: jóvenes, mujeres, 


científicos, periodistas, intelectuales y formadores de opinión. 


El mismo relato señala que mientras esto ocurría, en el seno de la Asamblea 
Legislativa se encontraba en proceso la elaboración de un dictamen que conciliara las dos 
propuestas en estudios y que, además, la misma fuera cónsona con el dictamen de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación del año 2002. A cargo de esta labor se 
encontraban las Comisiones Unidas de Administración y Procuración de Justicia, Salud y 
Asistencia Social, y Equidad de Género, con el apoyo de profesionales expertos y juristas, 
tanto de la sociedad civil organizada como de la academia. El dictamen proponía de 
manera sucinta lo siguiente: 1) la reformulación del tipo penal o definición jurídica de 
aborto, con lo que se despenaliza dentro de las primeras 12 semanas de gestación, 2) la 
inclusión de la definición de embarazo, 3) la inclusión de la figura de aborto forzado, 4) la 
reducción de las sanciones para las mujeres que se procuren o consientan un embarazo 


después de las 12 semanas de gestación. 


Finalmente, el debate legislativo se realizó el 24 de abril de 2007 y tuvo como 
resultado la aprobación del dictamen presentado por las Comisiones Unidas con 46 votos 


a favor, 19 en contra y una abstención. 


Un mes más tarde, en mayo del 2007, se publica el Manual de Procedimientos 
para Interrupción Legal del Embarazo en Unidades Médicas por parte de la Secretaría de 
Salud de Ciudad de México, para poder dar respuesta a las solicitudes de interrupción de 
las mujeres a partir de los resultados de esta sentencia (Secretaria de Salud de la Ciudad 
de México, 2007). Pero los avances no pudieron continuar en este momento, debido a las 
acciones de inconstitucionalidad ejercidas en contra la reforma, tal y como veremos a 


continuación. 
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11.2.2.3 Acciones de inconstitucionalidad 


Para exponer el proceso durante este tercer período, recurrimos de nuevo al 
trabajo de GIRE del año 2009 en el que brindan una descripción pormenorizada y un 
análisis en torno a las acciones de inconstitucionalidad introducidas en contra de la ley 
sobre aborto en la Ciudad de México y sus resultados. 


Antes de que se cumpliera un mes de que saliera publicada en Gaceta Oficial del 
Distrito Federal la reforma a la ley que despenaliza en aborto dentro de las primeras 12 
semanas de gestación, la Procuraduría General de la República y la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos presentaron, cada una de manera independiente, introdujeron 
acciones de inconstitucionalidad contra la reforma aprobada ante la Suprema Corte de la 
Nación. 


La acción de inconstitucionalidad de la Procuraduría General de la República 
estaba centrada fundamentalmente en el cuestionamiento a la definición del aborto que 
incluyó la reforma, es decir, estaba en contra de la despenalización hasta las 12 semanas 
de gestación, pero además cuestionaba la competencia de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal para modificar contenidos de la Ley de Salud del Distrito Federal. 


Por su parte, la acción introducida por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, tenía como punto central la defensa del artículo 4 de la Constitución de México 
que reconoce los derechos reproductivos, argumentando que este derecho corresponde a 
la pareja y no sólo a la mujer, por tanto, la mujer a título individual no tendría el derecho a 
decidir ante un embarazo no planificado o no deseado. Este planteamiento se centraba 
en la defensa del derecho a la paternidad, dejando de lado el hecho de que los derechos 
reproductivos corresponden a “toda persona” y no a la pareja, tal y como se refleja en el 
texto constitucional. Igualmente defendían el derecho a la vida desde la concepción, la 
protección de la vida, el derecho a la protección de la vida desde la gestación y el derecho 
a la igualdad y a la paternidad, derecho a la objeción de conciencia y derecho a la salud 
en su dimensión social y principio de legalidad. 


Con estas acciones, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se constituye en la 
instancia protagónica del tema del aborto, ya que además de ser la que definiría la 
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constitucionalidad de la despenalización del aborto, definiría también los términos del 
debate, que sería fundamentalmente jurídico con el apoyo de otras perspectivas 
disciplinarias y con la mayor inclusión y participación posibles. 


La realización de seminarios académicos y publicaciones no se hicieron esperar. 
Es imprescindible destacar la relevancia del seminario “Aborto: un debate abierto” 
realizado en enero del 2008 convocado por un colectivo de universidades y 
organizaciones de la sociedad civil mexicana; así como la publicación del libro Derechos 
Humanos, aborto y eutanasia, elaborado por los juristas, ya citados en el capítulo 1, Jorge 
Carpizo y Diego Valadés, ambos de gran trayectoria y reconocimiento público. Estos 
sucesos, junto con otros artículos, editoriales y opiniones en los medios de comunicación 
constituyeron un gran apoyo a la constitucionalidad de la reforma aprobada en el Distrito 
Federal, mientras se encontraba en pleno el contexto de discusión en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 


Otra estrategia utilizada por las organizaciones que apoyaban la constitucionalidad 
de la despenalización fue el Amicus Curiae que, al igual que en caso de Colombia, “es un 
recurso jurídico que puede ser utilizado por personas o instituciones que no son parte 
directa u oficial de un litigio judicial, pero que tienen la voluntad e interés de aportar 
argumentos al mismo” (GIRE, 2009: 29). Apoyadas en esta posibilidad, las organizaciones 
mexicanas (e incluso de otros países como Estados Unidos, Canadá, Colombia y 
Argentina) hicieron llegar información y argumentos a la Suprema Corte, enfatizando 
temas como: el carácter laico del Estado mexicano, la consideración de que la 
Constitución mexicana no reconoce el feto como persona, la ¡legalidad del aborto como un 
factor que influye negativamente en la salud de las mujeres en edad reproductiva, 
reflexiones filosóficas y ontológicas, así como las recomendaciones sobre la interrupción 
legal del embarazo de diversos organismos de derechos humanos, el trato que se le ha 
dado al aborto en las cortes de otros países y determinadas sentencias en las que se 
identifican un reconocimiento y respeto más amplio a los derechos humanos de las 


mujeres. 


Otro recurso establecido por la Suprema Corte, fue la realización de audiencias 
públicas, mecanismo que permite a asociaciones o particulares exponer sus puntos de 


vista sobre asuntos trascendentes que vayan a ser discutidos por el máximo tribunal 
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judicial. Esta modalidad de audiencias públicas fue inaugurada por la Suprema Corte con 
el tema de la despenalización del aborto y estableció seis audiencias, tres para las 
ponencias a favor de la constitucionalidad y tres en contra, pautando además la 
metodología y procedimiento a seguir. La Suprema Corte recibió un total de 186 
solicitudes para estas audiencias, de las cuales: 


“125 (67 por ciento) fueron de personas que apoyaban la 
inconstitucionalidad de las reformas y 61 (33 por ciento) la 
constitucionalidad de las mismas. El ámbito de sociedad civil 
fue del que provino el mayor número de solicitudes (92), las 
demás fueron del Poder Legislativo (46), del Poder Ejecutivo 
(3), de diversas universidades (23), de revistas especializadas 
(3), participaciones individuales o de otros ámbitos (16) y una 
solicitud provino de la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal. El primer dato que llama la atención es que la 
mayoría de las personas que solicitaron audiencia fueron 
hombres (110). Ellos también fueron quienes más solicitaron 
participar para expresarse en contra de la despenalización” 
(Ibídem: 31) 


De este total de solicitudes sólo 80 personas pudieron participar en las audiencias 
públicas. Las personas que se manifestaron en contra la despenalización tuvieron tres 
argumentos principales: que existe una persona desde el momento de la concepción, lo 
cual está reconocido constitucionalmente y que el embrión es independiente de la mujer. 
Mientras que, las que estaban a favor de la reforma tuvieron como eje central los 
derechos de las mujeres: el derecho a la salud, a la vida, a la autodeterminación y a la 
libertad, vinculados con el derecho a la maternidad voluntaria. 


Las acciones de inconstitucionalidad presentadas ante la Suprema Corte fueron 
reflejadas en el proyecto de dictamen de sentencia elaborado por el ministro Salvador 
Aguirre Anguiano, que fue con el que se dio inicio al proceso de discusión en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en agosto de 2008. El contenido del proyecto de dictamen, 
por supuesto, era contrario a la constitucionalidad de la reforma y planteaban una 
supremacía de los derechos atribuidos al no nacido respecto a los derechos reconocidos 
de las mujeres. De tal manera que las y los miembros de la Suprema Corte tendrían que 


argumentar sus alocuciones y decisiones en función a este dictamen. 
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Las argumentaciones y disertaciones de las y los miembros de la Suprema Corte 
fueron amplias y complejas, dada la naturaleza del debate. GIRE en su trabajo destaca 
varias de las intervenciones más contundentes, siendo una de ellas la del ministro Valls 
Hernández, quien se expresó a favor de la búsqueda de una suerte de balance en el tema 
de la ponderación de derechos: 


“Si bien el legislador debe proteger la vida en gestación no 
puede afectar en forma desproporcionada los derechos de la 
mujer, no es constitucionalmente admisible que el legislador, 
con la finalidad de proteger la vida en gestación, sacrifique, en 
forma absoluta, los derechos fundamentales de la mujer 
embarazada, considerándola entonces como un mero 
instrumento de la vida en gestación” (ibídem, 38) 


Se trató de un debate amplio e intenso que culminó el 28 de agosto de 2008, 
obteniéndose sólo tres votos a favor del proyecto de dictamen de sentencia y ocho en 
contra. Es decir, hubo una mayoría calificada a favor de la constitucionalidad de la 
reforma, sentando así una jurisprudencia obligatoria para todos los tribunales de México, 
quienes deberán fallar en circunstancias similares en el mismo sentido que lo acaba de 
hacer la Suprema Corte, definiendo con esto lo parámetros dentro de los cuales los 
legisladores deben regular el tema del aborto para estar acorde con la Constitución. 


La sentencia se hizo pública en marzo de 2009, su redacción estuvo a cargo del 
ministro José Ramón Cossío Díaz y el contenido de la misma resuelve en detalle todos 
los aspectos impugnados por las acciones de inconstitucionalidad presentados por la 
Procuraduría General de la República y por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Del derecho a la vida, uno de los aspectos más polémicos la sentencia, 
resolvió que “del hecho de que la vida sea una condición necesaria de la existencia de 
otros derechos no se puede válidamente concluir que debe considerarse a la vida como 


más valiosa que cualquiera de esos otros derechos” (Ibídem, 40) 


La sentencia contempla la despenalización del aborto como un instrumento que 
contribuye a disminuir la brecha cultural entre hombres y mujeres y se constituye en un 
referente ineludible para México y América Latina, que asocia la despenalización del 
aborto con el conjunto de derechos humanos de las mujeres. 
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Capítulo III 


Despenalización del aborto en Venezuela 


En Venezuela, como en el resto de América Latina y el Caribe, el aborto ha estado 
penalizado en los diversos Códigos Penales elaborados en el país. El primero, de 1863, 
no tuvo vigencia efectiva y se desconoce si incluía el tema de aborto. El segundo, de 
1873, y primero en entrar en vigencia, contemplaba la “Ley Segunda del Aborto” que 
incluía cuatro especies delictivas, que eran: el aborto provocado por la propia mujer (Art. 
363), el aborto provocado por tercera persona (Art. 364), el aborto terapéutico (Art. 365) y 
el aborto sufrido (Art. 366). Este código se mantuvo durante 24 años y fue derogado con 
un nuevo código en 1897, que produjo cambios significativos en cuanto a la técnica 
legislativa y modificaciones no sustanciales en materia de aborto (Sgambatti, 1986/1999). 


El Código Penal de 1897, incluyó en el Libro segundo, "De las diversas especies 
de delito", Título IX "De los delitos contra las personas", un Capítulo IV referido al "Aborto 
provocado". Este capítulo incluye las cuatro especies delictivas contempladas en el código 
anterior, modificando el artículo referido al aborto provocado por la propia mujer al incluir 
la intencionalidad del delito y reducir la penalidad del mismo (de los 2 a 4 años 
establecidos del Código de 1873 a 6 meses a 2 años en el nuevo Código) y en el caso del 
aborto provocado por tercera persona, se amplía la definición y se establece una 
penalidad, que no estaba establecida en el Código de 1873. Además, se incorpora en 
aborto honoris causa que tampoco estaba contemplado en el Código anterior. 


Las cinco especies delictivas que se presentan en el Código Penal de 1897 son 
exactamente las mismas que tenemos en el Código Penal actual, sin registrarse ninguna 
modificación en los nueve códigos penales elaborados o reformados luego de 1897 (1904, 
1912, 1915, 1926,1949, 1958, 1964, 2000 y 2005); es decir, que en materia de aborto se 
tiene el mismo manejo legislativo y los mismos artículos desde hace 115 años, tal y como 


se muestra en cuadro 2 sobre la evolución legislativa del aborto en Venezuela en anexos. 


Es impresionante constatar que en 115 años, con una nueva Constitución de la 


República del año 1999 y a pesar de los avances en materia de derechos humanos y 
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derechos sexuales y reproductivos a nivel mundial y en América Latina, Venezuela se 


mantenga estancada en materia del aborto. 


Se han hecho esfuerzos por modificar esta situación: se han elaborado propuestas 
para reformas o para la creación de nuevos códigos penales, se han diseñado estrategias 
dirigidas a incidir en el proceso constituyente venezolano de 1999, la redacción de la 
actual Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se han hecho propuestas 
de reforma de la misma en el 2007 y también se han publicado de algunos libros con 
iniciativas para cambiar leyes más puntuales como la Ley del Ejercicio de la Medicina o la 
Ley de Igualdad de Oportunidades. El resultado es que no ha habido cambios legislativos 
desde 1897 en materia de despenalización del aborto. 


Es oportuno conocer estos esfuerzos para hacer un balance actual de los mismos 
y evaluar cuáles podrían ser los argumentos claves para la despenalización del aborto en 
la Venezuela de hoy. 


III. 1 De Giovanna Machado a la no inclusión del derecho a la vida desde la 
concepción en la Carta Magna 

Para algunas feministas venezolanas el proceso hacia la despenalización del 
aborto en nuestro país tiene 33 años y se inició con la publicación del libro En Defensa 
del Aborto en Venezuela escrito por la bióloga, socióloga y feminista Giovanna Machado 
(después Mérola) en el año 1979 (Teresa Sosa, 2009a; Magdalena Valdivieso y Gladys 
Parentelli, 2011) que causó una gran repercusión en el país debido a los debates que se 
produjeron, tanto en los medios de comunicación como en los distintos espacios públicos 
donde el libro fue presentado e incluso se convirtió en texto pionero de esta lucha en 


Latinoamérica. 


El debate sobre el aborto estaba sobre el tapete y sólo dos años después, en 
1981, la Federación Médica Venezolana (FMV), presidida por el Dr. Rosendo Castellanos, 
en su XXXVI Reunión Ordinaria de la Asamblea presentó la ponencia central denominada 
“Tema Oficial: El aborto en Venezuela” (FMV, 1981/1985; Teresa Sosa, 2009a; Teresa 
Sosa, 2009b; Gioconda Espina, 2004). La ponencia argumentaba que el aborto debía ser 
visto como un problema de salud pública y reconocía que el establecimiento de leyes 
liberalizadoras en muchos países había contribuido significativamente a la solución del 
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problema. La asamblea de la FMV aprobaba la práctica del aborto en los siguientes 
casos: 


“por razones médicas de la madre (gravedad, peligro de su vida), 
por razones eugenésicas (fenómenos teratológicos, anuncio de un 
hijo con serias taras físicas) y en el caso de una mujer honesta 
victima de agavillamiento o patota, que pudiere quedar preñada por 
un belitre o truhán desconocido (sic)” (FMV, 1981/1985: 2) 


La asamblea de la FMV recomendaba la modificación de la legislación vigente por 
parte del Congreso Nacional a fin de que se pudiera interrumpir el embarazo legalmente 
en los casos señalados, rechazaba el aborto libre y permitía a los profesionales de la 
medicina interrumpir el embarazo, siempre que existiera evidencia médica documentada 
de que el mismo fuera por: a) fines terapéuticos, b) en caso de violación sexual, c) 
cuando existan lesiones físicas o intelectuales que impidan la vida del feto e interfieran 
con la misma. Se planteaba además que éstos procedimientos sólo podían ser 
practicados 1) a solicitud de los padres, de la madre cuando no exista unión legítima o no 
haya reconocimiento del padre o a solicitud del representante legal de la mujer mediante 
consentimiento expreso y por escrito; 2) mediante certificación escrita de los médicos 
especialistas de reconocida competencia e idoneidad profesionales; y 3) las solicitudes 
anteriores deberán ser aceptadas por una Comisión especial designada al efecto. 
Además, la FMV determinó la creación de una comisión encargada de solicitar al 
Congreso de la República la revisión del Código Penal para hacer las reformas 
pertinentes en esta materia y posteriormente elaborar un anteproyecto de ley que 


regularice la situación de la mujer en materia de aborto. 


Esta asamblea de la FMV fue impulsada por médicos y médicas, abogados y 
abogadas, feministas y demás personas que apoyaban la despenalización del aborto 
considerando que existía una oportunidad en ese momento ya que en el Congreso de la 
República se estaba a la espera de una reforma de la Ley del Ejercicio de la Medicina. En 
la elaboración de la ponencia colaboraron la abogada Sonia Sgambatti, la psicóloga Elisa 
Jiménez, la doctora María E. Fernández D' Empaire, la licenciada Emma Hermoso, la 
profesora Giovanna Mérola (antes Machado) y la licenciada María Teresa Pi Suñer El 
debate de esta Asamblea fue recogido por los medios de comunicación y se recibió una 
fuerte arremetida de la Iglesia Católica, por el debate y la ponencia. Luego, en 1982, el 
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Congreso de la República al momento de discutir la nueva Ley del Ejercicio de la 
Medicina, rechazó la propuesta en materia del aborto. 


Si bien no se encontraron registros explicativos o de análisis sobre las razones del 
fracaso de esta propuesta, podemos presumir en función de la “arremetida de la Iglesia 
Católica” señalada y dada la experiencia de otros países de la región en sus luchas por la 
despenalización, que ésta fue la fuerza que impidió a los diputados y diputadas del 
Congreso aceptar la propuesta, además del poco conocimiento del tema por parte de 
éstos y de la sociedad en general. 


Esta propuesta constituye el primer esfuerzo de despenalizar el aborto en nuestro 
país, pero es importante hacer algunas acotaciones a la misma. En primer lugar, llama la 
atención que la propuesta, aunque apoyada por algunas feministas y de alguna manera 
impulsada por el debate iniciado tras la publicación del libro de Giovanna Machado, no 
surge como una solicitud de las mujeres ante el Congreso de la República; sino que nace 
del seno del gremio médico, lo que puede explicar en gran medida el énfasis de la 
propuesta en ver al aborto como un problema de salud pública y coloca a los 
profesionales de la medicina en un lugar central a la hora de tomar la decisión sobre el 
aborto de la mujer y quienes en definitiva tienen la potestad de realizar o no la 


interrupción. 


En la propuesta, la mujer sólo puede solicitar por sí misma el aborto cuando no 
tenga una unión legítima y deja mayores posibilidades a los terceros (padre, madre, 
representante legal o profesional experto/a) para hacer la solicitud de aborto y, en todo 
caso, cualquier solicitud tendría que ser aprobada por una comisión especial designada a 
tal efecto. Tampoco se plantea la posibilidad de que ante las mismas indicaciones 
(terapéuticas, de violación sexual o cuando existan malformaciones) la mujer por sí 
misma se practique el aborto o solicite la ayuda de terceros que no sean profesionales de 
la medicina. Por supuesto, para el momento en que se realiza esta propuesta no se 
contaba con los avances actuales del aborto farmacológico (uso de la mifepristona o el 
misoprostol) y los riesgos de un aborto inseguro eran aún más altos que los que existen 
hoy en día; pero interesa enfatizar que esta propuesta no parte del reconocimiento de los 
derechos de las mujeres a decidir sobre su embarazo y su cuerpo, sino de ver el aborto 
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como un problema de salud pública, que sin suda lo es, pero es sólo un aspecto de la 
problemática. 


Vale decir, además, que la propuesta no era cónsona con el reclamo de las 
feministas a nivel mundial, que se encontraban en la lucha por el aborto libre y gratuito y 
tampoco respondía a una movilización de las propias mujeres venezolanas en la 


exigencia de sus derechos. 


Puede pensarse que el tema del aborto no era tema prioritario para las feministas 
de ese momento, quienes se encontraban trabajando arduamente por la reforma de 
Código Civil de 1982 (Gioconda Espina y Cathy Rakowski, 2002). Pero también hay que 
señalar que el movimiento de derechos humanos en Venezuela, incluidos los derechos de 
las mujeres, era muy frágil en ese momento, eran fundamentalmente grupos de opinión 
muy poco estructurados. Es ya entrados los años 80, con los avances en materia de 
derechos humanos a nivel mundial, cuando empieza a surgir una nueva generación de 
defensoras y defensores de los derechos humanos que se constituyeron en 
organizaciones no gubernamentales (ONG) registradas en las instancias nacionales como 
asociaciones civiles sin fines de lucro, que desarrollaban estrategias de acción integrales, 
complementando el accionar clásico de denuncia (frente a los medios de comunicación), 
con el de defensa jurídica de casos en el ámbito nacional e internacional, con la formación 
y educación en derechos humanos de comunidades, víctimas y funcionarios públicos y 
con la investigación y monitoreo de la actuación del Estado (Ligia Bolívar y Raúl Cubas, 
2009). 


En materia de derechos de las mujeres también surgieron este tipo de 
organizaciones”, algunas de ellas dedicadas al área de la salud sexual y reproductiva que 
se crearon para dar respuesta a las necesidades de servicios no cubiertos por el Estado. 


2 La mayoría de estas ONG fueron fundadas por mujeres, como es el caso de los Círculos Femeninos Populares (creada 
de manera informal en 1974 y consolidada en los 80), la Asociación Venezolana para una Educación Sexual Alternativa. 
(AVESA fundada en 1984), el Centro de Investigación Social, Formación y Estudios de la Mujer (CISFEM, fundada en 
1989). Algunas surgen como iniciativa de profesionales de la medicina, como es el caso de la Asociación de Planificación 
Familiar (PLAFAM, fundada en 1986) que pertenece a la Federación Internacional de Planificación de la Familia (IPPF) 
(Red de Población y Desarrollo Sustentable RedPob, 2001). 
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Algunas de estas ONG y otras, cuyas miembras estaban ligadas al movimiento 
amplio de mujeres - tanto las que trabajaban en derechos de las mujeres como las que 
trabajaban en salud sexual y reproductiva- con el común compromiso en la lucha por 
lograr una equidad de género en nuestra sociedad (RedPob, 2001), crearon en marzo de 
1985 la Coordinadora de ONG de Mujeres, CONG, una red que logró reunir unas 
veinticinco ONG entre 1985 y 1990. Pese a que esta red logró tener un gran impacto y 
sirvió como plataforma para el acceso de derechos de las mujeres en nuestro país 
(particularmente en la protección a las madres trabajadoras y sus familias, en la Ley 
Orgánica del Trabajo, vigente hasta el 30 de abril del 2012) nunca apoyó propuestas 
como la despenalización del aborto o la libre orientación sexual, debido a la falta de 
acuerdo entre los grupos. A esto hay que añadir, que en Venezuela las reivindicaciones 
relacionadas con los derechos sexuales y reproductivos no lograron posicionarse 
políticamente con la misma fuerza que otras áreas de lucha de las mujeres; la sexualidad 
y la reproducción son tópicos percibidos por los partidos políticos como concernientes a la 
esfera privada e íntima de las personas. 


No obstante estas dificultades, algunos avances se seguían gestando, evidencia 
de esto fue la elaboración de un proyecto de reforma del Código Penal presentado al 
Congreso de la República que despenalizaba el aborto en casos de violación sexual. 
Proyecto que fue analizado por la doctora Sonia Sgambatti en su trabajo de ascenso 
como profesora de la Cátedra de Medicina Legal de la Facultad de Medicina de la 
Universidad Central de Venezuela, realizado en 1986 y en el que presenta sus 
argumentaciones a favor de esta propuesta. Los artículos propuestos fueron: 


“Autoaborto. Articulo. 249. La mujer que dolosamente 
provocare su propio aborto, será penada con prisión de tres a 
doce meses. La tentativa del delito no es punible” (Sgambatti, 
1986/1999: 75) 


“Aborto consentido. Artículo 250. La mujer que consienta en 
que se le provoque el aborto será penada con prisión de seis 
meses a dos años. Cualquiera que hubiere provocado el aborto 
de la mujer con el consentimiento de éstas, será penado con 
prisión de doce a treinta meses” (Ibídem: 76) 


“Aborto no consentido. Artículo 251. Cualquiera que haya 
provocado el aborto de una mujer, sin el consentimiento de 
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ésta, será penado con prisión de tres a cinco años. Si para 
consumar el delito o para obtener el consentimiento de la mujer 
el culpable empleó fraude, violencias o amenazas, la pena 
aumentará de una tercera parte a la mitad. Igual agravación se 
aplicará si el consentimiento ha sido prestado por una menor de 
catorce años o por una mujer inimputable a causa de su 
perturbación mental” (Ibídem: 77) 


“Aborto preterintencional. Artículo 252. Cualquiera que con 
actos dirigidos a causar una lesión personal provocare el aborto 
de una mujer, siempre que el embarazo fuere notorio o le 
constare, será penado con prisión de seis meses a dos años” 
(Ídem) 


“Aborto culposo. Artículo 253. Cualquiera que por culpa 
provocare el aborto de una mujer, será penado con prisión de 
tres a doce meses” (Ibídem: 78) 


El proyecto contemplaba en el artículo 254 algunos agravantes en los casos de 
muerte de la mujer o cuando quien realice el aborto tenga la condición médica, en los 
delitos de aborto consentido, no consentido, preterintencional y culposo. Mientras que el 
en artículo 255 preveía eximentes, en caso de aborto terapéutico ampliando la condición 
para salvar la salud de mujer (no sólo la vida de la parturienta como está previsto en el 
Código Penal vigente) y en embarazo involuntario producto de violación sexual. Este 
proyecto, desincorpora la figura de aborto honoris causa. 


Los argumentos de la doctora Sgambatti en apoyo a la propuesta fueron, en primer 
lugar los anacronismos existentes en el propio Código y que en materia de aborto sólo se 
ocupa de la sanción, cuya penalidad “ocasiona en la psiquis femenina una verdadera 
incertidumbre y la ciencia del Derecho debe ofrecerle seguridad y no abandonarla, 
empujándola a la clandestinidad para resolver su problema, que dicho sea de paso, es un 
problema de humanidad” (Ibídem: 89). Luego, argumenta que el fin último del derecho 
está en la equidad y no en la injusticia, y éste debe contemplar la posibilidad de 
interrumpir un embarazo ante problemas humanitarios, como en aquellos en los corre 
grave peligro la salud de la embarazada, cuando se compruebe que el embarazo es 
producto de la violación o cuando el niño que está por nacer presenta anomalías 
incurables. Enfatiza, además, que la despenalización del aborto abre una posibilidad de 
libre albedrío para las mujeres. 
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Es interesante que la autora califique la propuesta de reforma en materia de aborto 
como “decididamente tímida”, considerando que no llega a contemporizar con el 
pensamiento humano requerido en estos tiempos, ni con la filosofía del Derecho moderno. 
El libro publicado por la autora genera gran polémica en el país, es considerado texto de 
consulta obligatoria y a la fecha ha tenido tres ediciones que han permitido mantener 


vigentes sus argumentaciones a favor de la despenalización del aborto. 


El Código Penal no es reformado en 1986 por el Congreso de la República. 
Venezuela se encuentra en un momento de crisis del modelo rentista de la economía, que 
se pretendía superar con la aplicación de políticas de ajuste estructural impulsadas por los 
organismos financieros multilaterales como el FMI y el Banco Mundial, lo que generó 
condiciones de inestabilidad política y social ('Caracazo” en 1989 y dos golpes de estado 
en 4F y 27N de 1992), marco en el cual el naciente movimiento de derechos humanos 
tendría que dar respuestas creativas (Ligia Bolívar y Raúl Cubas, 2009; RedPob, 2001). 


Ante esta necesidad de crear salidas estratégicas a la defensa de los derechos 
humanos y con la plataforma de acción dada por el compromiso del gobierno venezolano 
al cumplimiento de los acuerdos logrados en materia de salud sexual y reproductiva en la 
Conferencia Internacional de Población y Desarrollo de El Cairo en 1994, las ONGs 
venezolanas emprendieron la iniciativa de desarrollar un trabajo conjunto y crearon en 
1995 la Red de Población y Desarrollo Sustentable, RedPod””. 


Pero el tema del aborto en estos años 90 no fue desarrollado por la RedPob en 
una línea estratégica. El posicionamiento público sobre la despenalización del aborto, sin 
el convencido apoyo de un grupo de organizaciones, implicaba siempre la evaluación del 
costo político y financiero para la organización que tomara esta iniciativa y para las 
beneficiarias de sus servicios. De tal manera que los esfuerzos de las ONG en salud 
sexual y reproductiva y de la RedPob se dirigieron a abordar otros temas menos 
polémicos, pero también absolutamente necesarios en pro de los derechos sexuales y 


reproductivos y los derechos humanos de las mujeres, como los señalados previamente. 


10 La Red Pob fue fundada con la misión de promover el cumplimiento de los acuerdos logrados y suscritos en 
Venezuela en la conferencia de El Cairo (RedPob, 2001) y estuvo integrada por 12 ONGs representativas del 
área de salud sexual y reproductiva del país. La RedPob, participó en la elaboración de leyes, destacándose 
el trabajo en la Ley sobre la Violencia contra la Mujer y la Familia y la inclusión de artículos referidos a los 
derechos sexuales y reproductivos en la Ley Orgánica de Protección a Niños y Adolescentes (ambas 
promulgadas en 1998). 
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Pero el panorama cambia radicalmente en 1999 ante un hecho de gran envergadura: el 
proceso constituyente venezolano para la redacción de una nueva Carta Magna. 


Durante los años 90, tras la gran inestabilidad política del país entre los años 1989 
y 1993, el enjuiciamiento y destitución del Presidente Carlos Andrés Pérez, la presidencia 
provisional de Ramón J Velásquez y en el segundo mandato del Presidente Rafael 
Caldera, surge la idea de la reforma constitucional como una salida a la crisis que estaba 
experimentando Venezuela, pero esta iniciativa no fue acogida por el Congreso Nacional 
ni por los partidos políticos tradicionales. La iniciativa fue tomada por el Presidente Hugo 
Chávez Frías, electo en diciembre de 1998 con un apoyo del 56% de los votos, y la 
iniciativa de reforma constitucional fue aprobada con el 80% de los votos en referéndum 
consultivo realizado en abril de 1999, convocando con ello a una Asamblea Nacional 
Constituyente cuyas elecciones para elegir a sus miembros fue efectuada en julio de ese 
mismo año (RedPob, 2001). 


La participación del movimiento de mujeres y la lucha por los derechos sexuales y 
reproductivos en el proceso constituyente venezolano quedaron recogidas en el libro Los 
Derechos Sexuales y reproductivos en la nueva Constitución venezolana. Testimonios de 
un debate, elaborado por la RedPob (2001), del que hacemos un resumen para mostrar 
los logros alcanzados para favorecer la despenalización del aborto en la nueva Carta 


Magna y que se muestran a continuación. 


Este texto señala, que el movimiento de mujeres fue muy activo en el proceso de 
discusión de la nueva Constitución, diversas agrupaciones se movilizaron en torno a ello 
para hacer sus propuestas, entre estas destaca el trabajo de la CONG, el Consejo 
Nacional de la Mujer (CONAMU), la Comisión Bicameral para los Derechos de la Mujer 
del Congreso de la República, la Comisión de los Derechos de la Mujer del Parlamento 
Latinoamericano y, por supuesto, la RedPob. El interés de este movimiento estuvo 
centrado en incluir en el nuevo texto constitucional disposiciones que reconocieran el 
valor agregado del trabajo doméstico no remunerado, el lenguaje de género, la igualdad 
salarial, laboral e igualdad de oportunidades para la mujer, los problemas de la violencia 
contra la mujer y los derechos sexuales y reproductivos. 


La RedPob en particular definió una agenda de acción y defensa de los derechos 


sexuales de forma independiente —aunque coordinada- con el movimiento de mujeres y 
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con el apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas (FNUAP/UNFPA). Los 
objetivos trazados fueron posicionar el tema de los derechos sexuales y reproductivos 
como materia constitucional, lograr el reconocimiento y conceptualización de los derechos 
sexuales y reproductivos como derechos humanos, propiciar debates públicos y 
posicionar a la RedPob como promotora de estos derechos en el país. 


Pero además la RedPob se trazó como objetivo prioritario la no inclusión de la 
protección de la vida desde la concepción en el artículo del derecho a la vida, para poder 
dejar abierta la posibilidad de generar posteriormente un debate que culminaría con la 
promulgación de una legislación específica sobre esta materia. De tal manera que la 
despenalización del aborto no estaba planteada en el proceso constituyente, lo necesario 
era garantizar una Carta Magna lo suficientemente flexible para permitir legislar sobre la 


despenalización posteriormente. 


La Constitución de 1961 contenía dos artículos referidos al derecho a la vida, 
estos eran: 


“Artículo Nro. 58 El derecho a la vida es inviolable. Ninguna ley 
podrá establecer la pena de muerte ni autoridad alguna 
aplicarla”; y 

“Artículo Nro. 74 La maternidad será protegida sea cual fuere el 
estado civil de la madre. Se dictarán las medidas necesarias 
para asegurar a todo niño, sin discriminación alguna, 
protección integral, desde su concepción hasta su completo 
desarrollo, para que éste se realice en condiciones materiales y 
morales favorables” (Congreso de la República de Venezuela, 


1961 en http://www.tsj.gov.ve/legislacion/constitucion1961.paf 
Consulta 2012: 06 de abril) 


Existían fuertes presiones para incluir el derecho a la vida desde la concepción, en el 
artículo sobre el derecho a la vida. Los argumentos utilizados por la RedPob para la no 
inclusión del derecho a la vida desde la concepción fueron: 


1. Instar a los constituyentes a mantener la redacción del artículo 58 en función a 
que el legislador del 61 no existió la intención de tomar posición sobre una 
discusión no resuelta desde los ámbitos científico, moral y ético, como es la 
definición del comienzo de la vida humana. 

2. Ante el planteamiento de mantener en el artículo 74 las “garantías a todo niño 


desde la concepción”, se planteó que el objetivo del artículo era proteger la 
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maternidad y se instaba a los constituyentes a plantearse una interpretación 
jurídica a la luz de la evolución de los derechos humanos de la mujeres y las 
necesidades y problemas de salud pública actuales. 

Se esgrimió una interpretación amplia de la Convención Americana de Derechos 
Humanos o Pacto de San José -que fue uno de los argumentos utilizados por los 
grupos provida- en el que se establece que toda persona tiene derecho a la vida y 
este derecho es “en general” a partir del momento de la concepción. Esta 
interpretación amplia mostraba a los constituyentes que legislar sin la 
consideración del derecho a la vida desde la concepción no constituía una 
violación del mismo y se tomó como antecedente, el caso 2141 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el que se concluyó que los redactores 
de la Convención de San José no se refirieron de manera absoluta al derecho a la 
vida del no nacido, al señalar que el derecho a la vida debe ser protegido 
“generalmente, desde el momento de la concepción”. 

El aprobar constitucionalmente un artículo que incluyera el derecho a la vida 
desde la concepción, crea un nuevo sujeto de derecho “el ser humano desde la 
procreación” cuyos derechos entrarían en conflicto con los de la mujer que lo ha 
concebido. Para este argumento se partió del enfoque jurídico colombiano en el 
que la protección absoluta del no nacido no puede exigir el sacrificio o la 
desatención de las personas existentes como podrían ser la vida, la salud o la 
dignidad de la mujer embarazada (ver capítulo Il, punto 11.2.1.1) y se establecieron 
vínculos con el término “persona” pautado en el Código Civil venezolano en los 
artículo 16 y 17, en los que se señala que todos los individuos de la especie 
humana son personas naturales y que el feto será considerado persona cuando 
haya nacido vivo. 

Consagrar constitucionalmente la vida humana desde la concepción implicaba 
privilegiar una concepción particular filosófica-teológica-religiosa, lo cual 
desconocía el derecho a la libertad de pensamiento y conciencia de la ciudadanía, 
considerándose que el pensamiento laico es fundamental para el equilibrio de los 
derechos ciudadanos y la consolidación de las democracias. Por tanto no debe 
privar en el criterio de los legisladores la posición de un actor social específico. 

Se planteó la diversidad de posturas que mantienen las distintas religiones en el 
mundo entero con respecto al comienzo de la vida humana y se enfatizó en las 


divergencias existentes a lo interno de la propia Iglesia Católica. 
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7. Se llamó la atención sobre el aborto terapéutico como único caso permitido e 
incuestionable en la legislación venezolana (Código Penal, artículo 433) y que al 
consagrar el derecho a la vida desde la concepción se estaría violando el derecho 
a la vida de las mujeres, al no contemplar su protección ante los riesgos de 
muerte en ocasión de un parto o un embarazo de alto riesgo. 

Se precisaron cifras sobre aborto inseguro y mortalidad materna en el país. 
Se hizo énfasis en los compromisos adquiridos por el Estado venezolano en las 
conferencias de El Cairo y Beijing. 

10. La discusión sobre la interrupción voluntaria del embarazo se planteó desde la 
perspectiva de las políticas y programas necesarios para su prevención. 

11. Se realizó un ejercicio de derecho comparado con respecto a la protección del 
derecho a la vida en las distintas legislaciones vigentes en América Latina y el 
Caribe con el objetivo de sustentar la disposición mayoritaria de los estados por 
mantener una legislación abierta y flexible con respecto a este tema en sus 
respectivas constituciones. 

12. Se enfatizó en el hecho de que la legislación sobre el aborto no debía ser un tema 


constitucional. 


La Asamblea Nacional Constituyente (ANC) estaba conformada por diversas 
comisiones, pero las cuatro de mayor interés en materia de derechos sexuales y 
reproductivos eran: la Comisión de Derechos Sociales y de Familia, la Comisión de 
Derechos Humanos, la de Régimen Político y la de Educación y Cultura. La RedPob 
trabajó con cada una de ellas con la finalidad de incidir con sus argumentos, en las 
informaciones que estas comisiones harían llegar a la Comisión Constitucional, que era la 
encargada de elaborar el Anteproyecto de Constitución que sería discutido en plenaria 
por la ANC. 


La Comisión de Derechos Humanos fue la encargada de redactar el artículo referente 
al derecho a la vida y en su redacción no incluyó la inviolabilidad desde la concepción; no 
obstante, la Comisión Constitucional, sin consulta previa a la Comisión de Derechos 
Humanos, modificó la redacción del artículo e incluyó el concepto de inviolabilidad de la 
vida desde el momento de la concepción. Para la RedPob, este cambio se produjo debido 
a las presiones ejercidas por altos miembros del Episcopado venezolano a miembros de 
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la Comisión Constitucional, quienes además eliminaron el artículo concerniente al 


derecho a una salud sexual y reproductiva como parte integral de la atención en salud. 


De acuerdo al calendario de debates establecidos, el artículo referido al derecho a la 
vida fue discutido el 22 de octubre de 1999 y el resultado fue la negativa de la ANC a 
consagrar la protección de la vida desde el momento de la concepción. 


A partir de esto se dio una intensa polémica en el país sobre el tema del aborto y los 
derechos sexuales y reproductivos, en la que participaron diversos sectores y 
personalidades, tanto del sector gubernamental como de la Iglesia Católica, profesionales 
de la medicina, científicos/as, intelectuales, abogados/as, defensores/as de los derechos 
humanos, integrantes del movimiento de mujeres y representantes de la sociedad civil, 
que asumieron un rol activo en la discusión, mostrando la diversidad de criterios en este 
tema y coincidiendo en la necesidad de abrir un debate amplio, plural y multidisciplinario 


en la sociedad venezolana sobre la interrupción voluntaria del embarazo. 


Dentro de estos grupos, hay que enfatizar el respaldo de las mujeres en funciones de 
gobierno'* a las propuestas de la RedPob y del movimiento amplio de mujeres, quienes 
estaban comprometidas con las luchas por la equidad de género y los derechos de las 
mujeres. Así mismo, los medios de comunicación fueron un excelente escenario para el 


debate nacional. 


El objetivo era incidir en la segunda y última vuelta de discusiones de la ANC. Para 
esto la RedPob diseñó la campaña “Todos y todas estamos por el derecho a una vida 
digna”, que contempló una serie de actividades públicas diseñadas con el objetivo de 
tener una mayor presencia en los medios de comunicación y difundir un mensaje positivo 
de forma rápida y masiva para las respaldar las decisiones ya tomadas por la ANC en 
materia de derechos sexuales y reproductivos. Esto era muy importante debido a la 
intensificación de campaña de la Iglesia Católica en contra de la ANC, los 
pronunciamientos públicos del propio presidente Hugo Chávez sobre su posición personal 
contraria al aborto y dada la línea que el mismo presidente había dictado en ese 


momento de no enfrentamiento a la Iglesia Católica. 


11 Entre estas: Ana Elisa Osorio y Yolanda Rojas quienes eran viceministras de Salud y Desarrollo Social; 
María León, presidenta del CONAMU y Luisana Gómez, directora de la Comisión Nacional para la Prevención 
del Embarazo Precoz (CONAPEP). 
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En este momento, las y los asambleístas reconocían la existencia de dos agendas, 
por un lado la política y por la otra la de un movimiento social que luchaba por la 
consagración de los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos. Ante 
esta coyuntura la salida fue lograr una redacción de consenso que no limitara el avance 


futuro en relación con la consagración de los derechos sexuales y reproductivos. 


La salida encontrada fue mantener el artículo referente a la inviolabilidad de la vida, e 
incluir la protección “desde el momento de la concepción” en el artículo referente a la 
maternidad, lo que cambiaba absolutamente el objeto de protección (no es el feto ni el 
niño sino la maternidad) y la posible interpretación jurídica de la norma. Con esto se 
minimizaba la presión de la Iglesia Católica y no se introducían disposiciones que 


implicaran un retroceso para la despenalización del aborto. 


Con esta modificación, debe entenderse que el derecho de la protección de la 
maternidad es un derecho de la madre como persona, el sujeto de protección es la madre 
y su maternidad, lo que da un sentido distinto a la protección de la vida o la protección de 
los niños desde el momento de la concepción, como estaba contemplado en la 
Constitución del 61. 


El artículo quedó redactado de la siguiente manera: 


“La maternidad y paternidad son protegidas integralmente sea 
cual fuere el estado civil de la madre o del padre. Las parejas 
tienen derecho a decidir libre y responsablemente el número de 
hijas e hijos que deseen concebir y a disponer de información y 
los medios que aseguren este derecho. El Estado garantiza 
asistencia y protección integral a la maternidad, en general 
a partir del momento de la concepción, durante el embarazo 
y el puerperio, a la vez que asegura servicios de planificación, 
familiar integral, basados en valores éticos y científicos” 
(RedPob, 2001; 186) (el resaltado es nuestro) 


Los artículos fueron discutidos nuevamente por la ANC con esta nueva redacción 
el 12 de noviembre de 1999, obteniéndose el apoyo de la mayoría de las y los 
asambleístas. 
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Todo este arduo trabajo, dio frutos favorables para la despenalización del aborto que 


se encuentran contemplados en la nueva Carta Magna, estos son: 


e No inclusión del derecho a la vida “desde la concepción”. 

e Consagración del derecho de las parejas a decidir libre y responsablemente el 
número de hijas e hijos que deseen concebir y a disponer de la información y de 
los medios que les aseguren el ejercicio de este derecho (Art. 76). 

e Avances significativos en las disposiciones dirigidas a garantizar la protección, 
goce y ejercicio de los derechos humanos por parte de la ciudadanía (Art. 19). 

e La libertad de religión y de culto, con énfasis en que nadie podrá invocar creencias 
o disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de la ley ni para impedir a otro 
o a otra el ejercicio de sus derechos (Art. 59). 


Como puede verse, este marco constitucional brinda una plataforma propicia para el 
trabajo a favor de la despenalización del aborto**. Sin embargo, estos avances son 
indiscutibles pero no suficientes para lograr la despenalización de aborto en Venezuela, 
es necesario incidir en el Código Penal y hacia allá han apuntado muchos de los 


esfuerzos de los años siguientes. 


11.2 Apostando a la modificación del Código Penal, la Carta Magna y otras leyes 


Comenzando el siglo XXI, en la ahora República Bolivariana de Venezuela, se 
estrena nueva Carta Magna. Este importantísimo documento lleva necesariamente a la 
revisión del resto del marco jurídico vigente, que debe estar ajustado y no debe 
contradecir lo que establece la nueva Constitución; sobre todo el Código Penal, que es la 
segunda ley más importante del país". 


12 No obstante, un punto sobre el que habría que desarrollar una argumentación sólida es el referido a la 
protección constitucional establecida en el artículo 76 sobre el “derecho de las parejas a decidir libre y 
responsablemente el número de hijas e hijos”, ya que este artículo puede dar pie a esgrimir un “derecho de 
paternidad”, tal como ocurrió en la demanda de inconstitucionalidad de la reforma en México DF. Ver capítulo 
Il de este trabajo. 


13 Si bien durante el proceso constituyente, la Comisión Legislativa de la ANC elaboró una reforma del Código 
en pleno proceso de transformación de la Constitución, esta reforma fue puntual y se centró en la inclusión 
del delito de desaparición forzada de personas (Asamblea Nacional, 2000) que fue publicada en Gaceta 
Oficial en marzo del 2000, pero quedaba pendiente el trabajo a profundidad del Código Penal. 
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Las iniciativas para modificar el Código Penal no se hicieron esperar. Las más 
destacadas en materia de despenalización del aborto fueron, por una parte, la solicitada 
por la Junta Directiva de Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) cuyo Anteproyecto de 
Código Penal fue dado a conocer públicamente en el año 2004 y era el resultado de un 
arduo trabajo de más de dos años realizado por un equipo de 15 abogados coordinados 
por el magistrado Alejandro Angulo Fontiveros (Silvana Pezzella, 2004) y, por la otra, la 
solicitada por la propia Asamblea Nacional que designó en marzo del 2001 una comisión 
mixta para la elaboración de un nuevo Código Penal, nombrando un equipo de asesores 
coordinados por el doctor Fernando Fernández (Asamblea Nacional, 2004a). Veamos lo 
planteado en cada uno de estos proyectos en materia de despenalización del aborto. 


El anteproyecto del TSJ fue hecho a puertas cerradas, con la participación del 
equipo designado para tal labor, no hubo consulta alguna a la sociedad ni al movimiento 
de mujeres. En su texto el anteproyecto introduce una serie de innovaciones en materia 
jurídica y también en materia de aborto que causaron gran revuelo cuando fueron dadas 
a conocer a la luz pública. En su Título Il de los “Delitos contra la vida y la integridad 
personal” se incluyó el Capítulo IV “Aborto” y los artículos propuestos fueron los 


siguientes: 


“Artículo 238.- Aborto sin consentimiento de la 
mujer. Quien hubiere procurado el aborto de una mujer, 
empleando sin su consentimiento o contra la voluntad de ella 
medios dirigidos al efecto, será castigado con prisión de 
quince a treinta y seis meses y multa de ciento veinticinco a 
trescientas unidades tributarias. Y si el aborto se efectuare, la 
prisión será de tres a cinco años y la multa de trescientas a 
quinientas unidades tributarias. 

Si por causa del aborto o de los medios empleados para 
procurarlo sobreviniere la muerte de la mujer, la pena será de 
prisión de seis a doce años y la multa de seiscientas a un mil 
doscientas unidades tributarias. 

Si el culpable fuere el cónyuge, las penas establecidas en el 
presente artículo se aumentarán en una sexta parte. 

Artículo 239.- Aborto terapéutico. No es delictuoso el aborto 
practicado por un médico si tiene el consentimiento de la 
gestante, cuando médicamente se diagnostique como 
necesaria la interrupción del embarazo para eliminar un 
peligro grave para la vida o salud de la embarazada. Tampoco 
incurre en delito el médico que practique el aborto sin el 
consentimiento de la embarazada y para salvar la vida de 
ésta, cuando por su eventual gravedad no haya podido 
expresar su asentimiento. 
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Artículo 240.- Aborto ético.- No es delito el aborto practicado 
por un médico con el consentimiento de la gestante, cuando el 
embarazo sea consecuencia de una violación o, también de 
una inseminación artificial o transferencia de un óvulo 
fecundado no autorizadas por la mujer, siempre que desde la 
concepción no hayan transcurrido más de doce semanas. 
Artículo 241.- Aborto eugenésico. No es delito el aborto 
practicado por un médico con el consentimiento de la 
gestante, cuando se diagnostique médicamente que el hijo 
nacería con graves taras físicas o psíquicas. 

Artículo 242.- Aborto por angustiosa necesidad social. No 
será punible el aborto practicado por un médico con el 
consentimiento de la gestante, cuando la mujer se hallare en 
una situación de apremio por la pobreza y dificultades 
económicas consiguientes y siempre que desde la concepción 
no hayan transcurridos más de doce semanas. 

Artículo 243.- Aborto libre. No será delito el practicar 
médicamente el aborto a una mujer que así lo solicite y 
siempre que la gestación no pase de tres meses. 

Artículo 244.- Aborto extemporáneo. Se reitera que si han 
transcurrido más de tres meses desde la concepción, se 
castigará a la mujer y al médico que le practique el aborto con 
prisión de seis a veinticuatro meses y multa de cincuenta a 
doscientas unidades tributarias. Esta extemporaneidad no rige 
para el aborto terapéutico ni para el eugenésico. 

Artículo 245.- Aborto profano. Si cualquier aborto 
consentido por la gestante fuere practicado por quien no sea 
médico, esta persona intrusista cometerá el delito de ejercicio 
ilegal de la profesión de médico, tipificado en el artículo 703 y, 
si fuere el caso, el de lesiones que corresponda. Pero la mujer 
no cometerá delito en ese caso ni tampoco cuando ella misma 
se provoque el aborto, con la condición de que no hayan 
transcurrido más de doce semanas desde la gestación” 
(Alejandro Angulo  Fontiveros y otros, 2004a en 


http://www.tsj.gov.ve/informacion/miscelaneas/anteproyecto_c 
odigo_penal.html) 


Este anteproyecto plantea un cambio radical y un gran salto del aborto terapéutico 
y el aborto honoris causa del Código Penal vigente al aborto libre hasta las doce semanas 
de gestación, e incluso más allá de este plazo en los casos de aborto terapéutico y de 


aborto eugenésico, dejando sólo la penalización en los casos del 


consentimiento de la mujer, del extemporáneo (más allá de los tres meses) y cuando se 
realizara bajo ejercicio ilegal de la profesión. También es interesante que, aunque en la 
mayoría de los artículos se hace referencia a la participación de profesionales de la 
medicina en la realización del aborto deja abierta la posibilidad de que la mujer por sus 
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propios medios pudiera practicarlo por sí misma dentro de las primeras doce semanas de 


gestación, lo que permitiría, por ejemplo, el acceso de la mujer al aborto farmacológico. 


La argumentación presentada en la exposición de motivos de este anteproyecto 


para estos artículos, fueron las siguientes: 


1. 


El Código Penal vigente sólo reconoce el aborto terapéutico, para salvar la vida de 
la parturienta lo cual es considerado un absurdo puesto que no lo autoriza a salvar 
la salud, entendiendo que los conceptos de parto y aborto son excluyentes; es 
decir, la mujer o está pariendo o está abortando. En este sentido conviene utilizar 
el término de gestante. 

La limitación del artículo referido al aborto terapéutico es “hipócrita, discriminatoria 
y cruel”, ya que en nuestro país 1) no hay educación sexual ni planificación 
familiar y ello ocasiona que el aborto se use como control de natalidad por quienes 
hubieran podido impedir la procreación, 2) las clases acomodadas pueden 
comprar más anticonceptivos y si hay embarazos pueden ir a EE.UU. y abortar: 
aquí el aborto es delito sólo para el proletariado, 3) se impone a la mujer un hijo 
indeseado y un cambio de vida con el cual su infelicidad es probable. Y si aborta 
lo hará de modo clandestino y con graves riesgos para su vida y salud. 

Se propone la opción de plazos para despenalizar el aborto, como la mejor 
opción, considerando que al quedar autorizadas todas mujeres 
independientemente de su clase social y al autorizarse el aborto legal, se evita el 
aborto clandestino. 

En la reproducción, la mujer es quien arriesga su salud y hasta su vida, de manera 
que de allí emana su derecho a controlar su propia reproducción. 

Argumenta que deben ser derechos fundamentales de la persona y sobre todo de 
la madre, el decidir el número de hijos e hijas que quieren tener puesto que 
después del nacimiento se contrae con éstos una responsabilidad e irrenunciable. 
Se define a sí mismo como un proyecto proabortista, que prefiere despenalización 
siguiendo un sistema de plazos, pero para cumplir con la función informativa del 
Código Penal y evitar dudas y vacilaciones en la ciudadanía, las mujeres y las y 
los jueces, se describen distintos tipos de aborto como el terapéutico, ético, 
eugenésico y por angustiosa necesidad social, que no constituirían delito. En 


cambio, se penaliza al aborto no consentido por la mujer y la tentativa del mismo. 


108 


7. Se argumenta que los artículos no violan el artículo 43 de la Constitución en 
cuanto al derecho de la vida de las personas puesto que el embrión no es. No se 
desconoce la vida del embrión o nasciturus, pero destacan que deben 
establecerse excepciones en caso de conflicto de intereses entre el nasciturus y 
otros bienes o derechos de las personas que tienen rango constitucional. Se 
deben ponderar los bienes y valores constitucionales en conflicto, siendo justo que 
exista una protección penal para el nasciturus pero no en contra de los derechos 
humanos de la mujer. Se apoyan en que la tendencia mundial es reconocer un 
derecho absoluto al aborto en el lapso ya determinado (12 semanas) y a 
reconocer a la mujer el derecho a su libre desarrollo personal sobre el bien 
representado por la vida del "nasciturus”. Igualmente, en caso de colisión de otras 
normas constitucionales, ha de resolverse el conflicto prevaleciendo el derecho de 
más entidad, que en cualquier caso lo tiene la mujer o madre del feto. 

8. En la contraposición de derecho a la vida del feto frente al derecho constitucional 
de la pareja a decidir libre y responsablemente en número de hijos e hijas que 
deseen tener (Art. 76), es necesario considerar como prevalente el derecho de la 
mujer sola o de la pareja, ya que se trata de un derecho de las personas frente al 
derecho del feto. 

9. En definitiva, se considera que lo constitucional es dar preferencia a los derechos 
humanos de las mujeres (Alejandro Angulo Fontiveros, 2004b). 


La propuesta tenía claramente el objetivo de ampliar los derechos de las mujeres 
al proponer el aborto libre, pero llama la atención la inclusión de un sistema de 
despenalización mixto**, que incluye tanto el plazo de las doce semanas (sistema de 
plazos) como indicaciones para la despenalización en casos de angustiosa necesidad, 
terapéutico, etc. (sistema de indicaciones). 


Este anteproyecto de Código Penal presentado por el magistrado Angulo 
Fontiveros, Presidente de la Sala Penal, fue aprobado por unanimidad por magistrados y 


1 Esta propuesta de sistema mixto es explicada por el propio Angulo Fontiveros en una carta enviada al 
director del diario Vea en respuesta pública a carta, también pública, de Gioconda Espina. En la carta 
Angulo Fontiveros expresa: “El motivo fue mi convicción de que, por los prejuicios y supersticiones reinantes 
en la anticuada sociedad venezolana, no se aprobaría el aborto libre y, al airear las razones que justifican el 
aborto terapéutico, ético, eugenésico y por angustiosa necesidad social, quizá se salvarían los tres iniciales, 
ampliándose el primero (para salvar la vida de la gestante) y aprobándose el ético y eugenésico: como 
litigante por treinta años en materia penal, siempre trabajé para ganar y no pierdo la costumbre” (Alejandro 
Angulo Fontiveros, 2004d). Queda claro entonces, que se trató de una estrategia para tratar de garantizar 
una liberalización del marco legal por una vía o por la otra. 
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magistradas del TSJ (Teresa Sosa, 2009b; Alejandro Angulo Fontiveros, 2004c), pero al 
hacerse público tuvo un fuerte rechazo por la Iglesia Católica y algunos de sus voceros la 
calificaron como una muestra de la descomposición social que atraviesa el país (Jorge 


Montoya, 2004; Juan Francisco Alonso, 2004). 


Paralelo a este proceso, trabajaban la Comisión Mixta de la Asamblea Nacional 
para el Estudio de los Códigos Penal, Orgánico Procesal Penal (COOP) y Orgánico de 
Justicia Militar, presidida por los Diputados Alberto Jordán Hernández, Nelson Ventura 
(Sub - Comisión del Código Penal), Luis Longart (Sub - Comisión del COPP) y Nelson 
Chacín (Sub - Comisión del Código Orgánico de Justicia Militar) y para el año 2002 la 
comisión presentó un documento denominado “Hacia un nuevo Código Penal”. La 
Comisión Mixta estuvo centrada en cambiar el modelo establecido en el Código Penal 
actual, basado -como se mencionó en nota al pie de página al inicio de este capítulo- en 
el Código de Zanardelli, por un sistema penal basado en las previsiones de la CRBV, que 
garantiza la preeminencia de los derechos humanos en el contexto del Estado 
constitucional, democrático, social, de derecho y de justicia. Para esto, la Comisión Mixta 
abrió la posibilidad de recibir aportes de diversos sectores, siendo el anteproyecto de 
Angulo Fontiveros un insumo adicional para el trabajo de esta comisión, así como los 
anteproyectos de reforma de Código Penal entregados por otros autores y autoras. Una 
de las grandes dificultades expresadas por el propio coordinador del equipo asesor de la 
comisión, doctor Fernando Fernández (2004), fue la ardua revisión minuciosa de todos 
estos anteproyectos entregados, así como el análisis de las más de 70 leyes especiales 
aprobadas en nuestro país que contienen delitos. 


Dentro de este compás de apertura y receptividad de propuestas, el Movimiento 
Amplio de Mujeres (MAM) - designación utilizada por un grupo de ONG y colectivos de 
mujeres de ese momento- también hizo sus aportes en materia de despenalización del 
aborto. En este punto hay que señalar, que en el debate para la construcción de una 
propuesta unificada de las organizaciones y personalidades pertenecientes al MAM, no 
hubo consenso a la hora de apoyar el aborto libre y la mayoría proponía solicitar la 
despenalización sólo en casos de violación sexual, malformación congénita e incesto. 
Ante esta situación y con poco espacio y tiempo para ahondar en el debate debido a la 
premura de la AN en acelerar el Código Penal, la propuesta se limitó a señalar sólo los 
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casos en que los que aborto estaría penalizado y solicitar la exclusión de cualquier forma 


de penalización. 


La propuesta fue entregada y presentada ante la Comisión Mixta, con el apoyo de 
26 organizaciones de diversas tendencias políticas como Clase Media en Positivo (a favor 
del oficialismo), Mujeres Democráticas Unidas (oposición) y Coalición Democrática 
(oposición), junto con centros universitarios e instituciones (El Nacional, 2005), y la misma 
proponía penalizar la interrupción del embarazo exclusivamente cuando se realice en las 


siguientes condiciones: 


“a. Cuando se realice sin consentimiento informado de la 
mujer: 

La interrupción del embarazo será considerada un delito cuando 
ésta sea practicada en contra de la voluntad de la mujer, o 
empleando medios físicos o psicológicos de coacción para 
obligarla a este fin. Se exceptúa de esta condición la 
interrupción del embarazo que practiquen proveedores(as) de 
salud cuando existan alteraciones en el estado de conciencia de 
la mujer y existan riesgos de vida para la misma. Si existiera 
incapacidad mental de la mujer en la posibilidad de tomar una 
decisión autónoma e informada, el consentimiento informado lo 
deberá otorgar el representante legal. 

En todos los casos, el personal de salud capacitado, tendrá la 
obligación de proporcionar a la mujer información imparcial, 
objetiva, veraz y suficiente sobre los procedimientos, riesgos, 
consecuencias y efectos; así como de los apoyos y alternativas 
existentes para que la mujer embarazada pueda tomar la 
decisión de manera libre, informada y responsable. Esta 
información deberá ser proporcionada de manera inmediata y 
no debería tener como objetivo inducir o retrasar la decisión de 
la mujer. 

De igual manera, en el período posterior se ofrecerá la 
orientación y apoyo necesario para propiciar su rehabilitación 
personal y familiar para evitar abortos subsecuentes. 

b. Cuando se realice en condiciones de riesgo: 

La interrupción del embarazo debe ser practicada por 
profesionales de la medicina y en condiciones sanitarias y 
tecnológicas adecuadas. 

Se penaliza la negligencia, imprudencia, impericia, el intrusismo 
y la inobservancia de órdenes y reglamentos por parte del 
personal de salud que conlleve falta de previsibilidad de riesgos 
que tengan como consecuencias daños a la salud física y 
emocional de la mujer” (Movimiento Amplio de Mujeres, 2004: 
11) 
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Como puede verse, la propuesta apunta a la penalización cuando el aborto se 
realiza sin consentimiento de la mujer y cuando es realizado en condiciones de riesgo y 
excluye cualquier otra forma de penalización, la lógica supondría que automáticamente 
quedaría despenalizado en cualquier otra circunstancia y sería cónsona con una 
propuesta de aborto libre; sin embargo, al no estar señalado con claridad, es decir, al no 
solicitarse expresamente la anulación de los artículos del Código Penal actual (incluido el 
aborto honoris causa), la propuesta resulta frágil y carente de solidez en comparación con 
la presentada por el magistrado Angulo Fontiveros ya que no plantea con precisión y 
claridad cuáles son los casos en los que el aborto estaría despenalizado. 


Pese a esta debilidad, vale la pena rescatar los argumentos empleados para apoyar la 
propuesta, que son: 


1. La propuesta habla en términos de interrupción del embarazo y no de aborto, 
como una estrategia para minimizar el estigma asociado al término aborto. De tal 
manera que propone despenalizar la interrupción del embarazo y no la 
despenalización del aborto. 

2. Plantean que estar a favor de la despenalización del embarazo no significa estar a 
favor del aborto ni promoverlo, sino más bien reconocer que la penalización no 
soluciona el problema. 

3. Se proporcionan cifras sobre abortos en el mundo y cifras nacionales. 

Se argumenta que las mujeres más pobres son las que sufren las complicaciones 
al realizarse una interrupción del embarazo en nuestro país. 

5. El reconocimiento de esta problemática en muchos países ha llevado a la 
liberalización de las leyes que regulan la interrupción del embarazo, acompañadas 
de programas y políticas públicas destinadas a disminuir el embarazo no deseado, 
brindando educación sexual, información y acceso a los métodos anticonceptivos 
y apoyo social y económico a la mujer embarazada. 

6. Se muestra la dimensión humana de la interrupción del embarazo, señalando que 
es un asunto que plantea serios conflictos éticos, religiosos y morales a las 
mujeres y sus parejas. 

7. La propuesta apunta a la despenalización, como paso previo a la legalización que 
implica la inclusión de leyes que incluyan esta práctica como parte de la 
protección del derecho a la salud. 
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8. La propuesta se apoye en el amplio marco internacional de derechos humanos de 
la mujeres y se citan artículos específicos sobre el tema. 

9. Se esgrimen los artículos de la Carta Magna que consagran el derecho a decidir 
sobre aspectos relacionados a la vida reproductiva, como son: Art 21 de la 
Igualdad ante la Ley, Art. 43 del Derecho a la vida, Art, 76 Derecho de las parejas 
a decidir sobre el número de hijas e hijos, Art. 83 Derecho a Salud como parte del 
derecho a la vida. 

10. Se presenta un resumen de algunos de los países que han liberalizado las leyes 
del aborto en la última década (Ibídem: 11-13) 


Esta propuesta del MAM estuvo acompañada de otras dos en materia de delitos 
sexuales y violencia intrafamiliar. No hubo mayor debate sobre lo presentado en la 
Comisión Mixta, ni en el ámbito público. En realidad, la propuesta en materia de 
despenalización no fue discutida por la AN. El resultado final fue, que la propuesta en 
delitos sexuales tuvo más receptividad en el seno de la Comisión Mixta que las otras, ya 
que contaba con el apoyo de varias diputadas oficialistas quienes no estaban 
completamente ganadas a la despenalización del aborto y sí mostraban mayor 
sensibilidad al tema de los delitos sexuales y al de la violencia intrafamiliar, como quedó 
demostrado posteriormente con su compromiso ante la promulgación de la Ley Orgánica 
sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en el año 2007. 


Lamentablemente este esfuerzo del MAM por la despenalización no dio sus frutos, 
como tampoco lo dieron los esfuerzos de muchos otros grupos y sectores que apostaban 
a un nuevo Código Penal. Y es que fueron presentados cuatro proyectos para el Código 
Penal en el período de 2001 al 2004, el primero de Reforma Parcial presentado por la 
bancada oficialista encabezada por el luego magistrado Luis Velásquez Alvaray en abril 
del 2003; el Proyecto de Reforma total del Código Penal, presentado también por cuatro 
diputados oficialistas, liderados por el diputado Jesús Santiago de León, con fecha 4 de 
agosto de 2004; el Anteproyecto de Código Penal presentado por el Tribunal Supremo de 
Justicia, del magistrado Alejandro Angulo Fontiveros; y el Proyecto de Código Penal 
redactado por la Comisión Mixta de la Asamblea Nacional para el Estudio de los Códigos 
Penal, Orgánico Procesal Penal y Orgánico de Justicia Militar, creada por mandato de la 
AN para tal fin en el año 2001. De éstos, el primero logró ser aprobado por la AN con los 
votos de diputados oficialistas en enero de 2005 (Sol María Castro, 2005), y su texto fue 
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publicado el 16/03/05 (Gaceta Oficial N*: 5.763 Ext.) y reimpreso el 13 de Abril de 2005 
(en la Gaceta Oficial N*: 5.768 Ext.) a causa de discrepancias existentes en el texto por 


errores de referencia. 


La aprobación sorpresiva de este proyecto de reforma de Código Penal, avalada 
por una supuesta “urgencia legislativa”, dejó atrás las iniciativas de un Código Penal 
ajustado a la nueva Constitución. Recordemos que este fue un momento de gran 
polarización política tras los sucesos del golpe de estado del 2002 y del referéndum 
revocatorio realizado al Presidente Hugo Chávez en el 2004. Había mucha presión sobre 
la AN para restablecer un “orden” en el país y eso explicó la “urgencia legislativa” que 
llevó a la aprobación de la reforma del 2005. Para muchos esta reforma no era sino “una 
maniobra política de la bancada oficialista, con mayoría parlamentaria, para controlar la 
disidencia política en el país” (Sol María Castro, 2005). Incluso, el doctor Fernando 
Fernández (2010), coordinador del Comité Asesor de la Comisión Mixta, lamentó que 
esta reforma se hiciera de forma clandestina, sin una amplia consulta ya que el proyecto 
aprobado se mantuvo como un secreto de Estado, que si bien tomó algunas ideas del 
trabajo que hizo la Comisión Mixta, le hicieron falta muchos y profundos ajustes para 
evitar errores y efectos colaterales indeseables en perjuicio de la justicia, de los derechos 
humanos y, especialmente, de las víctimas de delitos. 


No obstante las críticas y el rechazo a la reforma, la misma se aprobó y el MAM 
logró tener avances en materia de derechos de las mujeres con la misma, ya que fueron 
modificados algunos artículos referidos a los delitos sexuales, que ampliaron el concepto 
de violación sexual, incrementaron las penalidades e incluyeron circunstancias 
agravantes para estos delitos; pero no se logró ningún avance en despenalización del 


aborto. 


En el 2005, se mantienen iniciativas de seguir reformando parcialmente el Código 
Penal, por lo que en junio el MAM, con el apoyo de la diputada oficialista Flor Ríos, 
nuevamente plantea sus solicitudes presentando otra propuesta de despenalización del 
aborto. 


En realidad en este momento se presentan dos propuestas conjuntas, una de la 
diputada Ríos que sistematiza en artículos la propuesta del MAM del 2004; y otra nueva 
del MAM es un complemento de la anterior, esta vez con artículos enfocados a la 
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despenalización del aborto por indicaciones: en caso de riesgo de la salud de la mujer, 
cuando el embarazo es producto de violación o incesto y cuando existiere daño fetal; 


además, solicita la eliminación del aborto honoris causa. 


Los artículos presentados a la AN por la diputada Flor Ríos son: 


“Artículo 430. Quien hubiere procurado el aborto en contra de 
la voluntad de la mujer, o empleando medios físicos o 
psicológicos de coacción para obligarla a este fin, será 
castigado(a) con prisión de 15 a 36 meses. Si el aborto se 
efectuare la prisión (sic) será de de 3 a 5 años. Si por causa del 
aborto o de los medios empleados para procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, la pena será de presidio de seis a doce 
años. Si el culpable fuera el cónyuge, concubino o pareja, las 
penas establecidas en el presente artículo se aumentarán en 
una sexta parte. 

Artículo 431. No incurrirán en pena alguna los o las 
profesionales de la salud que practiquen la interrupción del 
embarazo cuando existan alteraciones en el estado de 
conciencia de la mujer que le impidan manifestar su 
consentimiento informado y existan riesgos significativos de la 
salud de la mujer o el producto de su gestación. Si existiera 
incapacidad mental de la mujer en la posibilidad de tomar una 
decisión autónoma e informada, el consentimiento informado lo 
deberá otorgar el representante legal. 

Artículo 432. Quien practicare la interrupción del embarazo sin 
ser profesional de la salud será castigado(a) con prisión de 3 a 
5 años. El o la profesional de la salud que practicare la 
interrupción del embarazo en condiciones sanitarias y 
tecnológicas inadecuadas o que actuare con negligencia, 
impericia, imprudencia y/o inobservancia de protocolos médicos, 
órdenes y reglamentos, que conlleven falta de previsibilidad de 
riesgos que tengan como consecuencias daños a la salud 
biopsicosocial de la mujer será sancionado(a) con prisión de 15 
a 36 meses” (Flor Ríos, 2005: 5) 


Y el nuevo articulado presentado por el MAM fue: 


“Artículo 434. No es punible la interrupción del embarazo 
practicado por el o la profesional de la salud capacitado(a), 
realizado con el consentimiento de la mujer y en condiciones 
sanitarias y tecnológicas adecuadas, con el fin de evitar riesgo a 
la salud de la mujer que no pueda ser evitado por otros medios, 
cuando exista daño fetal, ni cuando el embarazo provenga de 
violación o incesto. 

Artículo 435. No incurrirán en pena alguna los o las 
profesionales de la salud que practiquen la interrupción del 
embarazo por las causales señaladas en el artículo precedente, 
cuando existan alteraciones en el estado de conciencia de la 
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mujer que le impidan manifestar su consentimiento informado y 
existan riesgos significativos de la salud de la mujer o del 
producto de la gestación. 
Si existiera incapacidad mental de la mujer en la posibilidad de 
tomar una decisión autónoma e informada, el consentimiento 
informado lo deberá otorgar el representante legal. 
Se propuso eliminar el artículo 434 actual que establece 
disminución de penalidades cuando el autor del aborto lo 
hubiere cometido para salvar su honra, la de su esposa, de su 
madre, de su desciende o de su hija adoptiva”. (Magdalena 
Valdivieso y Gladys Parentelli, 2011: 56) 
En estas propuestas conjuntas se mantienen los argumentos presentados el año 
anterior y esta vez sí se logra que el debate se posicione en la opinión pública y se ganen 
voluntades para legislar a favor de la despenalización del aborto. No obstante, esta 


segunda reforma del año 2005 no fue efectuada. 


Hay que reconocer que estas propuestas fueron elaboradas dentro de un contexto 
de gran polarización política del país y de las propias organizaciones de mujeres, que no 
favorecía la construcción de alianzas dentro del movimiento. Pero a pesar de esta 
dificultad y con el rol de mediación y coordinación asumido por los centros y espacios 
académicos (sobre todo del Centro de Estudios de la Mujer de la UCV), se logró construir 
un espacio de encuentro para mujeres identificadas con posturas políticas encontradas 
lográndose el apoyo necesario para estas propuestas. 


La academia jugó un papel decisivo al favorecer la integración de las ONG, 
muchas de ellas identificadas con la oposición (que en ese momento se encuentran 
debilitadas y se enfrentan a una política gubernamental de rechazo y exclusión) junto con 
otras organizaciones o colectivos adeptos al sector oficialista que comenzaban a 


constituirse o afianzarse?”. 


En cuanto al contexto político, en diciembre del 2005 se dieron las elecciones de 
la Asamblea Nacional, que fueron realizadas sin la participación de las y los candidatos 
de oposición quienes se retiraron de la contienda electoral y el resultado fue que todos 
los escaños pasaron a ser ocupados por diputados y diputadas adeptos al gobierno del 
Presidente Chávez. Un año después, en diciembre del 2006, con nuevas elecciones, esta 


9 Algunos de éstos son: Revista Matea, Movimiento de Mujeres Clara Zetkin, Movimiento de Mujeres 
Manuelita Sáenz (MOMUMAS), Colectivo Pachamama, Colectivo “Mujer Tenía Que Ser” y otras más, que 
han venido constituyéndose en años más recientes. 
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vez presidenciales, se obtuvo la ratificación de Hugo Chávez como Presidente de la 
República para otro período constitucional, 6 años más. 


Con una AN absolutamente a favor, el presidente Hugo Chávez en agosto del 
2007 plantea una Reforma Constitucional, para la que se requería una nueva consulta 
popular que se llevó a cabo en diciembre del 2007 y sobre la que el mismo presidente 
había adelantado la redacción de algunos artículos que eran de interés en la reforma. 


La AN se avocó entonces al trabajo en la reforma Constitucional y se abrió la 
posibilidad de entregar propuestas a la misma. Ante esta posibilidad, el grupo ese, 
conformado en febrero del 2007 por feministas y activistas de la diversidad sexual con 
distintas tendencias políticas, elaboraron una propuesta para incluir la despenalización 
del aborto dentro del marco de la Carta Magna. La propuesta es la siguiente: 


“Propuesta de modificación del Artículo 76. La maternidad y 
la paternidad son protegidas integralmente, sea cual fuere el 
estado civil de la madre o del padre. Las parejas tienen derecho 
a decidir libre y responsablemente el número de hijos e hijas 
que deseen concebir y el momento en que deseen hacerlo, así 
como a disponer de la información y de los medios que les 
aseguren el ejercicio de este derecho. El Estado garantizará 
asistencia y protección integral a la maternidad, a partir del 
momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el 
puerperio. Se reconoce el derecho de las mujeres a realizar 
prácticas de aborto cuando estos fuesen a ser realizados por 
motivos de integridad física, psicológicas y social de la mujer, en 
los casos específicos de violaciones, defectos o malformaciones 
congénitas, incapacidad de asumir la maternidad o la 
paternidad por motivos de edad, cuando los progenitores no 
tuvieren capacidad económica de garantizar el desarrollo 
integral del ser por nacer, o a solicitud de la madre. Los 
procedimientos que avalen las prácticas de aborto deben ser 
pertinentes en el tiempo, con un período no mayor de cuatro 
semanas desde el momento en que se solicite, para garantizar 
el bienestar de la mujer y debe practicarse antes de las doce 
semanas de gestación, sin discriminación de ningún tipo. Se 
asegurarán los servicios de planificación integral. 


Propuesta de modificación del Artículo 84. Para garantizar el 
derecho a la salud, el Estado creará, ejercerá la rectoría y 
gestionará un sistema público nacional de salud, de carácter 
intersectorial, descentralizado y participativo, integrado al 
sistema de seguridad social, regido por los principios de 
gratuidad, universalidad, integralidad, equidad, integración 
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social y solidaridad. El sistema público de salud dará prioridad a 
la promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades, 
garantizando tratamiento oportuno y rehabilitación de calidad, 
incluyendo la atención especial a la salud sexual y reproductiva 
de las jóvenes y los jóvenes, que va desde la orientación en la 
escolaridad hasta la distribución de métodos anticonceptivos de 
prevención de enfermedades de transmisión sexual de manera 
masiva. Los bienes y servicios públicos de salud son propiedad 
del Estado y no podrán ser privatizados. La comunidad 
organizada tiene el derecho y el deber de participar en la toma 
de decisiones sobre la planificación, ejecución y control de la 
política específica en las instituciones públicas de salud”. 
(Grupo ese: 2007, en http://www.vive.gob.ve/ Consulta 2012: 
05 de abril) 

La propuesta es interesante porque encuadra el aborto como un derecho de las 
mujeres dándole un carácter constitucional y lo autoriza de manera libre hasta las 12 
semanas de gestación, enfatizando la pertinencia de su realización una vez hecha la 
solicitud por parte de la mujer y asegurando la prestación de servicios de planificación 


familiar con la promoción de una atención especial a la salud sexual y reproductiva. 


Si bien el tiempo para este debate fue breve llegó a la opinión pública y se dieron 
reacciones en contra de la Iglesia Católica y de la Iglesia Evangélica (Jessie Blanco, 
2010). La propuesta no fue incluida por la AN en la reforma Constitucional planteada, 
pero ésta última tampoco fue aprobada en el Referéndum Constitucional de diciembre del 
2007. 


Luego de esta iniciativa el tema del aborto se ha ido posicionando con mucha 
fuerza a lo interno de los grupos y colectivos de mujeres afectos al proceso 
revolucionario, que se autodenominan movimientos sociales feministas y que cada vez 
más, toman postura a favor de la despenalización o legalización del aborto*? y desde el 
2010, se agrupan en una Red denominada La araña feminista”. 


16 Dentro de estos grupos tenemos: Colectivo Fs y Ms por ahora, Colectivo Mujer y Salud, Género con Clase, 
Plataforma de Mujeres por la Legalización del Aborto, FALDAS en Revolución, Cumbé de Mujeres 
Afrovenezolanas, Movimiento por la Igualdad de Género, Las Deseantes, Divas de Venezuela, Mujeres 
Revolucionarias del Zulia, Pobladoras y Pobladores de tierras Urbanas, Insurrectas y punto, Insumisas, 
Movimiento de Mujeres de Mérida, Frente Campesino Ezequiel Zamora, Plataforma de Mujeres por la 
Legalización del aborto, entre otras. 

17 La Araña Feminista incluye organizaciones y colectivos de amplia trayectoria como los Círculos Femeninos 
Populares, MOMUMAS, Mujer Tenía Que Ser y algunos de más reciente creación. Cuenta con una columna 
informativa y divulgativa en el Diario Correo del Orinoco y otra en el Diario Ciudad Caracas, en ambas 
incluyen artículos referidos a diversos temas de interés para las luchas de las mujeres, incluida la 
despenalización o legalización del aborto. En sus inicios se conformó con un grupo de 20 colectivos y la 
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En el 2008, la atención cambió del Código Penal a otras leyes. En el seno de la 
Comisión de Familia, Mujer y Juventud trabajaron en la modificación de la Ley de 
Igualdad de Oportunidades para Mujer y se elaboró un proyecto de Ley Orgánica para la 
Equidad e Igualdad de Género, que incluye un capítulo sobre los Derechos Sexuales y 
Reproductivos, en el que además de consagrar cada uno de estos derechos, incluye un 
artículo sobre la atención obstétrica, que señala: 


“Articulo 13.- Todas las mujeres tienen derecho a la 
información y atención integral, confidencial, continua, 
humanizada, acompañada y libre de riesgo antes y durante todo 
evento obstétrico, contando para ello con acceso oportuno a las 
diferentes modalidades de atención segura, tanto intra como 
extra hospitalaria, haciendo énfasis en la garantía de los 
cuidados obstétricos de emergencia” (Comisión Permanente 
Familia, Mujer y Juventud, 2008). 


En este artículo se hace referencia a “todo evento obstétrico”, en el que 
consideraban, incluía la atención al aborto, e implicaba, que la mujer podía tener acceso 
a una adecuada atención ante una solicitud de interrupción voluntaria de embarazo. La 
gran ambigúedad del artículo es el resultado de las resistencia de la propia comisión a 
abordar el tema del aborto abiertamente, quedando una redacción que en nada favorece 
la despenalización del aborto ni el acceso a los servicios de interrupción voluntaria del 
embarazo y sólo muestra la gran dificultad y rechazo de esta comisión para abordar el 
tema de la despenalización del aborto con amplitud y/o tal vez el temor a enfrentar un 
debate público en este tema. Se hicieron varias versiones de este proyecto y hubo un 
fuerte debate interno sobre la inclusión de la despenalización del aborto y de los derechos 
de las personas de la diversidad sexual. El resultado, no hubo acuerdos, el proyecto no 
fue discutido en el pleno de la Asamblea Nacional y por tanto no fue aprobado. 


En el 2010, nuevamente surge el interés en el Código Penal y la Comisión de 
Política Interior, Justicia, Derechos Humanos y Garantías Constitucionales de la AN 
trabajó aceleradamente en la redacción de un nuevo Código Penal con intención de 
aprobarlo antes de que finalizara el período legislativo correspondiente (2006 — 2011), 


fecha, cuenta con más de 40, provenientes de muchas regiones de Venezuela (en 
http://encuentrofeminista.weebly.com/ Consulta 2012: 12 marzo) 
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toda vez que en septiembre del 2010 se realizarían nuevas elecciones de diputados y 
diputadas para el período legislativo 2011 — 2016. 


La araña feminista, presentó la propuesta denominada: Para un Código Penal con 
Equidad e Igualdad de Género que, además de la despenalización del aborto, incluye 
propuestas en los temas de violación sexual, adulterio, prostitución, corrupción y otros 


más. Específicamente en despenalización del aborto la propuesta fue la siguiente: 


“I Cuando se realice después de la 12 semana de 
gestación. La interrupción intencional del embarazo a partir 
de la 12 (doceava) semana de gestación, cuando ésta sea 
practicada con medios empleados por la propia embarazada, 
o por un tercero, con su consentimiento, será castigada con 
prisión de dos a cuatro años. 

Il Cuando se realice sin consentimiento informado de la 
mujer. La interrupción del embarazo será considerada un 
delito cuando ésta sea practicada en contra de la voluntad de 
la mujer, o empleando medios físicos o psicológicos de 
coacción para obligarla a este fin. Se exceptúa de esta 
condición la interrupción del embarazo que practiquen 
proveedores(as) de salud cuando existan alteraciones en el 
estado de conciencia de la mujer y existan riesgos de vida 
para la misma. Si existiera Incapacidad mental de la mujer en 
la posibilidad de tomar una decisión autónoma e informada, el 
consentimiento informado lo deberá otorgar el representante 
legal. En todos los casos el personal de salud capacitado, 
tendrá la obligación de proporcionar a la mujer información 
imparcial, objetiva, veraz y suficiente sobre los 
procedimientos, riesgos, consecuencias y efectos; así como 
de los apoyos y alternativas existentes para que la mujer 
embarazada pueda tomar la decisión de manera libre, 
informada y responsable. Esta información deberá ser 
proporcionada de manera inmediata y no debería tener como 
objetivo, inducir o retrasar la decisión de la mujer. De igual 
manera, en el período posterior se ofrecerá la orientación y 
apoyo necesario para el ejercicio saludable de sus derechos 
sexuales y reproductivos y para la planificación de los 
embarazos. 

lll Cuando se realice en condiciones de riesgo. La 
interrupción del embarazo debe ser practicada por 
profesionales de la medicina y en condiciones sanitarias y 
tecnológicas adecuadas” (La araña feminista, 2010: 14). 


Algunos de los argumentos de las voceras de la red presentados a la hora de 


justificar su propuesta fueron: 
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1. La AN tiene una deuda con las mujeres pobres de nuestro país porque éstas son 
las que se provocan aborto. 

El Código Penal es antisocialista pues no permite avances en las luchas sociales. 
La mujer tiene derecho a decidir sobre su cuerpo y van a trabajar por un 
socialismo plural e incluyente. 

4. El aborto es una reivindicación progresista y todas las instituciones socialistas 
tienen el aborto establecido, la idea de que el aborto es un asesinato es poco 
científica, es no conocer de una manera seria las etapas por las que pasa una 
mujer, es una idea muy atrasada. 

5. Hay que dejar la hipocresía, la iglesia prohíbe el divorcio, el preservativo, la 
masturbación y, sin embargo, muchos de miembros/as de la AN están de acuerdo. 

6. Se rechazó que sea a través de un referéndum que se decida incorporar esta 
propuesta porque nadie debe decidir lo que una mujer quiere hacer con su cuerpo. 

7. El Estado venezolano está en deuda con las mujeres y su dignidad como 
personas sujetas de derechos y toda la sociedad está involucrada en resolver el 
grave problema de justicia y de salud que significa la vigente penalización del 
aborto. 

8. La construcción de una sociedad humanista no será posible mientras las mujeres, 
especialmente las más pobres, continúen muriendo por interrupciones 
clandestinas de embarazo y sean objeto de condenas y castigos. Las muertes por 
aborto y la cárcel por aborto son oprobio para la vida social venezolana. Se trata 
de una injusticia clara y manifiesta. 

9. Las mujeres venezolanas merecemos que se nos reconozca soberanía de 
decisión sobre nuestros cuerpos, y la comprensión de que detrás de un aborto 
inducido hay embarazos que fueron forzados, falta de acceso a la anticoncepción 
o falla de algún método, pobreza, abandono, irresponsabilidad paterna, 
enfermedades de la mujer o gestaciones con graves malformaciones, entre otros 


motivos (Maritza Villarroel, 2010) 


Esta propuesta de alguna manera recoge lo solicitado en las propuestas de grupos 
y colectivos anteriores, pero en esta oportunidad, las argumentaciones (no las 
propuestas) van cargadas de un indiscutible sello socialista que va dirigido a incidir en las 
diputadas y diputados, también socialistas, que conforman la AN. 
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El debate sobre el Código Penal se inició pero no culminó. El período legislativo de 
esta AN finalizó en diciembre de 2010 sin la aprobación del nuevo Código Penal 
elaborado y en enero de 2011 asumen los cargos los nuevos diputados y diputadas 
electos en septiembre de 2010, dando como resultados una nueva conformación de la 
AN, en la que la oposición logra 73 escaños. 


Hasta la fecha no existen nuevas iniciativas de modificación del Código Penal por 
parte de la AN. No obstante, gracias a declaraciones públicas recientes de la magistrada 
Luis Estela Morales Lamuño, presidenta del TSJ, se conoce que el máximo tribunal 
designó desde hace 3 años a un equipo de especialistas para la elaboración de otro 
nuevo Código Penal, esta vez bajo la coordinación del magistrado Francisco Carrasquero 
López y cuyo producto ya ha sido debatido y revisado en el seno del tribunal y ya fue 
entregado a la AN para su revisión (Tribunal Supremo de Justicia, 2012). No se tiene 
ninguna información acerca del contenido de este nuevo Código Penal y su manejo del 
tema del aborto. 


Esto significa que desde el 2010, cuando La araña feminista introdujo su 
propuesta para la elaboración de un nuevo Código Penal, el tema de la despenalización 
del aborto no se ha vuelto a discutir en la Asamblea Nacional; y significa además, que 
esta nueva Asamblea no ha tenido ningún debate en el tema, ya que si bien en la agenda 
parlamentaria del 2011 estuvo incluida la reforma de la Ley de Salud Pública que 
contemplaba el tema del aborto, la misma no fue debatida y tampoco fue incluida para la 
agenda parlamentaria del 2012. 


De manera que tenemos dos años sin ninguna acción a favor de la 


despenalización del aborto", y del total de 33 años de trabajo en el tema, el único logro 


18 Las únicas acciones en materia aborto en los años recientes no están referidas a la despenalización, sino más bien a la 
prevención de abortos inseguros. La primera de ellas es la iniciativa llevada a cabo por la Asociación Civil de Planificación 
Familiar (PLAFAM), que cuenta con un servicio y un “Protocolo de Atención Integral del Embarazo No Planeado”, 
fundamentado conceptual y legalmente en un marco de derechos humanos, y que está dirigido a “contribuir a disminuir la 
mortalidad y morbimortalidad de las usuarias por el aborto en condiciones de riesgo” (2007/2011: 4) y funciona en las sedes 
de esta organización y en la Maternidad Concepción Palacios en Caracas. Este protocolo incluye información sobre 
diversas opciones ante un embarazo no deseado que son: continuar con el embarazo y criar al hijo o hija, cederlo en 
adopción, métodos caseros de interrupción del embarazo, legrado, aspiración manual endouterina y finalmente la 
interrupción del embarazo con medicamentos. A pesar de que el protocolo incluye una amplia explicación sobre las 
técnicas abortivas, no contempla la realización de ninguno de éstos, sólo el suministro de la información, y tampoco se 


entregan récipes médicos para la compra de medicamentos (misoprostol) y se advierte de la existencia de un mercado 
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significativo que se ha podido identificar es la no inclusión de la inviolabilidad de la vida 
desde la concepción en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en 
1999. Se puede pasar ahora a analizar los temas centrales del debate sobre la 
despenalización del aborto para las y los actores claves en nuestro país, dentro del 
contexto político de campaña electoral para las elecciones presidenciales, para el período 
2013 — 2019. 


negro en torno a la adquisición de este producto. La segunda iniciativa es la Línea de Aborto Seguro, que entró en 
funcionamiento desde marzo del 2011 y es una línea de información telefónica sobre el uso del medicamento Misoprostol 
para la interrupción del embarazo no deseado en forma segura para la salud de la mujer, impulsada por el colectivo Faldas 
en Revolución y está inspirada en líneas de orientación similares que existen en Argentina y Ecuador, además funciona con 
el apoyo de la organización Women on Waves que es una organización holandesa sin fines de lucro que trabaja por los 
derechos de las mujeres y es parte de la Red de Experiencias Autónomas de Aborto Seguro (REAAS). A finales del 2011, 
esta Línea fue foco de atención en algunos medios de comunicación que presentaron entrevistas sobre su funcionamiento, 
lo que generó el interés de algunos sectores en ejercer acciones legales en contra de ésta. No obstante las presiones, la 
Línea sigue funcionando. Lamentablemente no se cuenta con datos acerca del alcance y los resultados de cada una de 


estas iniciativas. 
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Capítulo IV 


Argumentos de actores claves en torno a la despenalización del aborto 


A continuación presentamos el diseño de la investigación y la metodología, 
técnicas e instrumentos empleados en cada etapa de investigación, así como el proceso 
de selección de las y los actores claves que corresponden a nuestro objeto del estudio. 
Luego se analizan los temas centrales del debate sobre la despenalización del aborto 
para las y los actores claves identificados y, por último, los argumentos teóricos que en 


nuestra opinión podrían favorecer la despenalización del aborto en Venezuela. 


IV.1 Diseño de investigación, método, técnicas e instrumentos 


El diseño de esta investigación es de tipo cualitativo, que es el que se preocupa 
por la comprensión del fenómeno social, identificando la naturaleza de las realidades 
desde la perspectiva de las y los actores. En la investigación cualitativa no se plantean 
hipótesis de entrada, las variables no están controladas y “el desarrollo, la descripción y la 
operación de la teoría suelen ser resultado y producto del proceso de investigación más 
que de medios y herramientas empleados al realizar la investigación” (Janice M. Morse, 
1994/2003a: 3). De manera que el proceso de investigar de manera cualitativa representa 
un reto ya que los procedimientos no están completamente definidos y se basan en 
procesos de inferencia, comprensión y lógica, que permite que los resultados surjan 


posteriormente como un todo coherente. 
Como señala Janice Morse: 


“Se trata de un proceso de compaginar datos, de hacer 
obvio lo invisible, de reconocer lo importante a partir de los 
insignificante, de vincular hechos al parecer no relacionados 
lógicamente, de encajar unas teorías con otras y de 
atribuirles consecuencias a los antecedentes Es un proceso 
de conjetura y verificación, de corrección y modificación, de 
sugerencia y defensa; un proceso creativo de organizar los 
datos de manera que el esquema analítico parezca obvio” 
(1994/2003b: 32) 
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Se considera que este tipo de diseño es el que se ajusta a nuestro objetivo de 
investigación, ya que el mismo está dirigido a analizar los temas centrales del debate 
sobre la despenalización del aborto para los diferentes actores claves de Venezuela, con 
miras a desarrollar argumentos teóricos que favorezcan su despenalización y es 
congruente con la lógica cualitativa dirigida a comprender las realidades desde la realidad 
de sus actores; de manera que se emplearán métodos, técnicas e instrumentos propios 


de este tipo de investigación. 


El diseño de investigación contempla dos etapas. La primera, documental, con 
técnicas e instrumentos que corresponden a una investigación de tipo bibliográfico, 
dirigida alcanzar los dos primeros objetivos específicos del presente estudio, que son: 
conocer los diferentes argumentos teóricos que se han utilizado históricamente a favor o 
en contra de la despenalización del aborto y revisar los antecedentes de despenalización 
del aborto en Latinoamérica y Venezuela. 


La segunda etapa, de campo, pretende dar respuesta a los objetivos específicos 
tercero y cuarto de la investigación, esto es, conocer la opinión de las y los diputados de 
la Asamblea Nacional en los meses de mayo y junio del 2012, sobre los temas centrales 
sobre la despenalización del aborto, así como a identificar en esas opiniones los 
argumentos teóricos que pudieran favorecer a quienes han planteado y plantean en 
Venezuela la despenalización del aborto. Para esto se empleó la técnica de entrevista 
enfocada, que es aquella en la que “existe predeterminado de antemano un tema o foco 
de interés, hacia el que se orienta la conversación y mediante el cual hemos seleccionado 
la persona objeto de la entrevista” (Francisco Sierra, 1998: 299). En este tipo de 
entrevista, se pretende que las personas entrevistadas respondan a cuestiones muy 
concretas para poder observar la diferencia de sentido entre sujetos sometidos a una 
misma experiencia; en este caso, la persona seleccionada para la entrevista interesa 
porque de antemano se conoce su participación en una experiencia que ha motivado el 
diseño de investigación; en nuestro caso, se entrevistaron a las y los actores claves que 
tendrían que tomar una decisión en materia de despenalización del aborto en nuestro país 


si se planteara el debate hoy. 


Para la entrevista cualitativa enfocada, se elabora una guía no directiva, abierta, 


no estructurada ni estandarizada, que sigue un modelo conversacional que va más allá 
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del intercambio formal de preguntas y respuestas, en el que se trata de simular un diálogo 
entre iguales y se pretende que las personas entrevistadas manifiesten sus intereses 
informativos (recuerdo espontáneo), sus creencias (expectativas y orientaciones de valor 
sobre las informaciones recibidas) y sus deseos (motivaciones conscientes e 
inconscientes). De manera que se busca “información personalizada, tratando a los 
sujetos en su exclusiva originalidad a partir de los significados que ellos mismos elaboran 
en lo que se denomina su sentido común” (Ibídem: 301). En nuestra investigación, la 
intención fue que la persona entrevistada se ciñera a hablar sobre el tema de la 
despenalización del aborto en función de una guía de entrevista, elaborada a partir de los 
debates identificados en los capítulos | y II del presente trabajo. La guía de entrevista se 


muestra al final en los anexos. 


Se previó que cada entrevista fuera realizada en un solo encuentro interpersonal y 
se realizaron solicitudes formales, mediante comunicaciones escritas para la participación 
en el proceso de investigación explicándose los motivos e intenciones de la misma, 
mostrando disponibilidad absoluta en ajustar la agenda a los tiempos de la persona 
entrevistada y para que el sitio de realización de la misma quedará fijado por la o el 
diputado. Adicionalmente, se abrió la posibilidad de leer el trabajo definitivo previo a la 
publicación de sus resultados, en consideración a la correspondiente devolución de 
información en este tipo de investigaciones y en virtud de que no esta previsto el 
anonimato, considerando que la muestra seleccionada está conformada por figuras 
políticas tomadoras de decisión, a quienes les corresponde exponer públicamente sus 
opiniones con respecto a temas de interés social, de salud pública y de derechos 


humanos, como es el caso que nos ocupa en este estudio. 


Las entrevistas fueron realizadas personalmente por la autora de esta 
investigación, siguiendo la guía de entrevista y estableciendo un clima de empatía con la 
persona entrevistada para garantizar el éxito de la entrevista. En cada entrevista se hacía 
una introducción inicial y se planteaban las preguntas con claridad, manteniendo una 
actitud de apertura a toda información suministrada partiendo de la precisa de que “el 
valor potencial de la entrevista depende en buena medida de la capacidad de control que 
ejerza el investigador sobre sus propias actitudes” (Ibídem: 327). Para garantizar la 
atención de la entrevistadora y el registro preciso de la interacción conversacional, se 


determinó que cada entrevista debía ser grabada, previa solicitud de autorización por 
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parte de la persona entrevistada. Se estimó que cada entrevista tendría una duración 
promedio de 30 minutos aproximadamente, luego de haber realizado una entrevista de 
prueba realizada con la tutora de la investigación. 


El análisis de los datos se realizó siguiendo el procedimiento de análisis de 
entrevistas propuesto por Francisco Sierra (1998), que es el siguiente: 


1. Partir de una transcripción estructurada de las entrevistas. 

2. Realizar primeras lecturas para identificar los elementos nucleares del relato que 
señalan los conceptos principales que concentran el valor sustantivo del tema de 
investigación. Estos conceptos principales, deben ser definidos por el propio 
investigador y que densifican el sentido de lo narrado por la persona entrevistada. 

3. Crear una red de relaciones o mapa conceptual, que identifique los tipos de 
conexión, importancia u oposición que mantienen cada uno de conceptos con 
respecto a los otros. Se puede extraer una serie de supra conceptos que ayuden a 
diagramar mejor el mapa conceptual. 

4. Elaborar una diagramación exhaustiva de los conceptos categorizados en una red 
de relaciones que jerarquiza, opone y ordena el sentido de las entrevistas y ofrece 
una visión globalizadora. 

5. Este diagrama final será el modelo interpretativo que guie al investigador a realizar 
el informe final de resultados. 


Para la identificación de los elementos nucleares del relato y la realización del 
mapa conceptual y diagramación se empleó el programa Atlas ti, versión 6 para el análisis 
cualitativo de datos. 


Aunque parezca más que obvio, no está de más señalar que la construcción de los 


conceptos, mapas conceptuales y diagramación fueron realizadas siguiendo los objetivos 
planteados en la investigación. 
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IV. 2 Actores claves 


En un debate sobre la despenalización del aborto, los principales actores claves 
son las y los diputados de la Asamblea Nacional, quienes ejercen el poder legislativo en 


nuestro país. 


La Asamblea Nacional durante el período legislativo actual 2011 — 2016, está 
conformada mayoritariamente por representantes del Partido Socialista Unido de 
Venezuela (PSUV) con 92 miembros principales, seguido de Un Nuevo tiempo con 15, 
Acción Democrática con 14, el grupo de diputados y diputadas independientes que son 10 
en total; y luego siguen, el Partido Popular COPEI con 7 principales, Primero Justicia con 
6 y PODEMOS con 4. Otros 10 partidos políticos minoritarios tienen entre 1 y 3 diputados 


principales. Esto se muestra en el gráfico a continuación: 


Grafico A: 
Número de diputadas y diputados principales de la Asamblea Nacional por 
partidos políticos (2011-2016). Elaboración propia 
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La Asamblea Nacional venezolana está conformada por 165 representantes 
elegidos mediante elección popular en cada entidad federal y su estructura organizativa 
está constituida por una junta directiva, una comisión consultiva y quince comisiones 
permanentes que son: política interior, política exterior, contraloría, finanzas y desarrollo 
económico, energía y petróleo, defensa y seguridad, desarrollo social integral, cultos y 
régimen penitenciario, ambiente, recursos y cambio climático, pueblos indígenas, poder 
popular y medios de comunicación, ciencia, tecnología e innovación, cultura y recreación, 


familia; y, administración y servicios. 


Tiene además la potestad de crear subcomisiones y comisiones ordinarias con 
carácter estable y continuo, para el tratamiento y examen de asuntos vinculados al ámbito 
parlamentario; y comisiones especiales con carácter temporal para investigación y 
estudio, cuando así lo requiera el tratamiento de alguna materia (Asamblea Nacional de la 
República Bolivariana de Venezuela, 2010). La aprobación de un proyecto de ley o de 
reforma de ley, presentado por algunas de estas comisiones, pasa por un proceso de 
toma de decisiones que involucra a la Asamblea Nacional en su totalidad. En el caso 
específico de aprobación de una reforma o de un nuevo Código Penal, que es donde se 
penaliza el aborto, es de carácter orgánico, se requiere de la aprobación (votación) de la 
mayoría calificada constituida por las dos terceras partes de los integrantes presentes en 
la Asamblea antes de iniciarse la discusión del proyecto presentado, tal y como lo 
establece el artículo 203 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(1999). 


Ahora bien, cualquier propuesta en materia aborto dentro de una reforma o 
elaboración de un nuevo Código Penal o cualquier otra legislación, entra dentro de la 
competencia directa de tres comisiones permanentes, que son: política interior, desarrollo 
social integral y familia, que son las que se ocupan de la plena vigencia de los derechos 
humanos, seguridad social y salud, y protección a la familia, maternidad y paternidad, 
respectivamente. Es en estas comisiones donde se darían los primeros debates y 
decisiones que determinarían lo que luego sería presentado a Asamblea Nacional en su 
totalidad. 


Por tal motivo, se consideró pertinente seleccionar la muestra de diputados y 
diputadas a ser entrevistados en la presente investigación, dentro del grupo de los que 
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pertenecen a las comisiones permanentes de política interior, desarrollo social integral y 
familia. Además, se tomó en consideración el partido político de cada una de las personas 
seleccionadas en la entrevista, ya que este factor puede incidir en la línea que como 
partido político se tenga con respecto al tema del aborto. 


Las comisiones de política interior, desarrollo social integral y familia, con un total 
de 36 miembros (12 de política interior, 16 de desarrollo social integral y 6 de familia) se 
encuentran conformadas por los siguientes partidos políticos: 


Gráfico B: 
Número de diputados y diputadas en las comisiones de Política Interior, 
Desarrollo Social Integral y Familia. Elaboración propia 
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Esta distribución muestra que los principales partidos políticos presentes en estas 
comisiones de la Asamblea Nacional, en orden decreciente, son: 


e Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) (17) 
e Primero Justicia (3) 

e Independientes (3) 

e PODEMOS (2) 


e Un nuevo tiempo (2) 
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e Partido Comunista de Venezuela (PCV) (2) 
e COPEI (2) 
e En último lugar se encuentran: Cuentas Claras, AD y La Causa R, con un 


representante cada uno. 


En el cuadro 3, que está al final de este informe, se muestran de manera detallada 
los nombres de cada representante de estas comisiones y el partido político al que 
pertenecen. 


Nos propusimos realizar un total de ocho entrevistas, a representantes de los siete 
principales partidos políticos presentes en las comisiones de política interior, desarrollo 
social integral y familia. La muestra de fue intencionalmente seleccionada atendiendo a 
los siguientes criterios: tres miembros de la comisión de política interior, tres de la 
comisión de desarrollo social integral y dos de la comisión de familia, considerando que 
estos fueran, dos del PSUV y un representante de los otros seis partidos políticos 
presentes en estas comisiones. La selección de las y los diputados respondió a las 


siguientes consideraciones, que sean: 


e Presidentes/as y vicepresidentes/as de las comisiones seleccionadas, siempre y 
cuando no pertenezcan a los mismos partidos políticos. 


e igual número de diputadas y diputados. 


Empleando estos criterios, la selección fue la siguiente: 


1. Elvis Amoroso, presidente de la comisión de política interior y perteneciente 
al PSUV partido mayoritario en la AN. 

2. Dinorah Figuera, presidenta de la comisión de familia, perteneciente al 
partido Primero Justicia, segundo con mayor número de diputados en las 
comisiones seleccionadas. 

3. María León, vicepresidenta de la comisión de familia, del PSUV, que fue 
presidenta del Instituto Nacional de la Mujer y del Ministerio del Poder 
Popular para la Igualdad y la Equidad de Género. 


Con esta primera selección de un diputado y dos diputadas, quedan descartados 
todos los demás diputados y diputadas de los partidos PSUV y Primero Justicia. 
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4, 


El siguiente grupo con mayor número de representantes son los 
independientes. De este grupo se seleccionó a María Corina Machado, por 
ser mujer, de la comisión de política interior y por haber participado en las 
elecciones primarias a la candidatura presidencial de la Mesa de la Unidad 
Democrática en febrero del 2012. 


Con esto quedaban 4 diputados a seleccionar que tendrían que pertenecer a 


siguientes partidos con mayor número de miembros en estas comisiones: PODEMOS, Un 


nuevo tiempo, COPEI y PCV. No quedaban diputadas a ser seleccionadas puesto que 


todas las restantes pertenecen al PSUV, de manera que la siguiente selección será sólo 


de diputados. 


5. 


Del partido PODEMOS, se selecciona a Ismael García de la Comisión de 
Política Interior, quien tras las elecciones primarias de la oposición ha 
quedado como candidato de la unidad a la Alcaldía del Municipio 
Libertador. 

Del PCV, se selecciona a Oscar Ramón Figuera por ser de la Comisión de 
Desarrollo Social Integral y presidente de su partido. 

Sólo faltaba seleccionar dos diputados de la Comisión de Desarrollo Social 
Integral y de los partidos COPEI y Un nuevo tiempo, en función a este 
criterio se seleccionan a los diputados Gabino Paz Guerrero, de COPEI y 
Orlando José Ávila, de Un nuevo tiempo. 


En resumen, las y los diputados seleccionados para las entrevistas fueron: 


Comisiones Personas seleccionadas Total 

Elvis Amoroso María C Machado Ismael García 

Política Interior  |(PSUV) (Independiente) (PODEMOS) 3 
Orlando José 

Desarrollo Social | Ávila (Un nuevo Oscar Ramón Gabino Paz Guerrero 

Integral tiempo) Figuera (PCV) (COPEI) 3 
Dinorah Figuera 

Familia (Primero Justicia) | María León (PSUV) 2 

Total entrevistas 8 


El proceso para solicitud y realización de las entrevistas se dio inicio en el mes de 


mayo. Se elaboraron comunicaciones formales en las que se solicitaba la entrevista 


formal; se estableció contacto directo con sus asistentes, solicitándoles números 


telefónicos y asistiendo dos veces por semana al Edf. Pajaritos, sede de las oficinas de 


las Asamblea Nacional, para hacer contactos directos, además de las constantes 


llamadas telefónicas de seguimiento a las solicitudes realizadas. 
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Se obtuvo respuesta satisfactoria sólo de cinco, de los ocho seleccionados, que 


fueron, según orden de realización de las entrevistas: Dinorah Figuera (30 de mayo), 


Ismael García (01 de junio), Orlando José Ávila (13 de junio), María León (18 de junio) y 


Gabino Paz Guerrero (21 de junio). 


Con la diputada y los dos diputados que no fueron entrevistados ocurrió lo 


siguiente: 


1. 


Diputada María Corina Machado de la comisión de política interior. No fue posible 
hacer entrega en físico de la respectiva comunicación de solicitud de la entrevista, 
ya que en ningún momento pudo ser abordada, en las oficinas de la Asamblea 
Nacional, como tampoco fue posible hacerlo con su asistente. La comunicación 
tuvo que ser enviada vía correo electrónico y los contactos fueron realizados a 
través de una persona de su equipo de trabajo; quien en un principio abrió la 
posibilidad de que la entrevista fuera concedida y argumentó la poca disponibilidad 
de tiempo de la diputada, otorgando varios plazos para la realización de la misma. 
Posteriormente en virtud de la constante postergación de las fechas, la persona 
contacto reconoció la resistencia de la propia diputada en brindar la entrevista 
debido a la “poca claridad y por no tener una posición tomada con respecto al 
aborto”. Se explicó en repetidas oportunidades que el objetivo de la investigación 
estaba dirigido a conocer las opiniones de la diputada en torno al tema y que 
cualquier opinión era valida para efectos de la investigación, pero no fue posible 
ganar la apertura y en definitiva la entrevista no fue concedida. Es importante 
destacar, que durante el período de campaña para el proceso de elecciones 
primarias a la candidatura presidencial en el que participó la diputada, el diario 
Ultimas Noticias solicitó la opinión de los precandidatos en materia de aborto y la 
respuesta de la diputada fue de evasión "porque se trata de asuntos delicados que 
ameritan una respuesta profunda y extensa" (Ultimas Noticias, 2012) y señaló que 
el tema debía ser objeto de una consulta nacional. De tal manera que este rechazo 
de la diputada a participar en la investigación es reflejo su rechazo y evasiva a 
abordar el tema del aborto. 

Diputado Elvis Amoroso, presidente de la comisión de política interior. Si bien se 
entregó la comunicación de solicitud de entrevista y se estableció contacto directo 
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(telefónico y personal) con su asistente, siempre se obtuvo por respuesta que no 
era posible conceder la entrevista debido a las múltiples ocupaciones del diputado 
y a las frecuentes cancelaciones de las reuniones de la comisión, es decir, al no 
haber sesión de la comisión, las y los diputados no asisten a la Asamblea Nacional 
y, por tanto, no es posible abordarlos. La asistente del diputado sugirió realizar la 
entrevista con el vicepresidente de la comisión, diputado José Javier Morales, 
también del PSUV, quien podía tener mayor disposición; se solicitó formalmente la 
entrevista a este diputado pero tampoco fue posible realizarla. Las principales 
excusas de ambos diputados para no otorgar la entrevista fueron: apoyo a la 
inscripción del candidato-presidente Hugo Chávez ante el CNE, inicio de campaña 
electoral, prioridad de las actividades de campaña y suspensión de las sesiones 
de la comisión. 

3. Diputado Oscar Ramón Figuera de la comisión de desarrollo social integral. Fue 
consignada la comunicación de solicitud de entrevista y se hizo contacto directo 
con su asistente (telefónico y personal), pero siempre hubo excusas para la 
realización de las entrevistas debido a las diversas actividades del diputado. Ahora 
bien, con este diputado se dio la posibilidad de abordarlo en el pasillo de la 
Asamblea Nacional para solicitar la entrevista directamente, y la actitud del 
diputado fue de evasión en conceder la entrevista sugiriendo que conversara con 
el comité de mujeres del partido; pero no con respecto al tema ya que señaló 
textualmente: "ponga ahí que nosotros estamos de acuerdo con el aborto", otorgó 
fecha para la realización de la entrevista pero luego no acudió el día y hora 
pautadas. 


Se contactaron otros diputados para suplir a éstos, pero tampoco fue posible 


concertar nuevas entrevistas, cerrándose este proceso la primera de semana de julio 


para dar inicio al análisis de las cinco entrevistas realizadas. 
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IV.S Argumentos 


Las entrevistas fueron realizadas entre los meses de mayo y junio del 2012, cada 
una con una duración promedio de 35 minutos. Los diputados Orlando Ávila y Gabino Paz 
fueron entrevistados en sus oficinas de la Asamblea Nacional en el bloque parlamentario 
respectivo; el diputado Ismael García en la sede de su partido y las diputadas Dinorah 
Figuera y María León en lugares públicos, dos restaurantes seleccionados por ellas 
mismas. Todas las entrevistas se grabaron, obteniéndose buen registro de la 


conversación, incluso en las que fueron realizadas en lugares públicos. 


No siempre fue posible la privacidad absoluta. En tres entrevistas estuvieron 
presentes los asistentes de las y los diputados (en la oficina, en los casos de Gabino Paz 
y Orlando Ávila y en la misma mesa de la entrevista, como en el caso de Dinorah 
Figuera); en otra, el asistente estaba cerca pero no podía escuchar la conversación 
(María León); sólo en una fue posible estar a solas con el diputado entrevistado (Ismael 
García). Los asistentes no intervinieron en el transcurso de las entrevistas pero sí estaban 
atentos al contenido de la misma, sobre todo a los planteamientos que hacían las y los 
diputados ante las preguntas realizadas. Es pertinente señalar que las y los diputados en 
hicieron referencia a consultas realizadas sobre el tema del aborto (a asesores o 
personas de su mismo partido) previas a la realización de la entrevista, para obtener 
opiniones de parte de personas relevantes para su entorno político. 


En todas las entrevistas hubo alguna interrupción, generalmente una llamada 
telefónica al celular de la persona entrevistada, ante lo cual deteníamos la grabación y 
luego se proseguía; sin embargo, no hubo más de una interrupción por entrevista y fue 


posible retomar con facilidad el hilo de la conversación. 


En general, las y los diputados mostraron interés y disposición, sólo Ismael García 
y Dinorah Figuera señalaron alguna premura para finalizar y continuar con otras 
actividades, aunque con un trato cordial y amable; mientras que los otros tres diputados 
se mostraron más relajados con el tiempo, incluso, compartieron algunos minutos con la 
investigadora luego de haber terminado la entrevista y suspendido la grabación, con el 
interés en conocer: el destino de la investigación, la opinión de otros entrevistados y 
ratificar su preocupación en torno al tema del aborto. 
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Una vez transcritas las entrevistas por parte de la propia investigadora, el análisis 
de los datos se realizó siguiendo las pautas señaladas previamente. En principio se 
identificaron las citas o contenidos centrales de cada entrevista y luego un trabajo que 
oscilaba entre la revisión de cada entrevista en sus particularidades y las conexiones 
entre ellas, para poder conformar los conceptos básicos, que se presentan al final de este 
informe en el cuadro 4, que orientaron la construcción de diagramas de los conceptos 


categorizados y por ende, el análisis en su conjunto. 


Para facilitar la presentación de los resultados y cumplir con el tercer objetivo de la 
investigación, que es, analizar los temas centrales del debate sobre la despenalización del 
aborto para las y los diferentes actores claves en nuestro país, primero se mostrará lo 
obtenido en cada entrevista y, luego, se hará el análisis global de los argumentos que los 
y las diputadas esgrimieron a favor y en contra de la despenalización del aborto en su 


conjunto. 


1V.3.1 Por entrevistas 


Los resultados de las entrevistas se presentan siguiendo el orden en que las 


mismas fueron realizadas: 


1V.3.1.1 “Faltan herramientas para debatir desde los derechos humanos”. 
Dinorah Figuera, presidenta de la comisión de familia, partido Primero Justicia. 


La diputada Dinorah Figuera es médica de formación y tiene una posición ante la 
despenalización del aborto marcada por la influencia religiosa, sus experiencias 
personales y la falta de manejo del tema de derechos humanos, pero se muestra abierta 
al diálogo y el debate. Señala que su partido, Primero Justicia, es conservador en el tema 
pero está abierto al diálogo y no tiene posición política tomada sobre la despenalización 
del aborto. Siguiendo el programa Atlas ti, el diagrama de conceptos en su caso fue el 


siguiente: 
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Poco debate en 


Diputada derechos humanos 


Dinorah Figuera. 
Comisión de 
Familia. Políticas públicas para 


Partido Primero prevención de 
Justicia embarazos 


adolescentes 


Sa A Falta de argumentos 
por indicaciones OAR para tomar posición 


sobre el tema 


Derechos de las l favor l 
Argumentos en td 


torno a la 


despenalización Aborto como método 
Potas del aborto anticonceptivo 
herramientas 
para la 
prevención de 
embarazos no 
deseados 


Experiencia personal 
negativa asociada con 
el aborto o el 
embarazo 


Predominio del 
criterio religioso 
sobre el profesional 


Lo primero que la diputada plantea en la entrevista son las razones de las mujeres 
para abortar, ella diferencia las razones de las adolescentes de las razones de las 
mujeres adultas; en las primeras destaca la presión familiar, la violación al derecho a la 
educación y las limitaciones que una maternidad adolescente implica para su desarrollo 
futuro; mientras que en las adultas destaca el impacto económico, los embarazos por 
violencia sexual y las relaciones fortuitas, así como las limitaciones en la vida de las 


mujeres a partir de un embarazo no planificado. Explica: 


“la adolescente cuando toma esta decisión es por la gran 
presión que tiene al decir en su hogar que está embarazada y 
también se corresponde a que dentro de ese embarazo, la 
adolescente, puede tener afectado todo lo que tenga que ver 
con su derecho a la educación, que no puede seguir viviendo 
una vida de adolescente y pueda asumir un rol ya de madre y 
que la frustre en cuanto sus expectativas a desarrollar su 
juventud plena. Y la otra, básicamente cuando ya no es una 
adolescente, sino en un embarazo no esperado por parte de 
una mujer post adolescente, tiene que ver con el impacto 
económico que significa en ella, en función con el que sea 
deseado o no el embarazo o que el embarazo sea producto de 
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una violación o sea producto o no de una relación afectiva. 
Todo esto tiene relevancia dentro de la decisión que pueda 
tomar la mujer, sobre si quiera tener o no ese bebé o tomar la 
decisión de abortar”. 


Reconoce, las pocas herramientas de las venezolanas, sobre todo de las 
adolescentes, para la prevención de los embarazos no deseados, destacando las 
deficiencias y prejuicios de la educación sexual que se imparte en nuestras instituciones 
académicas, y la falta de políticas públicas efectivas, a pesar del reconocimiento de que la 
mortalidad materna y el embarazo adolescente son problemas graves en el país, señala: 


“En Venezuela desde siempre se ha dado educación sexual 
desde el punto de vista anatómico prácticamente, cómo son los 
órganos femeninos, cómo son los órganos masculinos pero 
nunca se ha abordado este tema como prioritario desde el 
punto de vista de lo que es el pensum de estudio de edad 
escolar o de edad adolescente y eso, de alguna u otra manera, 
incluso por prejuicios mismos de la educación venezolana, ha 
influido en la desinformación, la poca educación sexual que 
tiene en este caso el adolescente y en consecuencia en 
Venezuela, a mi juicio, no se ha abordado con toda la seriedad 
que merece, tomando en cuenta los indicadores de mortalidad 
materna o de embarazo temprano”. 


Para la diputada, esta falta de políticas públicas para la prevención de embarazos 
adolescentes y la preocupación por la mortalidad materna, son centrales y los asocia 
directamente con la problemática del aborto. Los percibe como los principales escollos 
que hay que solventar y considera que hay que fortalecer los planes y programas 
dirigidos, sobre todo, a las adolescentes, para brindar información, fortalecer las 
relaciones de parejas y eliminar cualquier forma de discriminación social hacia las 


adolescentes embarazadas, puntualiza: 


“A mi juicio la información debe estar orientada al conocimiento 
de la pareja, muchas veces esas jóvenes adolescentes van 
aprendiendo con los golpes que les da la vida, van aprendiendo 
por ensayo y error y no en cuanto a una orientación en la que 
por ejemplo, un colegio tenga un convenio con el Ministerio de 
Educación que tenga una trabajadora social, una orientadora, 
que esté especializada en que ese es uno de los problemas 
que le pueden llegar y de inmediato orientar a esa joven. 
Todavía a estas alturas, una joven que sale embarazada en un 
colegio es un impacto para la población escolar de su colegio, 
todavía esa niña tiene que asumir y correr con todos los 
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prejuicios que tiene encima y eso puede influir en tomar 
decisiones abortivas en función del qué dirán”. 


Tomar una decisión legislativa, eventualmente, en materia de despenalización del 
aborto representa un conflicto para la diputada y señala tres aspectos que entran en ese 
conflicto; el primero y más importante, la influencia de la religión y de la iglesia católica, 
que es a la que pertenece, cuyos argumentos pone por encima de su formación 
profesional; el segundo, son las experiencias personales negativas asociadas al aborto y 
al embarazo; y el último, la falta de herramientas desde el terreno de los derechos 


humanos para tomar una posición. De estos puntos, señala en diferentes intervenciones: 


“Mira, (refiriéndose a la religión) tiene un peso alto. Yo te puedo 
decir lo siguiente, yo soy médico, soy una mujer que quiero ser 
amplia en el tema, tengo inclusive institucionalmente una 
responsabilidad muy grande desde el punto de vista de lo que 
es mi toma de decisión en cuanto a coadyuvar con todas estas 
políticas públicas, me costó tener una hija, te voy a decir tengo 
una hija de 14 años y yo tengo 50, o sea me costó tener una 
niña, y entonces cuando pienso en mí...” 


“Yo soy católica” 


“No, pero guarda relación con la religión porque como te estoy 
diciendo, tengo un pensamiento científico, soy médico, pero 
tengo una historia personal y mi historia personal me es difícil 
desligarla. Tengo dos historias personales inclusive, una es la 
muerte de una compañerita mía a los 17 años, que entramos a 
la universidad juntas y murió de un aborto; y tengo la historia 
de una amiga que tiene mi misma edad y tomó la decisión de 
abortar y ya no pudo tener más hijos.” 


“Te digo con sinceridad, humanamente es muy difícil tomar una 
posición. Fíjate yo tuve una enfermedad, tuve leucemia y tuve 
una enfermera que era testigo de Jehová y ella tenía un 
principio, que si las transfusiones mías que si lo otro, y eso 
quedaba de parte mía, porque era mi vida, porque yo tenía 
una niña de 8 años y bueno, son cosas que uno tiene que 
analizar y... bueno vamos a ver, vamos a buscar un camino, 
vamos a abrir una discusión a ver que cosas se pueden hacer” 


“Venezuela está bien, bien lejana del debate de los derechos 
humanos”. 


“Yo creo que uno de los temas es, desarrollar el tema de los 
derechos humanos” 
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Como se señalo al principio, la diputada no está cerrada absolutamente a la 
despenalización del aborto, se muestra favorable a la despenalización por indicaciones y 
comprende que la decisión de abortar es una decisión privada que debe tomar la mujer 
sola o con su pareja, aunque le preocupa que el aborto se constituya en un método 
anticonceptivo y por supuesto las consecuencias del aborto para la mujer. De esto 
señala: 


“Trato de no encerrarme en un solo pensamiento, mi 
obligación es poder abrir mi posición ante otras personas que 
pudieran de alguna u otra manera tener el camino de la 
despenalización y abordar lo que serían los derechos humanos 
de las mujeres, pero efectivamente hay un elemento desde el 
punto de vista socioreligioso que influye en las decisiones 
desde el punto de vista institucional” 


“Yo estaría de acuerdo con la despenalización, por supuesto 
con algunos elementos variables, no puede convertirse el 
aborto en un mecanismo de educación sexual que busca 
resolver el problema de mi embarazo con un aborto, porque se 
ha dado el caso de que hay personas que son abortadoras 
crónicas, que su método anticonceptivo prácticamente es el 
aborto, tal vez porque no ha sido educada o no han tenido la 
información a la mano o algo así”. 


La diputada posee la creencia de que la despenalización del aborto puede generar 
un incremento en la práctica de abortos inseguros, mientras que en la realidad, como 
vimos en al capítulo |, las mujeres recurren al aborto sólo en situaciones extremas y no 
constituye un método anticonceptivo regular. Además, muestra estar de acuerdo en 
despenalizar el aborto en caso de malformación congénita y de embarazo producto de 


una violación sexual. 


“Si hay riesgo de la vida de la embarazada, puede abortar, 
estoy de acuerdo si hay una malformación congénita y si es 
producto de la violación”. 


“Mira, si tu me preguntas... yo creo que la decisión de abortar 
en una pareja, tiene, como decir, la pareja tiene legalmente, 
uhm, legalmente no, o sea, diría legítimamente su decisión en 
cuanto a abortar o no, la pareja o una madre sola puede tomar 
esa decisión”. 


“Oye mira, las septicemias, hemorragias, situaciones de 
esterilidad como consecuencia de esta decisión, la muerte de la 
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joven. Básicamente esos son los riesgos, ruptura intrauterina, 
infecciones, hemorragias y la muerte de la persona” 


En cuanto a la posición de su partido político, asume que su partido es conservador y que 
no ha habido un debate interno sobre este tema, pero que es necesario abrir un debate 
en el país sobre el aborto y que las decisiones deben ser tomadas a partir del consenso. 
La diputada explica: 


“No, bueno, hace dos años hicimos una discusión filosófica de 
lo que es el partido y todo eso, pero no del tema y en la 
secretaría femenina del partido donde se tocan todos estos 
temas, pero como tema legislativo y específico, no”. 


“No bueno, debo decir que este tema es interesante, es muy 
interesante y debo decir que desde mi partido político, no es 
que tiene una posición construida, al contrario estamos abiertos 
a un debate porque estos son temas que no se tocan a diario 
en un partido” 


“Mira yo creo que nosotros los venezolanos tenemos que 
abrirnos al tema, informarnos sobre el tema, discutir las 
fortalezas y las debilidades en cuanto a los principios 
legislativos y los principios ejecutivos, desde el punto de vista 
de las políticas públicas y desde el punto de vista de las 
conversaciones que tengamos que iniciar con la iglesia, con las 
organizaciones no gubernamentales, con los sectores del país, 
con los sectores conservadores, los sectores liberales, los 
sectores de defensa de la mujer, o sea, feministas del país; yo 
creo que se debe abrir un gran debate en función a este tema y 
que se trate de buscar un principio de consenso”. 


En síntesis, para la diputada Figuera existen más argumentos en contra que a 
favor de la despenalización, su posición se flexibiliza sólo ante la despenalización por 
indicaciones (como vimos en el capítulo I). No toma posición con respecto a la 
despenalización por plazos, incluso evade la pregunta señalando que falta debate a nivel 
de derechos humanos para tomar una posición; no obstante, se muestra abierta al debate 
y al diálogo. 
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VI.3.1.2 “Mejor hablar de prevención que de aborto” 
Ismael García. Comisión de política interior. Partido PODEMOS 


El diputado Ismael García muestra resistencia a hablar del tema de la 
despenalización del aborto, prefiere centrar su discurso en la prevención de los 
embarazos y la falta de políticas públicas. Manifiesta el riesgo político de abordar ese 
tema en la actualidad debido al contexto de campaña electoral y lo inconveniente, 
políticamente, de mostrar una posición en contra de las iglesias; no obstante, se muestra 
a favor de la despenalización por indicaciones desarrolladas (malformación congénita, 
embarazo por violación sexual e incesto), gracias a una vivencia personal que lo 
sensibilizó en el tema. En cuanto a la posición de su partido PODEMOS, explica que han 
debatido el tema a lo interno, pero no ha habido posición ni debate público como partido, 
sus planteamientos son personales. A continuación se muestra el diagrama obtenido en 


su caso, siguiendo el programa atlas ti: 


Diputado 


Despenalización 
por indicaciones 


Pocas 
herramientas 
para la 
prevención de 
embarazos no 
deseados 


Experiencia 
personal que 
sensibiliza sobre 
el aborto 


Rechazo a la 
maternidad 
impuesta 


Pobreza y abortos 
inseguros 


Ismael García. 
Comisión Política 
Interior 

Partido PODEMOS 


Argumentos en 
torno a la 
despenalización 
del aborto 


No aborto, sí 
prevención 


Falta de argumentos 
para tomar posición 
sobre el tema 


Consecuencias del 
aborto para una mujer 


Rechazo al debate con 
la iglesia 


No al debate actual 


Aborto como una 
forma de homicidio 


Para el diputado García, las razones de las mujeres para abortar están asociadas 


al abandono de la pareja y a razones morales, que se aplican tanto para las mujeres en 
situación de pobreza como para aquellas que no lo están, siendo más afectadas las 
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primeras que no cuentan con los recursos para hacerse un aborto seguro. Además, parte 
de la idea de que la sociedad condena a la mujer y propicia que se practique un aborto, y 
propone que se creen condiciones sociales y culturales para la protección de las mujeres 
y su maternidad. El diputado explica: 


“Bueno mira, el aborto puede practicárselo una pareja, una 
mujer (...) que es abandonada por la pareja o por quien tiene 
las relaciones para quedar en estado, bueno por muchas 
razones, porque se puede sentir acorralada, por razones a 
veces que la propia familia la va a discriminar, no la va a 
reconocer, la sociedad condena eso, que una madre sea 
soltera, por muchas razones puede una pareja intentar abortar 
y lo lamentable es que no solamente no hay una orientación, la 
sociedad no es abierta a la comprensión de un error o de un 
camino equivocado, o de alguien que de buena fe haya podido 
tener una relación, una mujer que en algún momento haya 
tenido una relación y luego el tipo la abandonó (...) hay 
quienes, también, por las mismas cosas que la sociedad la 
condena, van a una clínica privada con todos los 
requerimientos y no les pasa absolutamente nada, la mujer 
pobre sobre todo es la que es más afectada por esto, porque 
además no tienen para pagarse un aborto”. 


“Es una doble moral que sepamos que en las clínicas quien 
puede hacerse un aborto, un aborto con todas las condiciones 
científicas, lo haga, y una mujer pobre se muera”. 


“Si hay una educación en el país, donde la sociedad entienda 
el conjunto de valores por los cuales una mujer puede tener, 
quedar en estado y no ser reconocido, irresponsablemente, por 
quien le puso la barriga o por lo que haya sido, la sociedad 
tiene que entender que no puede ser eso una condena, porque 
tener un hijo es lo más grande que hay, para mi el momento 
más grande de mi vida fue cuando nació mi primera hija. Y 
luego, también, crear las condiciones legales y estructurales de 
esa sociedad, para que la mujer sea protegida”. 


El diputado García destaca el privilegio de las mujeres con mejores recursos 
económicos que pueden acceder a un aborto seguro y los riegos a los que se someten, 
sobre todo las mujeres en situación de pobreza, cuando se practican un aborto en 
condiciones de riesgo, señala: 


“Bueno a su vida, riesgo de muerte, a quedar afectada también 
entonces en un órgano vital, que también sería muy grave para 
una mujer, bueno también el hecho de que ella va a perder 
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este hijo ahora y te van a condenar, te van a rechazar, esas 
son cosas que pasan o después el riesgo al que se somete con 
la pareja, o también situaciones de dificultades económicas. 
Bueno, ante eso, el problema más grave en ese aborto es que 
se le dañen sus órganos vitales, eso también es un daño grave, 
casi tanto como la pérdida de la vida. También puede ser que 
eso afecte después que la mujer quiera tener un hijo y no 
pueda; bueno, puede adoptar a alguien pero no es igual ya”. 


Expresa además, la creencia errada de que en nuestro país está legalizado el 
aborto eugenésico. Explica: 


“Ahora, aquí hay cosas para las cuales el aborto es legal, luego 
hay cosas que hay que resolver, no es un problema solamente 
físico y el hecho de que una mujer porque tenga un niño que no 
puede nacer por razones de salud, lo que sea, se le puede 
practicar un aborto, lo que hay es que saber, por razones de 
salud de la sociedad, como hacemos para que esa muchacha 
no sea llevada y arrastrada a hacerse un aborto”. 


Para el diputado es mejor hablar de prevención de embarazos y de educación 
sexual a todo nivel, que de aborto, al que iguala con un homicidio; en varias 


intervenciones señala: 


“Hay debates que tienen que asumirlos las instituciones del 
país sobre todo quien tenga el peso y el liderazgo de hacerlo, 
yo creo que hace falta una campaña educativa y eso tiene que 
hacerlo, tiene que empezar desde el momento en que a uno 
en la vida se le puede comenzar a hablar de sexo, en el nivel 
que sea, en el primer grado, segundo grado, desde pequeño, 
no sólo para la mujer, sino al hombre también, porque a uno le 
enseñan desde pequeño: bueno mira no, tu puedes tener 
varias mujeres, tu eres un hombre, pero, y fulana? No, ella es 
una mujer, ella no puede hacer eso” 


“El tema es que ni las que van a la clínica ni las que están en 
los barrios si tienen una educación buena, si saben que el 
estado les garantiza eso, si desde pequeño se les enseña que 
tiene que ver con los métodos anticonceptivos, que el valor de 
la vida está por encima de todos y que traer un hijo al mundo 
debe ser producto de una decisión razonada, que puede tener 
sexo sin salir en estado, entonces bueno es mejor hacer eso 
que al final debatir sobre el mal que está hecho porque es 
igual, le pregunto yo, alguien que tenga un hijo que consuma 
droga ¿lo va a matar? tiene que ver a ver como lo salva”. 
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Considera que no es pertinente dar un debate en estos momentos con las 
iglesias, que el debate debe ser amplio con diversos sectores de la sociedad y que 


resulta inconveniente debatir directamente con las iglesias, señala: 


“Yo creo que si nosotros damos el debate en este momento 
con la iglesia, le hacemos un flaco favor a la solución definitiva 
del problema”. 


“Yo creo que el debate hay que darlo para que después cada 
quien pueda decir, es vedad, yo también estoy de acuerdo, 
cuáles son las consecuencias de que la mujer es arrinconada, 
rechazada por la sociedad por estar en estado”. 


“Yo no voy a dar el debate en esos términos, yo no lo voy a dar: 
¿Usted está de acuerdo con el aborto, si o no? ¿Usted quiere 
pelear con la iglesia, si o no?” 


“No, es que eso lo limita. La incorporación, no de los curas y los 
obispos, sino del mundo cristiano que tiene que entender que 
las consecuencias que se han construido, todos somos 
responsables. Así que yo no puedo esperar, saber si alguien 
está cometiendo un pecado y entonces cuando llegue el 
momento de producir una decisión me voy a oponer, es tan 
pecado el decir que eso haya ocurrido como un pecado lo que 
se vaya a hacer”. 


Ahora, cuando se explora su posición con respecto a la despenalización por 
indicaciones, muestra una actitud de apertura, sobre todo en caso de violación sexual y 
considera que a la mujer no se le debe imponer la maternidad en estos casos; reconoce 


la influencia de una experiencia personal que le sensibilizó en ese tema, señala: 


“Oye, cómo va a tener una mujer un hijo de alguien que la 
violó. Mira, la única vez que he estado en mi vida preso fue 
porque siendo Concejal de La Victoria, los hijos de los dueños 
de una empresa muy importante en este país, un tipo de 30 
años, un hijo de papá y mamá, violó a una niñita de la mujer 
que trabaja en la casa, de 9 años y la embarazó. Un acto 
criminal, y nadie se atrevían a decir nada y yo empujé a que 
denunciaran pues, eso fue hace un tiempo atrás...” 


El diputado señala que impulsó la denuncia de violación sexual y explica que a la 
niña le fue practicada una interrupción del embarazo debido su edad, pese a que se 
estaba cometiendo un delito. 
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“Ahora, yo le pregunto a la sociedad venezolana ¿cuál es el 
delito mayor allí? ¿Destruirle la vida a esa niña, porque además 
se iba a morir o cuál? Bueno, este, esa chama hoy en día es 
una mujer, se casó y tuvo una hija, es de un barrio pobre, me 
pide la bendición, soy su padrino. A mi me costó mucho eso, 
fue un trauma para mi porque yo no la conocía, yo la conocí en 
esa situación. Y ahora, claro, ha vivido momentos difíciles con 
su pareja. Y el daño hubiese sido mayor si ella tuviera 15 o 16 
años y no hubiera querido tener ese hijo ¿tiene la sociedad que 
obligarla a eso?” 


Con este comentario, el diputado hace referencia a su postura favorable hacia la 
despenalización del aborto en caso de violación sexual, independientemente de la edad 


de la víctima, sin embargo deja ver su confusión acerca de si esta es una decisión que 


debe ser tomada por la mujer o por la pareja, señala: 


“No, yo creo que tiene que ser una decisión de la pareja, de la 
persona si a o no va a hacerlo, porque cómo vas a tener un hijo 
de alguien que te violentó la vida vale. Mira, el delito para mi 
más abominable es el delito de la violación, yo no puedo 
entender eso vale. Si le pasa esto a una hija mía ye yo creo 
que no esperaría a un tribunal, yo creo que yo actuaría por mi 
cuenta. Yo no puedo entender eso, cómo una sociedad va a 
obligar a la mujer”. 


Al señalar que en Venezuela estos casos de violación sexual, malformación 
congénita e incesto están penalizados, señala: “Tenemos que cambiarlo ya”, y al 
preguntar, sobre la imposición de la maternidad a las mujeres en los casos de embarazos 


no deseados, responde: 


“No tiene derecho. La sociedad no tiene derecho”. 


“Si es ella quien tiene que asumir la maternidad es imponer un 
maltrato de por vida a alguien. Ella va a tener un dilema entre 
su hijo, que es su hijo y ella como mujer”. 


Para el diputado, la despenalización por plazos no es tema que pueda ser 


abordado en este momento, considera que primero hay que dar un debate en la 
sociedad, que no hay que seguir modelos de otros países; pero piensa además, que este 
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no es el momento político debido a la campaña electoral y que el mismo debe dar inicio 


luego de las elecciones presidenciales, considera: 


“Noooo, yo creo que primero para llegar a 10 hay que contar 1, 
2,3 para llegar luego 8, 9 y 10 vamos a convencer a la 
sociedad. La situación es difícil, primero, en Venezuela no hay 
condiciones para dar un debate que tiene que ser asumido por 
el conjunto del país, más allá de los intereses partidistas. Si 
Chávez propone el tema para discutirlo hay gente de la 
oposición que se opone, si lo proponemos nosotros hay gente 
de allá que se va a oponer. Y aquí hay primero que hacer un 
conjunto de cosas, primero cambiar el país, aquí tiene que 
haber un cambio el 7 de octubre, una de las tareas 
fundamentales que tiene el próximo presidente de Venezuela 
es logara la unidad, es recomponer el diálogo”. 


“De manera que para todo esto, nosotros tenemos que pasar 
por el 7 de octubre y buscar la integración nacional, porque hay 
temas como este y otros también, que tienen que discutirse en 
un clima de gran acogida y de gran unidad nacional. Hay que 
debates profundos sobre los valores que hace tiempo no se 
dan en el país. Tenemos que dar el debate aquí, lo demás no 
nos importa cómo lo han hecho en otros países”. 


Para el diputado García, es necesario hacer cambios legales a favor de la 
despenalización del aborto en caso de las indicaciones desarrolladas presentadas en el 
capítulo |, contexto dentro del cual puede reconocer con facilidad la violación a los 
derechos humanos de las mujeres; pero no de está acuerdo con formas más liberales 
como serían indicaciones ampliadas o despenalización por plazos, presentando 
argumentos religiosos (aborto como forma de homicidio) e inconveniencia política. En 
definitiva, prefiere hablar de prevención y protección a las mujeres y de maternidad. Hay 
que destacar además que el diputado señala, que este tema ha sido discutido en el seno 
de su partido, igual que el de la diversidad sexual, pero que no se ha dado un debate 


público ni se tiene una posición tomada. 
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IV.3.1.3 “Hay que fortalecer el Estado laico”. 
Orlando J. Ávila. Comisión de desarrollo social. Partido Un Nuevo Tiempo 


El diputado Orlando J. Ávila, médico, muestra desde el principio de la entrevista 
su posición absolutamente a favor de la despenalización del aborto, cuenta con cierta 
información de algunas acciones realizadas en el país para lograr la despenalización y 
considera que debe emplearse un sistema combinado de indicaciones y plazos, en el que 
las argumentaciones sobre inviabilidad del feto antes de las 26 semanas de gestación 
son fundamentales. Plantea su preocupación sobre la influencia de las iglesias en las 
decisiones del Estado y considera que debe reclamarse la verdadera existencia de un 
Estado laico. Reconoce la resistencia de su partido a abordar el tema, pero considera que 
es posible lograr la sensibilización de algunos de sus miembros. El diagrama conceptual 
obtenido para este diputado aplicando el programa atlas ti, es el siguiente: 


PE Eds 
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Lo primero que resalta en la entrevista con el diputado Ávila es su idea equivocada 
de que está despenalizado el aborto en Venezuela en casos de violación sexual y 
malformación congénita, debido a la información manejada sobre la solicitud de la 
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Federación Médica Venezolana ante el Congreso (ver capítulo IIl). Al informársele que 


esto aún no ha sido aprobado, comenta con sorpresa: “¡Todavía no!” “Eso hay que 
revisarlo”. Luego reconoce lo controversial del tema y la diversidad de criterios, que es 
independiente de la opción política y expresa su posición desde el inicio de la entrevista, 


en sus palabras: 


“Hay algunos diputados médicos y abogados tanto de la 
oposición como de la banca oficialista que tienen posiciones 
contrapuestas. Yo como médico... y claro, entiendo que hay 
valores, hay moral, hay ética y entiendo también que la idea de 
la vida desde la concepción y la clasificación de la viabilidad del 
feto (...) Ahora, yo estoy de acuerdo con que se despenalice”. 


Sus argumentos para despenalizar están centrados en la opción de plazos 
considerando la inviabilidad del feto y por razones de salud pública, dejando ver que 


también está a favor de las indicaciones desarrolladas, señala: 


“Que se despenalice antes de las 13 semanas, normatizarlo, 
regularlo”. 


“Pienso que habría que solicitar las causales pero además que 
se incluya la posibilidad de la interrupción voluntaria de la mujer 
hasta las 12 semanas por las razones que ella quiera alegar, 
desde el punto de vista psicológico, desde el punto de vista 
económico, desde el punto de vista cultural, social”. 


El diputado Ávila coincide con la posición mostrada en el capítulo I, de que el feto 
de 12 semanas (aunque el diputado lo extiende a las 13 semanas, coincidiendo con 
aquellos que amplían el plazo incluso hasta la semana 23 de gestación) es inviable ya 
que carece de vida independiente y no puede sobrevivir fuera del útero al estar privado 
del aporte nutricional y hormonal de la madre, por tanto, para el diputado, la decisión de 
continuar o no con el embarazo es una decisión exclusiva de la madre, aunque señala 


además que también puede incluirse la despenalización por indicaciones. 


“Entiendo que si tú hablas, tú dices que estás de acuerdo con 
el aborto en los embarazos adolescentes, en los embarazos 
precoces, yo no voy a resolver ese problema con un aborto, el 
aborto tampoco lo considero como un método anticonceptivo. 
Yo estoy claro en que el aborto, para evitar la criminalidad, en 
el sentido de que puede morir la mujer y él en el momento del 
parto y en aquellos casos que ya te dije de la digenesia y la 
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eugenesia, la violación, el incesto y el peligro de la madre, te 
pongo por ejemplo en casos de rubeola, que mucha gente lo 
hace y lo detecta y se produce el aborto terapéutico. Eso no es 
un aborto terapéutico vamos a llamarlo, porque lo que hay es 
una malformación congénita”. 


El diputado conoce la posición de la iglesia en contra de la despenalización del 
aborto, pero señala que en su caso particular, se impone la visión médica sobre su 
religión, que es la católica, al contrario de lo que afirmó la diputada de Primero Justicia, 


también médica como recordaremos. Explica: 


“La oposición de la Iglesia es fuerte y dura, yo creo que uno de 
los obstáculos más serios es la oposición de la Iglesia, porque 
cuando se tiene la idea de que la vida comienza desde la 
concepción, lo que se produce es pues es, editando a Herodes 
el que mataba niños”. 


“No, yo soy cristiano católico y soy médico también. Y tengo la 
visión médica de esa situación. Ahora, yo creo que esa es una 
política de Estado, es un problema de salud pública y ahorita 
como estamos en, yo soy de oposición y como dice el gobierno 
que estamos en una democracia, como dice el gobierno, 
participativa, la gente, esa gente que está presionando, tanto 
gente que son aliados del gobierno como gente que no tiene 
nada que ver con el gobierno, yo creo que el debate se tiene 
que dar y se tiene que dar de abajo hacia arriba y empezar a 
trabajar en función, bueno, vamos a tener siempre escollos con 
la iglesia y yo no se como se haría”. 


En sus afirmaciones coincide con la postura de la investigadora en tanto que la 
despenalización del aborto deba ser reclamada a la Asamblea Nacional por las propias 
mujeres. Por otra parte, sobre la influencia de las religiones en las decisiones del Estado, 


y el hecho de que el aborto constituye un dilema que de índole privada, expresa: 


“el Estado no tiene por que tomar la idea religiosa (refiriéndose 
a la Iglesia Católica) porque el Estado es laico y tiene que ser 
independiente, en la medida que el Estado se comporta como 
discriminatorio y violatorio de los derechos de las mujeres que 
quieren hacer un aborto voluntario porque ella considera que 
es un embarazo no deseado antes de las 13 semanas, yo creo 
que esa es una decisión persona)”. 


“Ahora, si tú tienes valores o tú crees que te sientes afectada 


en tus valores porque te practiques un aborto, entonces nunca 
te lo vas a practicar; pero el que lo sufre, el que lo vive, el que 
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se encuentra en una situación de desesperación, bueno, esos 
valores, los aparta. Yo no creo que se vaya a producir una 
oleada de interrupción de embarazos, de abortos, yo no creo”. 


Como vemos, el diputado Ávila tiene una posición contraria a la de la diputada 
Figuera, ya que además de privilegiar los argumentos científicos, no considera que la 
despenalización del aborto vaya a incrementar la realización de los mismos de manera 
desproporcionada. Plantea que lo estratégico no es hablar de legalización del aborto, sino 
de despenalización y que esto debe ir paralelo al abordaje de los embarazos 


adolescentes y de la mortalidad materna, señala: 


“No lo hablemos como que nosotros estamos de acuerdo con 
una ley que legalice el aborto, no, que despenalice la 
interrupción del embarazo antes de las 13 semanas como en 
Europa y en España, y empezamos a normatizar y vemos 
cómo hay que ir trabajando en función de los embarazos 
precoces, cómo hay que ir disminuyendo las muertes maternas. 
La mayoría de muertes de jóvenes de 15 a 19 años, una gran 
mayoría son muertes por abortos provocados, por abortos 
sépticos, inducidos, con técnicas inadecuadas tanto desde el 
punto de vista de la sepsia y la antisepsia, como desde el punto 
de vista de la persona que no es competente para eso, que no 
sabe maniobrar en esos casos”. 


El diputado Ávila muestra sensibilidad hacia el drama de las mujeres que recurren 


a un aborto y narra sus experiencias personales en este sentido: 


“Cuando se produce una decisión como esa, la mujer pasa 
como 15 días en ese plan. Yo recuerdo, yo estuve como 
médico, ésta es una anécdota bien interesante, yo la viví. Yo 
era presidente del Colegio de Médicos de Nueva Esparta, y 
tenía cierta flexibilidad con esos casos, las mujeres de 
Margarita no iban al hospital, las de Margarita se morían 
porque iban a otro lado, pero las de Cumaná, cuando empezó 
a salir el citotex. Las mujeres de Cumaná de venían para 
Margarita, agarraban una lancha o el ferry, se venían, se 
hacían su aborto y se volvían a ir. Muchas decían: “vamos para 
Margarita” y muchas veces cuando yo pasaba por el hospital 
encontraba 30 mujeres de Cumaná con sus sueros pegados y 
sangrando y a veces pasaban y llamaban angustiadas. Yo me 
reuní una vez con 20 de ellas y les escuche su testimonio, ellas 
hablaban por teléfono a su familia y decían: “yo me tuve que 
quedar en Margarita estoy aquí, que bonita la isla”, ¡no, 
estaban en el hospital!” 
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“Yo me recuerdo que había una enfermera, que era un látigo 
con las muchachas y yo le decía siempre, cónchale pero no las 
trates así, no las trates así porque ellas también son seres 
humanos, vamos a tratarlas bien. Y llegó un momento, yo era 
oftalmólogo del Hospital, llego un momento en que ellas iban a 
buscarme porque yo me gané esa fama, y me di cuenta que de 
Margarita no había ninguna, casi todas eran de Cumaná”. 


“No es una decisión que se toma a la ligera, eso es como 
romper ese circulo vicioso, tengo angustia porque no he podido 
resolver el problema, eso genera una situación psicológica, 
emocional bien tremenda, los momentos que pasa una mujer 
con esa diatriba, de ¿Qué hago? ¿Qué hago?, luchando contra 
sus valores, contra sus principios como mujer, o sea que no es 
un decisión sencilla, la que la toma no es ¿cómo te digo?, 
porque lo quiera hacer, porque quiere cometer un delito”. 


De las razones de las mujeres para hacerse un aborto explica: 


“La mayoría de la veces era una decisión porque el esposo o el 
tipo quería deshacerse o no quería tener la responsabilidad, o 
que el tipo era casado o porque sentía que era una acción 
contra las buenas costumbres que la iban a desprestigiar, que 
se sentía contra el suelo si se enteraban que ella había 
abortado de cualquier hombre, y su vida, para rehacer su vida, 
cualquier hombre iba a desprestigiarla a descalificarla. 
Entonces había más ese tipo de prejuicio, de tipo moral; y 
cónchale, muchachas de buen aspecto, con pocos recursos 
pero de buen aspecto, bien vestidas, bien arregladitas, bien 
arregladas en su aspecto físico. Pero el problema era de tipo 
monetario” 


El diputado considera que ante los argumentos religiosos en contra de la 
despenalización, deben presentarse argumentos científicos como son la inviabilidad del 
feto, que los métodos anticonceptivos no son 100% seguros, señala: 


“Por eso es que te digo que en la mesa de negociación hay que 
decir: se ha encontrado esto y se ha demostrado esto científica 
y biológicamente esto, que el feto antes de las 13 semanas en 
inviable, fuera del útero, que nadie me puede garantizar que va 
a vivir fuera de la mujer, porque ni en los casos en que la 
mamá tenga un eclampsia y que se pueda morir, que se le 
suba la tensión y que esté en riesgo su vida”. 


“Cuando tú tienes un método anticonceptivo que no garantice, 


que no hay 100% de seguridad, tú no puedes decir: “es que 
tenemos los métodos necesarios para evitarlos”. 
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Y que en definitiva debe tratarse de una política de Estado vinculada con la 
mortalidad materna y el embarazo adolescente, explica: 


“Creo que tiene que ser una política de Estado porque hay 
mucho incremento de las muertes maternas, esto también tiene 
que ver con una política de Estado para los embarazos 
precoces, quizás con esto hay una conexión con la disminución 
de las muertes maternas y disminuyen los embarazos precoces 
y se hacen unas políticas para prevenir los embarazos 
precoces de manera concomitante, de manera paralela. Porque 
ahorita no se sabe qué hacer con los embarazos, por qué, 
porque no estamos sensibilizados, le rehuimos al tema, 
tenemos muchos tabúes y muchos condicionamientos sociales 
para evitar hablar del tema”. 


Con respecto a la posición de su partido político sobre la despenalización del 
aborto, el diputado señala: 


“No, primero rehúyen el debate, dicen nooooo” 


“Primero tengo que sensibilizarlos, yo puedo hablar de las 
consecuencias, lo que eso trae consigo y uno es capaz de 
sensibilizarlos. Contándoles todos estos testimoniales, mira 
pasó esto, paso esto, esta señora por ejemplo no tuvo la 
oportunidad de hacerse el aborto, tenía miedo de hacerse el 
aborto, no tenía plata para hacerse el aborto o interrumpir para 
no decir el aborto y no decir la palabra aborto. Yo creo que eso 
es importante hacerlo en el partido, hacer como especie de una 
charla. Porque, por ejemplo, [nombra dos diputados de su 
propio partido] no pueden oír hablar de eso, yo les diría: óyeme 
a mi hablar y no me vengas a decir que Dios, que la Iglesia, no, 


no 


La posición del diputado Ávila es clara y absolutamente a favor de una 
despenalización del aborto, que contemple un sistema mixto que incluya indicaciones 
desarrolladas (ver capítulo |) además del plazo de las 13 semanas. Reconoce la 
problemática general asociada a los abortos inseguros y la necesidad de desarrollar 
políticas públicas que no se limiten sólo al embarazo adolescente y la mortalidad 
materna, sino en las que la despenalización del aborto esté incluida. Muestra su interés 
en sensibilizar a otras personas de su propio partido y a trabajar a favor de la 
despenalización, siguiendo una argumentación científica y apoyándose en la exigibilidad 
de los Estados laicos. 
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1V.3.1.4 “La Interrupción voluntaria del embarazo, derecho de las mujeres” 
María León. Comisión de familia. Partido Socialista Unido de Venezuela - PSUV 


La diputada María León sostiene estar a favor de la despenalización del aborto, 
considerando que es un derecho de las mujeres que está consagrado en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela de 1999. Prefiere hablar de interrupción 
voluntaria del embarazo y no de aborto, entendiendo este último, como aquél que se da 


por razones físicas y que no está sujeto a la voluntad de la mujer, explica: 


“No se trata del aborto, el aborto llega cuando la naturaleza lo 
impone, no lo puedes evitar, eso es inevitable, llegó y llegó. En 
cambio, la interrupción voluntaria del embarazo es una cuestión 
social, una decisión de una” 


En este punto la diputada coincide con algunas feministas que prefieren hablar de 
interrupción voluntaria del embarazo para diferenciarlo del aborto natural o también para 
minimizar el estigma social, un poco en la línea de lo planteado por el diputado Ávila y 


que es compartido por la autora de esta investigación. 


Hay que destacar que la diputada León es una veterana activista del movimiento 
de mujeres venezolano y exministra del Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la 
Igualdad de Género. De su partido político actual, PSUV, indica que no hay posición 
única en torno al tema, sólo quienes provienen del ala marxista, como ella que viene del 
Partido Comunista de Venezuela, comparten con ella esta posición a favor de la 
despenalización del aborto. El diagrama conceptual obtenido de la entrevista de la 
diputada, siguiendo el programa atlas ti, es el siguiente: 
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La diputada León al referirse a las razones que tienen las mujeres para abortar, 
señala algunas de las razones ya mencionadas por los otros entrevistados, pero a 
diferencia de los otros, esgrime del derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo, 


señala: 


“Bueno, la razón es compleja porque en muchos casos están 
obligadas porque han sido violadas, porque es una madre con 
varios hijos, trabaja y no puede darse el lujo, si es una madre 
sola, de tener otro hijo y perder el trabajo ya que es la que lleva 
sobre sus hombros la carga familiar, en otros casos simple y 
llanamente ella tiene derecho a no querer parir, porque 
tenemos una lucha histórica por el derecho a nuestro cuerpo y 
somos nosotras las que debemos decidir si podemos dar a luz 
o no, si queremos interrumpir un embarazo no deseado, eso 
es algo que debe ser estrictamente de la mujer y se la debiera 
respetar”. 


“Debe tener también el derecho a decidir cuántos hijos quiere 
tener, en qué momento los puede tener” 


Este argumento lo sostiene haciendo referencia a varios artículos de la 


Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, argumenta: 
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“el artículo 76 dice [lee el artículo de la Constitución] ahí nos da 
el derecho a decidir y a ser dotado del derecho, de manera que 
el Estado garantiza los instrumentos. Si el instrumento que 
toma una pareja o que toma una mujer, porque se supone que 
si no tiene pareja lo toma ella sola, es interrumpir un embarazo 
por las diversas razones que hemos hablado, el Estado está en 
la obligación de garantizar que lo haga con principios éticos y 
científicos, no es que haga como comúnmente se hace que 
interrumpe el embarazo de una manera digamos, sin el auxilio 
de la ciencia, eso es ilegal, anticonstitucional. Entonces, yo 
estoy totalmente de acuerdo con la interrupción voluntaria del 
embarazo y me amparo para ello en la Constitución. ¿Qué 
pasa? Que las leyes están en contradicción con la Constitución 
y aquí hay un artículo que dice... [Ojea la constitución] en esta 
Constitución, que ya te lo voy a leer, aquí en las disposiciones 
derogatorias [lee las disposiciones] quiere decir que el Código 
Penal y las leyes que penalizan el derecho de la mujer a decidir 
sobre su cuerpo y a interrumpir el embarazo están derogadas” 


Plantea que las mujeres deben exigir este derecho, que la dominación sobre el 


cuerpo de las mujeres ha determinado el poco avance en estos derechos, pero las 
mujeres deben exigirlos porque están establecidos constitucionalmente; explica: 


“a pesar de que progresivamente deben irse aplicando todos 
los beneficios que tenemos en la Constitución, esto es 
progresivo, uno no cambia una historia de 6 mil años de 
dominación del cuerpo de la mujer, no la vas a cambiar en 13, 
ni que quieras; la debemos ir cambiando basándonos en la 
Constitución y con la ley, defendiendo nuestro derecho. Cada 
mujer debe saber que sí puede interrumpir el embarazo y es 
legal y debe desafiar, porque la Constitución así lo establece”. 


Al consultar sobre la forma de despenalización del aborto que apoyaría, plantea 
que el criterio debe ser abierto para la mujer; no sujeto a justificación específica, lo se 
aproxima más a la idea del aborto libre y señala que el límite de las 12 semanas, es un 
límite válido y que, de alguna manera por encima de ese período la mujer establece un 
vínculo con el feto que la lleva a desistir de cualquier intento de interrupción, la premisa 
que prevalece para la diputada es la decisión de la mujer sobre su cuerpo, y de alguna 
manera se complementa con el argumento del diputado Ávila sobre la viabilidad del feto. 
Considera León que: 


156 


“Es muy difícil que tú impongas las posiciones más radicales, 
mi posición es que eso lo determina la mujer, mi posición 
personal ¿por qué? Porque debe respetarse su cuerpo” 


“No, ella lo decide. Comúnmente eso de los plazos, es una 
cuestión natural porque la propia mujer después que ya tiene 
tres meses de embarazo, ya empieza a sentir el feto y es muy 
diferente, muy diferente es que a ti te falta la regla, y bueno, te 
faltó la regla; pero después que ya tu tienes tres meses de 
embarazo empiezas a tener un vínculo diferente. Eso es una 
cuestión que, para mi, debe ser de la mujer, bueno incluso, si la 
mujer decide parir aunque le cueste la vida, ése es su problema 
pues, ella lo decidió, ella entrega su vida por otra vida, 
comprendes, eso debe ser muy íntimo, muy persona)”. 


A pesar de tener una posición completamente abierta a favor de la 


despenalización del aborto, considera que cualquier decisión en el país debe ser 
producto del consenso; señala: 


“Claro, en el país lograremos lo que logre el consenso, hay que 
ser claros”. 


“Entonces, en Venezuela, si lo que se logra es que se le 
permita a la mujer interrumpir el embarazo cuando es producto 
de una violación, cuando hay una malformación congénita, 
cuando hay alguna de estas causas y eso es lo que logra el 
consenso, entonces hasta allí avanzaremos. Nunca vamos a 
tener unas leyes que vayan más allá de lo que la sociedad 
acepta y es que tiene que ser así, porque entonces sería 
imponerle a los demás una ley que no aceptarían, tienen que 
ser de acuerdo a la aceptación de la mayoría. Ahora, quienes 
defendemos los derechos de las mujeres somos radicales, 
nosotros queremos que se nos respete nuestro cuerpo y el 
derecho a decidir en lo que sea”. 


La diputada León explica que su posición es personal, que no es la posición de su 
partido político el PSUV y que este tema ha sido debatido poco, que sólo los miembros 
del partido que provienen de grupos marxistas son los que están a favor de esta postura. 
Hay que señalar, que esta observación de la diputada coincide con lo expresado por el 
diputado Oscar Ramón Figuera, presidente del PCV, cuando fue abordado para concertar 
la entrevista, quien expresó: "ponga ahí que nosotros estamos de acuerdo con el aborto". 
La diputada León señala: 


“Lo hemos discutido, no como partido [PSUV], como partido 
creo que poco. En el congreso del partido se discutió bastante 
que el partido tomara como uno de sus principios el feminismo 
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y en lo que el partido dio esa profunda discusión en su 
congreso, estos temas salieron, entraron en discusión en el 
congreso del partido, pero no hay todavía en el partido un 
consenso, acuérdate que el partido se nutre de muchas 
fuentes, el partido se nutre de Bolívar, Rodríguez y Zamora que 
es una de sus fuentes; el partido se nutre del Cristianismo, y 
cuando hablas de Cristianismo incluye católicos, protestantes, 
testigos, toda esa gama, toda esa diversidad; el partido se 
nutre del marxismo, los marxistas que somos una fuente de las 
que tiene el partido universalmente hemos estado de acuerdo 
con el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo, esa 
fue una de las primeras medidas de la revolución rusa. O sea 
que, los que nos agrupamos en el PSUV que tenemos nuestro, 
digamos origen en los movimientos marxistas o marxistas- 
leninistas, la mayoría, no te voy a decir que todos... es que 
este tema es un tema muy difícil, la mayoría estamos de 
acuerdo con el aborto. Yo creo que mayoritariamente, en el 
partido, nutriéndose de tantas fuentes, es difícil que haya un 
consenso. El partido es como el país. Bueno, todavía allí dentro 
siguen las discusiones”. 


Ahora bien, a pesar de que la diputada tiene una posición a favor de la 
despenalización, considera que este no es el momento político para debatir sobre este 
tema, primero porque no es conveniente para la campaña electoral (punto en que coincide 


con el diputado Ismael García): 


“Yo en este momento no daría ese debate, porque eso crea 
una gran división (...) yo no creo que ese puede ser un debate 
que nosotras realicemos en medio de una campaña electoral. 
Vamos a desviar los problemas políticos por los problemas, que 
diría yo, son los problemas humanos, ¿comprendes?, y yo creo 
que hace muy poco tiempo hemos empezado las mujeres a 
tener derechos, muy poco tiempo y eso causaría a mi modo de 
ver, una consecuencia negativa, creo yo”. 


Y segundo porque hay que alcanzar la independencia para luego abordar estos 


temas, señala: 


“Pero nosotras creemos como cree Chávez, que en este 
momento de la historia, lo principal es la independencia, para 
nosotras, ser independientes del imperio es lo primero (...) 
Entonces para que esa discriminación histórica empiece a 
superarse, como lo está haciendo, lo primero es la 
independencia, la soberanía de la patria y en eso estamos 
enfrascados, incluso dispuestos a dar la vida”. 
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Reconoce la profunda influencia de las iglesias en las decisiones y explica que el 
trabajo actual debe centrarse en fortalecer los grupos y organizaciones de mujeres, en dar 
un debate a nivel científico sobre el tema; y que además, las mujeres políticas deben 


centrarse en la campaña electoral: 


“La cuestión religiosa es uno de los aspectos más difíciles, 
aunque hay católicas por el derecho a decidir, mujeres muy 
cristianas por el derecho a decidir, también evangélicas, pero 
eso es muy difícil, ellas son como lunares dentro de su gran 
estructura, las estructuras a las que pertenecen”. 


“Seguir, fortalecer las organizaciones de mujeres, hacer 
simposios científicos, que no entren dentro de las ofertas 
políticas sino que sean vistas científicamente (...) pero yo no 
digo que las mujeres renuncien a sus luchas, sin embargo no lo 
podemos poner como un tema central de la política. Por lo 
menos las que somos políticas, en este instante tenemos que 
dedicarnos a que Chávez gane y entonces ahí, mis dolores, 
mis angustias y mis cosas están pendientes de que gane”. 


La diputada explica que las necesidades de las mujeres no se han exigido 
suficientemente y que las mujeres políticas están más dedicadas a las necesidades 
operativas y a alcanzar el 50-50, para después poder acceder a mayores derechos de las 
mujeres. En este punto la diputada no hace el justo reconocimiento a las diferentes 
propuestas realizadas por las mujeres en materia de despenalización del aborto y en otros 


temas conexos, como vimos en el capítulo III, la diputada León señala: 


“Nosotros hacemos lo que la necesidad operativa determina, 
que son las que siente la mayoría, todavía en las necesidades 
específicas de las mujeres poco se ahonda. Claro, Chávez le 
ha reconocido mucho a las mujeres, la puerta: el feminismo 
socialista, tenemos que plantearlo. Sin embargo, si surge el 
tema, la Comisión de Mujer tiene la Ley de Igualdad (...) 
nosotras metimos fue lo del 50 y 50 porque somos más 
políticas, porque en la medida que tengamos mayor poder en 
los organismos que deciden también podremos alcanzar 
mayores posibilidades de influir en las decisiones, pues para 
nosotras era prioritario el 50 y 50” 


Considera que los logros de las mujeres se alcanzarán progresivamente y que la 
historia de dominación no puede ser superada en pocos años, además se requiere de una 


organización del movimiento de mujeres en cuanto a sus prioridades y metas, señala: 
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“La lucha hay que seguirla dando, yo no lo pondría como un 
tema de campaña pero no quiere decir que no se siga 
trabajando en pro del respeto al derecho, en ese sentido es 
que hay que plantearlo ¡Respeta mi cuerpo! ¡Respeta mi 
condición de ciudadana con capacidad de decidir lo que hago 
con mi cuerpo! Así como yo respeto que los curas y las monjas 
no tengan hijos, nadie les va a hacer un juicio por eso, eso 
debería estar penalizado, porque si tú tienes una capacidad y 
tú se la niegas a la sociedad, entonces tú también debes ser 
penalizado”. 


“Es que en cada ocasión tú no vas a lograr todas las 
reivindicaciones” 


“El tiempo es diferente, nosotras en el momento de la 
Constituyente, todo lo que venía desde el 36 lo metimos y ahí 
está, incluso el derecho a decidir está ahí en la Constitución; 
sin embargo, es más difícil pasarlo a la Ley de Igualdad, 
entonces no hemos logrado ni siquiera entre nosotras mismas 
establecer qué es lo prioritario ¿qué logras hoy?, ¿qué logras 
mañana?, ¿qué logras dentro de un año?, ¿comprendes?” 


Para la diputada, la meta es que las mujeres tengan acceso a una educación 
sexual, a la posibilidad de planificar el número de hijos o hijas que deseen tener y, 
además tener acceso a una interrupción del embarazo en caso de que fallen los métodos 
anticonceptivos, en postura similar a lo planteado por el diputado Orlando Ávila, la 
diputada León señala: 


“Hoy ya las mujeres de mayor preparación, que tienen carreras 
universitarias, tienen una mejor información y formación al 
respecto y planifican su familia. Bueno a eso tenemos que 
llegar, esos son los términos de la igualdad, tenemos que lograr 
que sea toda la población que sea capaz de planificar su 
familia y tener los hijos cuando lo desee y en caso de que fallen 
las medidas de prevención, poder acudir al Estado para que le 
den una asistencia en la interrupción del embarazo”. 


En resumen, la diputada está a favor de la lucha por la interrupción voluntaria del 
embarazo, siendo su principal argumento el derecho de las mujeres a decidir; sin 
embargo, considera que no es momento oportuno para dar el debate públicamente debido 
al contexto de campaña electoral. 
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1V.3.1.5 “Derecho a la vida desde la concepción” 
Gabino Paz. Comisión de desarrollo social integral. Partido COPEI. 


El diputado Gabino Paz, abogado, católico, plantea estar en contra de la 
despenalización del aborto, excepto cuando existan situaciones específicas para las que 
se debe prever la flexibilización de la norma legal. Considera que el problema del aborto 
afecta fundamentalmente a las adolescentes, quienes no cuentan con herramientas para 
la prevención de sus embarazos y desconocen los riesgos legales y de salud asociados al 
aborto. Para el diputado, se deben reconocer los derechos del feto desde el momento de 
la concepción, coincidiendo en esto con los planteamientos de su iglesia. El diagrama 
conceptual para la entrevista del diputado siguiendo el programa atlas ti, es el que se 


presenta a continuación: 


. Derecho a la vida 
Diputado E 
, desde la concepción 
Gabino Paz 


Guerrero. 
Comisión de 


Desarrollo Social No aborto, sí 
Integral. prevención 
Partido COPEI 


Falta de argumentos 


Despenalización Argumentos de para tomar posición 
EA de sa sobre el tema 
por indicaciones à 


Consecuencias del 
aborto para una mujer 


Argumentos en 
torno ala 


despenalización 
del aborto 


Pocas 
herramientas 
para la 
prevención de 
embarazos no J 
deseados Responsabilidad de la 

mujer 


Conducta 
irresponsable de las 
adolescentes 


Aborto como una 
forma de homicidio 


El diputado explica que, desde su punto de vista y según informaciones de 
médicos de estado (Táchira), el mayor número de abortos ocurren en la población 
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adolescente, asociando el problema a las carencias educativas, deterioro social e 
irresponsabilidad de las y los jóvenes, precisa: 


“Bueno, yo pienso que hay varios motivos, sin embargo a mi 
modo de ver o de parecer, creo que el principal está en las 
adolescentes. Inclusive tengo alguna información de algunos 
médicos amigos, del estado Táchira, que señalan que el mayor 
porcentaje de abortos está precisamente entre los 15 y 18 años 
de edad, en esa región que es fronteriza y obviamente que, es 
producto a lo mejor, seguramente, de la falta de planificación y 
por su puesto de cultura, de educación, esto tiene muchas 
aristas”. 


“Entonces yo pienso que uno de los principales problemas está 
allí, en esa conducta y formación social del individuo que va 
desde el hogar, obviamente que es así, la sociedad se ha 
venido degenerando en el transcurrir del tiempo, yo no sé si 
calificarlo como un tema de carácter político, obviamente he 
dicho que es educativo, cultural y de formación, pero no sé si 
todo esto, que políticamente engloba hoy al país y que ha 
divido, ha confrontado, ha traído como consecuencia pérdida 
de valores y de principios, no sé, si tenga eso que también una 
repercusión”. 


“Sin duda alguna que tenemos gravísimos problemas y nos 
preocupa mucho cómo se ha venido degenerando y 
malformando la juventud en todos sus niveles y por supuesto, 
esto trae como consecuencia parte de esta cosa que ya la 
juventud no quiere asumir responsabilidades” 


Destaca las deficiencias en las políticas públicas educativas, pérdida de valores y 
las debilidades de las propias instituciones educativas, como problemas íntimamente 
asociados al embarazo en adolescentes, en palabras del diputado: 


“Los conocimientos básicos de este tipo de situación deben 
darse allí, por lo menos en el nivel básico y superior en cuanto 
a nivel de estudios, pero el gobierno además debería, a través 
del Ministerio de Salud, con gente competente, divulgar una 
serie de programas de orientación por lo menos, eso no se da”. 


“Tenemos un grave problema que es que en la familia, en el 
hogar, puede haber la intención sana y responsable, de los 
pater familia, pero cuando ese estudiante o ese joven sale de 
las puertas de su casa y se va a las 7 de la mañana y no 
regresa sino hasta las 5 de la tarde o viene a las 12 y media, 
almuerza corriendo y se vuelve a ir a la institución y en la 
institución si no hay ningún tipo de formación, de control, de 
fiscalización, de nada y pasa lo que ya dije que estaba pasando 
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en las instituciones educativas, pues mire, lamentablemente la 
pérdida de los valores está es ahí (...) cuando mi sobrina que 
tiene 15 o 16 años y estudia 4to año o primer año de 
diversificado y llega a la casa y dice tío, o a la mamá, hay como 
10 o 15 muchachitas embarazadas en el liceo donde yo 
estudio”. 


“Entonces, estamos viendo realmente que la situación es muy 
compleja, pero va desde la falta de formación e información, 
información y formación del gobierno, que tiene una gran 
obligación y competencia en este tema, hasta lo que está 
sucediendo en nuestras instituciones educativas, que yo creo 
que ya lo podemos calificar como grave, repito, porque es que 
ya lo vemos en los medios de comunicación como cada nada 
nos dicen, ya yo tengo información”. 


El diputado considera que las adolescentes sopesan los riesgo a los que se 
exponen cuando están ante un embarazo no deseado, pero lo hacen a partir de 
desconocimiento de los verdaderos riesgos a que se exponen, tanto a riesgos legales 
como de salud, y sugiere que existan políticas de información para que las mujeres estén 
informadas de tales riesgos, señala: 


“Yo creo que las mujeres sopesan el riesgo, entre el riesgo que 
legalmente pudiese establecerse, porque si usted le pregunta a 
cualquier persona en la calle cuáles son los riesgos legales, yo 
diría que el 95% lo desconocen, simplemente no pueden 
responder, ay, si se dan cuenta que usted se hizo un aborto va 
presa, hasta ahí, un desconocimiento total. Entonces la gente 
analiza, bueno, tengo este riesgo en este nivel, pero tengo en 
la otra balanza el riesgo de realmente procrear al niño, de 
realmente parir, ¿cuál riesgo? empiezan a sopesar ¿con cuál 
me quedo? ¿qué hago? (...) la mayoría de las adolescentes no 
lo saben, que corren el riesgo hasta de perder la vida, no sólo 
de ese feto que se está formando sino de ellas por lo riesgoso 
que representa un procedimiento de este tipo, que es 
sumamente delicado y la gente también lo desconoce. Por tal 
motivo, yo creo que si desconocen lo primero que estábamos 
hablando, pues lo segundo obviamente que lo desconocen aún 
más. Entonces, una verdadera política de información, debe ir 
unido de la mano, debe decir el delito que cometen, la 
prohibición del mismo, pero también las consecuencias de dos 
tipos, las legales y las consecuencias personales, físicas como 
se quieran llamar, que la persona tiene, pero yo casi que le 
diría que el desconocimiento es total en cuanto a las 
consecuencias que de carácter jurídico puede sufrir una 
persona”. 
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El diputado Paz, como el diputado García, equipara el aborto con un 
homicidio intencionado y reconoce que esta idea está asociada a la influencia de su 
religión que es la católica, explica: 


“Sí, esa formación (refiriéndose a su formación católica) lo lleva 
a uno a opinar de la misma manera, pero yo si creo, yo si lo 
creo y lo comparto porque es que yo no veo mucha diferencia 
en que una persona agarre un revolver y le pegue un tiro a 
alguien y la gente diga, bueno eso fue un homicidio culposo, 
premeditado inclusive, a que cuando una mujer sabe que tiene 
en el vientre la formación de un niño diga yo también lo quiero 
matar, a lo mejor no utiliza ese término, yo no lo quiero parir, yo 
no lo quiero concebir pero es premeditado”. 


“Yo la verdad que, en lo personal, me opongo rotundamente a 
que pueda ser legalizada una conducta de este tipo porque 
estaríamos jugando con la vida (...) yo comparto la tesis que la 
iglesia ha venido manejando con respecto a eso, me opongo 
rotundamente, repito, a querer legalizar el aborto en nuestro 
país, e, independientemente de que hayan opiniones, como en 
toda actividad en la sociedad que contrastan unas de otras, son 
respetuosas, pero pienso que realmente si todos queremos 
defender la tesis de la vida debemos estar al lado de esa tesis 
contraria que pretenda legalizar el aborto en este país”. 


Cónsono con estas ideas, el diputado plantea, “a pesar de no haberlo pensado”, 
estar a favor de que el feto tenga derechos desde el momento de la concepción y 
rechaza la idea de que desarrollo embrionario del feto pueda asociarse a las garantías de 
derechos y que el derecho a la vida está por encima del resto de los otros derechos, 


plantea: 


“Bueno la verdad es que no le he pensado, a mí se me ocurre 
decir que desde el momento en que es concebido (...) porque 
sino cayéramos otra vez en el tema de los lapsos, como usted 
mencionaba hace un momento, que si abortan en los tres 
primero tres meses ¡pues, no hay problema! Porque el feto no 
tiene derechos y entonces no hay problema, eso se acepta y se 
puede legalizar. Bueno, mi opinión es esa, desde el momento 
en que es concebido debe tener derechos”. 


Rechaza también el conflicto de intereses entre los derechos de las mujeres y los 
derechos de los no nacidos, en función a que la mujer debe asumir la responsabilidad de 
sus actos y por tanto no es víctima de ninguna violación de derechos, en sus palabras: 
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“Uno tiene que buscar el origen de las cosas. Usted no puede 
decir que se le está violando el derecho a una persona cuando 
se le está obligando a que tenga que dar a luz a concebir al 
hijo, cuando este hijo fue formado por consentimiento, fue 
procreado, fue creado con el consentimiento de la misma 
persona y diría que la violación del derecho viene cuando a 
usted se le obliga a hacer algo que usted no quiere, pero 
cuando ese querer no es producto del consentimiento suyo, 
(...) ¿por qué a usted la están obligando a dar a luz? ¡Bueno, 
porque usted quiso! (...) Pero si una persona, una pareja 
concibe un hijo, es por consentimiento mutuo y recíproco, a 
usted no le están obligando sino simplemente a culminar ese 
derecho que producto de su consentimiento usted quiso, es mi 
opinión, porque sino caemos en la anarquía, que todo el mundo 
quiere, desea y aspira a hacer lo que le da la gana y estar en 
un libertinaje, entonces aquí haríamos todo lo que a cada quien 
le da la gana” 


Ahora bien, a pesar de tener esta posición, se muestra abierto a la posibilidad de 
despenalizar el aborto en situaciones específicas y apunta a aceptar indicaciones 


eugenésicas, sociales y criminológicas: 


“Ah, que nunca faltará quien diga, bueno ya va, es que la 
persona lo hizo a sabiendas de que el anticonceptivo le 
funcionó mal, eso después salen todas las excusas, le funcionó 
mal y es una muchachita, que no puede, es preferible antes de 
ir a que un muchachito de esos pase hambre, es preferible no 
dejarlo nacer, que si salió embarazada una muchacha que ya 
tiene un par de niñas o de hijos pues, y resulta que tuvo 
relaciones con su pareja, pero es imposible que puedan pensar 
en esa familia que esa señora pueda procrear nuevamente. 
Otro que diga, bueno es que esa niña, no le funcionan bien los 
sentidos, tiene problemas equis psicológicos o lo que sea, esas 
serán excepciones que a lo mejor la misma ley debe dejar 
plasmadas” 


“Si, seguro, yo acabo de decirle en mis palabras precisamente 
eso que habría excepciones para la ley y esas son”. 


“Pero si deben quedar las excepciones, estoy de acuerdo con 
eso, flexibilizar la norma” 

Adicionalmente el diputado explica que este debate no ha sido discutido en el seno 
de su partido como tampoco en la propia comisión de desarrollo social integral de la 
Asamblea Nacional a la que pertenece, ni en la subcomisión de salud de esa misma 
comisión y tampoco está para discusión en la agenda legislativa de este año. 
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IV.3.2 Análisis global 


Los resultados de las entrevistas muestran una diversidad de posiciones y 


argumentos en torno a la despenalización del aborto, que coinciden con los argumentos 


señalados los capítulos | y Il. Unificando los argumentos presentados en cada una de las 


entrevistas y elaborando un gran diagrama conceptual siguiendo el atlas ti, tenemos: 


Despenalización por indicaciones 
Despenalización del aborto en 
otros países 
Estado laico 


Derecho constitucional 
Derecho de las mujeres a decidir 


Aborto y salud pública 
La vida más allá de la concepción 
Métodos anticonceptivos falibles 


Pocas herramientas para la 


prevención de embarazos no 
deseados 


Inviabilidad del feto 
Predominio de criterio profesional 


Despenalización del aborto en 
Vzla 


Rechazo a la maternidad impuesta 
Políticas públicas en SSR e IVE 


Experiencia personal que 
sensibiliza sobre el aborto 


Pobreza y abortos inseguros 


Derecho a la vida desde la 
concepción 
Poco debate en derechos 
humanos 
Aborto como método 
anticonceptivo 
No aborto, sí prevención 


Falta de argumentos para tomar 
posición sobre el tema 


Políticas públicas para la 
prevención del embarazo 
adolescente 


Consecuencias del aborto para 
una mujer 


No al debate actual 
Rechazo al debate con la iglesia 
Oposición de las Iglesias 


Aborto como una forma de 
homicidio 
Predominio del criterio religioso 
sobre el profesional 
Experiencia personal negativa en 
torno al aborto 


Responsabilidad de la mujer 


Conducta irresponsable de 
adolescentes 


En términos generales se encontró un número equilibrado de argumentos a favor 


(16) y de argumentos en contra (15); los primeros se clasificaron en tres grandes grupos: 


de derechos, científicos y sociales; mientras que los segundos, en: científicos, políticos, 


religiosos, sociales y de derechos. 


Revisando el número de conceptos y citas (número de referencias o comentarios 


en las entrevistas) encontramos lo siguiente: 


Nro conceptos Nro citas 
Argumentos a favor de la De Derechos 5 33 
despenalización del aborto en | Científicos 6 14 
Venezuela Sociales 5 13 
Totales 16 60 

Nro conceptos Nro citas 
De Derechos 2 5 
Argumentos en contra de las | Científicos 5 18 
despenalización del aborto en | Políticos 3 12 
Venezuela Religiosos 2 5 
Sociales 3 5 
Totales 15 45 


Los argumentos con mayor número de citas (referencias o comentarios por parte 
de las y los actores claves) fueron los argumentos de derechos a favor de la 
despenalización del aborto, con 33 citas. Esto se explica porque los cinco entrevistados 
estuvieron a favor de despenalizar el aborto siguiendo un sistema de indicaciones, lo que 
implica un reconocimiento de que en situaciones específicas, la maternidad forzada 
constituye una violación a los derechos humanos de las mujeres e incluso se considera 
legítimo despenalizar el aborto cuando el feto posee malformaciones congénitas 
incompatibles con la vida. 


Esta apertura parece estar asociada a que la despenalización por indicaciones ha 
sido el sistema más utilizado en las diferentes propuestas presentadas en Venezuela, 
tanto por la Federación Médica Venezolana en el 81, como en la propuesta del Tribunal 
Supremo de Justicia del 2004, la del Movimiento Amplio de Mujeres del 2005 y la del 
grupo ese del 2007 (ver capítulo 111)*? y, por ende, estos argumentos son los que han 
estado más presentes en el debate público nacional. Esto nos lleva a considerar que 
argumentaciones similares a las empleadas en caso colombiano, con el recurso de 


inconstitucionalidad presentado ante la Corte Constitucional (capítulo Il punto 11.2), 


19 Las propuestas del TS] (2004) y del grupo ese (2007) incluían además de las causales la 
consideración de los plazos para la despenalización. 
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pueden ser de gran utilidad en nuestro contexto dada la apertura de las y los actores 
claves a la despenalización por indicaciones, ya que estos argumentos son los de mayor 
peso en todas las entrevistas y los únicos con los que todos y todas están de acuerdo; de 


resto, como vimos, existen diferencias. 


En una mirada general a las posiciones sobre la despenalización, las entrevistas 
muestran, que dos están absolutamente a favor de la despenalización del aborto, que son 
el diputado Orlando Ávila y la diputada María León; dos tienen posiciones en contra pero 
con cierto grado de flexibilidad, que son la diputada Dinorah Figuera y el diputado Ismael 
García; y, en tercer lugar, con una posición mucho más radical en contra de la 


despenalización, se encuentra el diputado Gabino Paz. 


El argumento “despenalización por indicaciones” es seguido, en cuanto a número 
de citas (18) y coincidencias en las entrevistas, por los argumentos en contra de la 
despenalización del aborto, ubicados en el grupo de “argumentos científicos en contra”. 
Aquí se incluyen los argumentos asociados a la necesidad de crear políticas públicas de 
prevención de los embarazos adolescentes: que es mejor trabajar en prevención que 
abordar el problema del aborto, que el aborto genera consecuencias negativas para la 
salud y es un procedimiento riesgoso para la vida de las mujeres, que despenalizar el 
aborto puede traer como consecuencia que el mismo sea utilizado como método 
anticonceptivo y que no se cuenta con herramientas científicas suficientes para tomar una 


posición a favor de la despenalización. 


Ahora bien, como vimos en el capítulo |, la creación de políticas públicas dirigidas 
a que hombres y mujeres estén en capacidad de evitar un embarazo no deseado no son 
suficientes para reducir los costos humanos, sociales y económicos del aborto (Marge, 
2006; Faúndez y Barzelatto, 2005; IPPF, 2006), y violentan los derechos de las mujeres, 
negando que el aborto sea una salida legítima ante una maternidad forzada y no deseada 
(Martha Rosemberg, 2004; Cecilia Olea, 2004). La intervención, para una mayor eficacia 
y respeto a los derechos de las mujeres, es desarrollar políticas públicas de prevención y 
abolir las leyes y reglamentos que penalizan la interrupción voluntaria del embarazo, tal y 
como lo propone la diputada León, con su argumentos sobre “políticas públicas en salud 


sexual y reproductiva e interrupción voluntaria del embarazo”. 
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Los siguientes argumentos más utilizados son los “argumentos políticos en contra” 
(12 citas), que tienen que ver con el rechazo al debate con las iglesias. Estos argumentos 
fueron utilizados de manera coincidente por el diputado Ismael García y la diputada 
Dinorah Figuera para justificar su posición en contra de la despenalización del aborto y, 
en menor medida, por el diputado Gabino Paz, quien fue más abierto a hablar de temas 


controvertidos utilizando argumentos basados en la influencia religiosa. 


Este tipo de argumentos desvía el foco de atención del aborto hacia los temas de 
prevención y políticas educativas, sobre los que hay común acuerdo social y siempre 
pueden sumarse voluntades. Es una forma de evadir el tema para no entrar en los 
debates más profundos sobre temas teológicos, de salud o de los derechos de las 
mujeres y el conflicto con los derechos del no nacido; y, por supuesto, para no entrar en 
debate con las iglesias, bien sea por compartir las creencias religiosas, como en los casos 
de la diputada Figuera y el diputado Paz, o por considerarlo inconveniente políticamente 
como señala el diputado García; en todo caso, la incidencia de lo religioso sobre las 
posiciones de las y los tomadores de decisión es clave. 


Otros argumentos que se derivan directamente de las influencias religiosas son “el 
derecho a la vida desde la concepción” y el “aborto como una forma de homicidio”; ambos 


empleados por el diputado Paz, quien coincide en el segundo con el diputado García. 


Esta línea de argumentos, da cuenta de la posibilidad que el Estado, a través de 
sus actores claves, tome decisiones siguiendo doctrinas religiosas, foco de preocupación 
para el diputado Ávila, quien está consciente de la fuerte “oposición de las iglesias” y de 


la necesidad de exigir un “Estado laico”. 


En este punto hay que retomar lo planteado en el capítulo | acerca de la 
separación Iglesia- Estado, como requisito indispensable para el desarrollo de una 
democracia moderna (Denise Paiewonsky, 2004; Patrico Dobrée y Line Bareiro. 2005). 
El Estado laico tiene que ser un objetivo central para el reclamo de la ciudadanía de las 
mujeres y es indispensable para garantizar las condiciones para el pleno ejercicio de los 
derechos, incluidos los sexuales y reproductivos, independientemente de las creencias 
religiosas que profesen las y los tomadores de decisión. 
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Cabe destacar que lo expresado por la diputada y médica Figuera sobre la “falta 
de argumentos para tomar una decisión sobre el tema” es crucial, puesto que la ausencia 
de debate público y político sobre la despenalización del aborto con argumentos 
científicos y de derechos genera, en gran medida, que las y los tomadores de decisión se 
guíen por los argumentos de su propia religión y por su propia experiencia personal, 
colocando la religión incluso por encima de su formación profesional, dejando ver con esto 
que tampoco en el proceso de formación de las y los profesionales el tema del aborto es 
debatido suficientemente. Sobre este punto, varios diputados y diputadas coinciden en la 
necesidad de sensibilización de la sociedad, de debate público en la búsqueda de 
consenso para la toma de decisiones (6 citas). 


Otra forma en la que incide la oposición de las iglesias en el debate sobre la 
despenalización del aborto, es en tanto resultan inconvenientes para las contiendas 
electorales, como lo señala el diputado García y la diputada León cuando argumentan “no 
al debate actual”, en referencia a que en este momento de campaña para las elecciones 
presidenciales para el período 2013 — 2019 es riesgoso debatir este tema, tanto para el 
candidato del gobierno Hugo Chávez Frías, como para el candidato de la oposición 
Henrique Capriles Randonski. La explicación de esto la brinda la experiencia mexicana, 
en la que quedó demostrado, que el apoyo de los partidos políticos está en función de los 
cálculos que éstos hagan con respecto al apoyo político y al costo en votos en vísperas 
de una contienda electoral. La diputada León propone consolidar el movimiento de 
mujeres, mientras se esté dando la campaña electoral, un poco siguiendo la estrategia de 
las feministas colombianas antes de la Asamblea Constituyente del 91 en la cual no hubo 
una defensa abierta de la despenalización del aborto. 


Ahora bien, los argumentos a favor de la despenalización del aborto, esgrimidos 
por el diputado Ávila y la diputada León, apuntan a alcanzar la despenalización más allá 
de las indicaciones, con un reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres y de 
su derecho a decidir, avalado en el marco constitucional nacional, en tratados y 
convenciones internacionales y los avances en materia de despenalización en otros 
países de la región. Además, el diputado Ávila se apoya en argumentos científicos 
referidos a la inviabilidad del feto, la falibilidad los métodos anticonceptivos y los avances 
en materia de desarrollo fetal; y finalmente, en la sensibilización de las y los tomadores de 
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decisión y de la colectividad en general a través de relatos e incluso de casos 
emblemáticos, como el caso de Paulina en México DF (ver capítulo II). 


Consideramos, además, que si bien hay un terreno ganado para la 
despenalización por indicaciones, es pertinente avanzar en una propuesta mixta que 
combine indicaciones ampliadas y plazos, apuntando a un debate en torno a los derechos 
de las mujeres y la exigibilidad de un Estado laico. 


Al evaluar, los posibles debates en las comisiones a las que pertenecen las y los 
diputados entrevistados en el momento actual, se obtiene lo siguiente: 


1. Poca apertura en la comisión de política interior, ya que dos de las tres personas 
seleccionadas se negaron a participar en las entrevistas y el diputado Ismael 
García muestra con claridad su rechazo a abordar el tema del aborto, prefiriendo 
hablar de prevención e inconveniencia política en plena campaña electoral. 

2. En la comisión de familia, la apertura al debate está dividida, mientras la diputada 
Figuera considera que es necesario dialogar sobre el tema, la diputada León 
plantea su inconveniencia política. 

3. Esen la comisión de desarrollo social integral, donde existe una mayor disposición 
y riqueza de argumentos, a favor y en contra, presentados por los diputados Ávila 
y Paz, a los cuales hay que sumar los posibles argumentos del diputado Oscar 
Ramón Figuera quien señaló estar a favor de la despenalización del aborto y que 
pueden coincidir con los de la diputada León, de otra comisión. 


De manera que el debate más rico y productivo puede darse en el seno de la comisión 
de desarrollo social integral, que es hacia donde deben ser ejercidas las acciones de 
sensibilización y de incidencia a lo interno de la Asamblea Nacional, para preparar el 
terreno ante reformas legislativas que contemplen el tema de la despenalización del 


aborto. 
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IV. 4 Argumentos a favor de la despenalización del aborto en Venezuela 


La construcción de los principales argumentos a favor de la despenalización del 
aborto en Venezuela, empleando un sistema mixto de plazos e indicaciones ampliadas, se 
elabora a partir de dos criterios: 


o Desarrollo de argumentos a favor (teóricos y de actores claves) que contrarrestan 
los principales argumentos en contra de la despenalización empleados por las y 
los actores claves en Venezuela. 

o Selección de argumentos a favor, que han sido exitosos para los casos de 
Colombia y México DF, que se ajustan a una propuesta mixta de despenalización. 


Siguiendo estos criterios se obtienen los siguientes argumentos: 


1. Es necesario desarrollar políticas públicas dirigidas a que la población 
venezolana esté en capacidad de ejercer a plenitud sus derechos sexuales y 
reproductivos, partiendo de la idea de que la salud y los derechos sexuales y 
reproductivos, en particular los de las mujeres, son fundamentales para el ejercicio 
de los derechos humanos, y debe darse prioridad a la prevención de los 
embarazos no deseados, como está establecido en el artículo 8.25 de la 
Plataforma de Acción de el Cairo (1994) y en el párrafo 106k de la Plataforma de 
Acción de Beijing (1995), ambos suscritos por nuestro país. 

2. No es suficiente desarrollar políticas de prevención de los embarazos no 
deseados, es necesario despenalizar el aborto, entendiendo que es un derecho 
asociado directamente con el derecho a elegir voluntaria y libremente la 
maternidad —a tener hijos o no tenerlos, e incluso, a interrumpir un embarazo en 
un momento dado- y se fundamenta en una serie de derechos humanos ya 
reconocidos, como son: el derecho a la igualdad y a la no discriminación, a la 
autodeterminación, a la vida, a no ser sometida/o a torturas, a la libertad y 
seguridad personales, a no ser objetivo de injerencias arbitrarias en la vida y la 
familia, a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todos son previstos en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Además, esta propuesta es 
cónsona con: 

a. La recomendación de la Plataforma de Acción de Beijing (párrafo 106k) en 
la que se insta a los gobiernos a considerar la posibilidad de revisar las 
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leyes que prevén medidas punitivas contra las mujeres que han tenido 
abortos ilegales. 

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela que en su 
artículo 76 consagra la maternidad y que las parejas tienen derecho a 
decidir libre y responsablemente el número de hijos o hijas que deseen 
concebir y a disponer de la información y de los medios que les aseguren 
el ejercicio de este derecho. 

Las preocupaciones señaladas al Estado venezolano en las Observaciones 
finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW): República Bolivariana de Venezuela en su 34° período de 
sesiones (2006), cuando el comité de la CEDAW evaluó los informes 
periódicos cuarto, quinto y sexto combinados de Venezuela, donde expresa 
su preocupación porque el aborto ocupa el tercer lugar entre las causas de 
mortalidad de la maternidad en Venezuela (numeral 31) y pide al Estado 
venezolano que realice una encuesta sobre las razones de las elevadas 
tasas de muertes causadas por los abortos y que adopte medidas, entre 
ellas medidas legislativas y de política pública, dirigidas a reducir y eliminar 
los riesgos conexos. Además, invita al Estado a incorporar en su próximo 
informe periódico, información y datos detallados sobre la incidencia, las 
causas y las consecuencias del aborto, así como los efectos de las 
medidas tomadas, desglosados por grupos de edades (numeral 32). 

El Consenso de Brasilia (2010), elaborado en el marco de la XI 
Conferencia Regional de la Mujer de América Latina y el Caribe, CEPAL 
(punto 6.f), que establece que se deben revisar las leyes que prevén 
medidas punitivas contra las mujeres que se hayan sometido a abortos y 
garantizar la realización del aborto en condiciones seguras en los casos 
autorizados por la ley. 

El informe elaborado por Anand Grover, relator especial del Consejo de 
Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas sobre el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental, de conformidad con las resoluciones 15/22 y 6/29 en el que 
se exhorta a todas las naciones a aceptar que debe otorgarse a mujeres y 
niñas el acceso al aborto legal para que ellas puedan disfrutar plenamente 
sus derechos humanos, considerando que las leyes penales que sancionan 
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y restringen el aborto inducido son ejemplos paradigmáticos de barreras 
inaceptables para la realización del derecho de las mujeres a la salud y 
deben ser eliminadas. 

3. La separación Iglesia-Estado es un requisito indispensable para el desarrollo 
de una democracia moderna y para el pleno ejercicio de los derechos de las 
mujeres, que deben ser garantizados dentro de un Estado laico, tal y como está 
consagrado en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su 
artículo 59, en el que se garantiza la libertad de religión y de culto, con énfasis en 
que nadie podrá invocar creencias religiosas para eludir el cumplimiento de la ley 
ni para impedir a otra persona el ejercicio de sus derechos. Por tanto, en las 
decisiones sobre los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres se requiere 
de respuestas acordadas entre distintos actores sociales que promuevan el 
ejercicio de la democracia y el respeto por el amplio espectro de ciudadanos y 
ciudadanas con diferentes o ninguna creencia religiosa, en un debate donde están 
implícitos los principios democráticos fundamentales de la libertad de conciencia, 
el laicismo y el derecho a la no intervención del Estado en cuestiones de la 
intimidad y la privacidad. 

4. La penalización del aborto constituye una violación de los derechos de las 
mujeres, en tanto que: 

a. Violenta el derecho a la privacidad ya que se le prohíbe decidir sobre su 
propio cuerpo y sobre aspectos que atañen a su intimidad y su vida 
privacidad, reduciéndose a la mujer a la condición de objeto, convirtiéndola 
en un medio para obtener fines decididos por otros. Este derecho está 
establecido en el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos (art 
17.1), en la Convención Americana de Derechos Humanos (art 11); y en la 
Conferencia de Beijing (párrafo 107), 

b. Violenta el derecho a decidir sobre su propia vida, imponiéndole una 
maternidad forzada, toda vez que la maternidad es un derecho, no una 
obligación; consagrado en la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela (art. 76) 

c. Violenta los derechos a la salud, a la salud reproductiva y a la planificación 
familiar, consagrados en: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (art 10, 12.1 y 12.2); la CEDAW (art 10, 11.2, 11.3, 
12.1, 14.2); la Conferencia de Viena (párrafo 41); la Conferencia de el 
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Cairo (Principio 8, párrafo 7.45) y la Conferencia de Beljing (art. 89, 92 y 
267) 

d. Violenta el derecho a la igualdad de la mujer, porque la penalización del 
aborto implica una discriminación, establecido en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (art. 2); en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos ((art. 2.1); en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (art 2.2); en la CEDAW (art. 1 y 3); en la 
Convención Americana de Derechos Humanos (art. 1 y 17.4); en la 
Conferencia de Viena (párrafo 18); en la Conferencia de el Cairo (principio 
1 y 4); y en la Conferencia de Beijing (párrafo 214) 

5. La vida es una condición necesaria para la existencia de otros derechos, 
pero el derecho a la vida no es más valioso que otros derechos humanos, tal 
y como queda establecido en las sentencias de: la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en agosto de 2008 en la que se declara la constitucionalidad de la 
despenalización del aborto en México DF, y la sentencia C-355/06 de la Corte 
Constitucional de Colombia; que dejan en claro que existe una diferencia entre la 
protección a la vida en formación y el derecho a la vida y en las que se pondera la 
protección de la vida en gestación y, por el otro, los derechos de la mujer 
embarazada. Fallos constitucionales similares de han dado en Estados Unidos, 
Alemania y España. 

6. La vida no está consagrada desde la concepción, sólo la maternidad. La 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su artículo 76 protege 
integralmente la maternidad y su garantiza asistencia y protección integral, en 
general a partir del momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el 
puerperio, y asegura servicios de planificación familiar integral basados en valores 
éticos y científicos. 

7. El aborto no es un homicidio. Si bien el feto es un ser humano en formación, no 
puede ser considerado una persona porque hasta las 26 semanas de gestación, 
carece de vida independiente y es totalmente inviable fuera del útero; antes de las 
12 semanas el cerebro está en sus etapas iniciales y no se ha desarrollado la 
corteza cerebral ni se han establecido las conexiones hacia esta región que son 
indispensables para que pueda existir sensación de dolor y que se establecen 
hasta las semanas 22 y 24 de gestación. Además, la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela en su artículo 43 consagra el derecho a la vida de las 
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10. 


personas, y de acuerdo al Código Civil vigente en su artículo 17 el feto es 
considerado persona siempre que haya nacido vivo, por tanto, de menos de 26 
semanas no puede ser considerado personas porque no puede sobrevivir fuera del 
útero de la madre. En todo caso, el plazo solicitado para el aborto legal y 
voluntario es hasta la doceava semana gestación, este plazo puede hacerse 
extensivo hasta la semana 22 en los casos de indicaciones terapéuticas, de salud, 
eugenésicos y criminológicos. 

No se promueve la despenalización del aborto para ser utilizada como 
método anticonceptivo, ni para forzar a las mujeres a practicarlo. El aborto 
constituye el último recurso de las mujeres ante un embarazo no deseado, ninguna 
mujer desea embarazarse para luego practicarse un aborto, esa es una falsa 
creencias. La meta es contar con políticas públicas que permitan a las mujeres 
decidir y controlar efectivamente el número de hijos e hijas que desean tener; no 
obstante, como los métodos de anticoncepción que existen en la actualidad no son 
100% seguros debe dejarse abierta la posibilidad de que las mujeres accedan a la 
interrupción voluntaria del embarazo en condiciones seguras. Esta siempre debe 
ser una decisión de la mujer, que debe ser tomada con total libertad, no es válido 
obligar a una mujer a abortar en contra de su decisión incluso si esto pone en 
riesgo su vida o su salud. 

Abortar no es un acto de irresponsabilidad. Un embarazo no deseado 
constituye una situación problemática compleja y las decisiones que se toman en 
torno a esta situación corresponden al terreno de las decisiones personales y 
íntimas. Sólo la mujer que vive esta experiencia es la que conoce los elementos 
que intervienen en la decisión, así como las consecuencias que tendrá el asumir o 
no esa maternidad, y es ella a quien en definitiva le corresponde decidir como 
mujer autónoma, con plena ciudadanía y con capacidad ética ante esta situación 
tan compleja. 

Es posible reducir la mortalidad materna y los riesgos a la salud de las 
mujeres asociados a abortos inseguros. Los procedimientos y las técnicas para 
finalizar un embarazo en etapa temprana son simples y seguros, siempre que 
sean llevados a cabo siguiendo los estándares sanitarios y con técnicas 


adecuadas, minimizando las consecuencias negativas a la salud de las mujeres. 
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Conclusiones 


El debate sobre la despenalización del aborto está cruzado por diversas líneas 
argumentativas, que provienen de distintos análisis de la problemática, unos son los 
argumentos asociados a las creencias religiosas y al debate teológico; otros, los 
centrados en el concepto de personas y en los debates filosóficos sobre la moral; se 
suman luego los debate en torno a los problemas de salud pública debidos a las prácticas 
abortivas y la mortalidad materna; y la última línea, la del debate de derechos humanos. 
Ninguna línea argumentativa tiene mayor peso que otra. El valor de los argumentos, a 
favor o en contra, va a depender del contexto social y la valoración o preponderancia que 
dentro de un mismo debate se dé a una línea argumentativa o a otra. Siguiendo la 
experiencia analizada de otros países, resulta beneficioso emplear un combinado de 
diversos tipos de argumentos, puesto que en esa medida se da una respuesta más global 


a todas las dimensiones involucradas en la problemática. 


Los avances internacionales en materia de derechos de las mujeres, y en 
despenalización del aborto específicamente, han abonado un terreno fértil para lograr 
otros avances; sin embargo, no son una garantía ni un camino directo para acceder a un 
mayor reconocimiento de los derechos de las mujeres, por lo que deben promoverse los 
debates locales y ejercer acciones específicas para lograr los cambios. 


Los avances en Colombia y México DF, constituyen un gran paso en materia de 
despenalización del aborto en la región, y aunque tienen puntos de partida, estrategias y 
alcances distintos, tienen en común varios elementos que son importantes destacar. El 
primero, la existencia de una organización o colectivo líder en la selección, construcción y 
desarrollo de la estrategia definida, que en caso de Colombia fue Womens Link Worldwide 
y, en el de México DF, el Grupo de Información en Reproducción Elegida, GIRE. Ambas 
organizaciones contaron con un acompañamiento efectivo de distintos grupos, colectivos, 
gremios y otras organizaciones tanto en los aportes a las propuestas, como en las 


acciones de incidencia pública y política que se llevaron a cabo. 


El segundo elemento destacable es, un análisis y selección de la estrategia más 
efectiva para solicitar la despenalización en función del contexto y la oportunidad de cada 
país. Colombia, con una historia de recursos de inconstitucionalidad ante la Corte 
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Constitucional, ya tenía un terreno avanzado en esta línea estratégica y se arriesgaron a 
una nueva solicitud de recurso de inconstitucionalidad; mientras que en México DF se 
optó por la reforma de la Ley de Salud que, seguramente, fue la oportunidad que les 
brindó el contexto político del momento y la emplearon de manera efectiva aprovechando 
el debate que se venía dando con casos emblemáticos y la sensibilización ganada en la 
sociedad. 


El tercer elemento a destaca, en ambos casos: se logró la incorporación de 
diversos sectores de la sociedad en el debate público, manejando amplitud y diversidad 
de argumentos a favor de la despenalización del aborto y apuntando, con cada uno de los 
argumentos, a la sensibilización de cada vez más personas y grupos a favor de las 


propuestas. 


El cuarto elemento es que en Colombia y México DF, los debates no se centraron 
en debatir con las instancias religiosas, más bien los mensajes estaban dirigidos a las y 
los tomadores de decisión y a la sociedad en general, para que cada quien tomara 


posición sobre las argumentaciones señaladas. 


El quinto elementos en ambos casos: se tenían previstas las dificultades que 
podian enfrentarse tras el logro de la solicitud presentada y se desarrolló un trabajo 
paralelo en ese sentido. En Colombia, además de incidir en la decisión de Corte 
Constitucional se trabajó paralelamente en la elaboración de la Norma técnica para la 
atención de la Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE) para garantizar la operatividad 
de la sentencia a favor de la despenalización; y en México DF, preveían las acciones de 
inconstitucionalidad que fueron presentadas inmediatamente después de la aprobación de 
la reforma a la Ley de Salud por lo que venían preparándose para dar una respuesta 
contundente a esta posibilidad. 


El sexto elemento fue el apoyo en personalidades, jurisprudencia y avances que a 
nivel internacional se ha dado en materia de derechos humanos de las mujeres y en 
despenalización del aborto. El séptimo fue, la utilización efectiva de los medios de 
comunicación como plataforma para el debate, la sensibilización y la incidencia pública. 
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El octavo y último fue que en ambos casos, se supo capitalizar los avances y las 
alianzas que en materia de despenalización se habían dado hasta el momento, 
desarrollando salidas creativas, oportunas y planificadas a la despenalización del aborto 
en cada país. La experiencia de estos dos países indica, que los logros en materia de 
despenalización siempre serán el producto de un trabajo articulado, constante y analítico 
de grupos o colectivos con una meta y una planificación claras en el logro de los objetivos 
propuestos, en las que se consideren las amenazas potenciales y los reveses que hay 


que enfrentar. 


Comparando la experiencia venezolana con la de Colombia y México DF, salta a la 
vista la falta de sistematización y de trabajo continuo y coordinado en las diferentes 
propuestas presentadas en Venezuela, que sólo han dado respuestas apresuradas a 
coyunturas de reformas de leyes que surgen como iniciativas de la Asamblea Nacional (y 
antes al Congreso de la República) que se presentan sin el suficiente debate y 
coordinación dentro de los propios grupos feministas que las promueven, lo que ha 
debilitado su apoyo y efectividad. 


No ha existido continuidad ni desarrollo de actividades permanentes dirigidas a la 
incidencia pública y al debate sobre el aborto en distintos contextos: sociales, 
académicos, gremiales, etc., como en las experiencias de Colombia y México DF que, en 
el primer caso, se llevó a cabo mediante la construcción de un proyecto para lograr la 
despenalización del aborto con acciones específicas, como lo fue el proyecto LAICIA de 
Womens Link Worldwide; y en el segundo, mediante la ejecución de campañas por parte 
de GIRE (como fueron el “Acceso a la justicia para las mujeres” y “El aborto por violación 
es legal”) que, unidas a la incidencia política hacia las y los tomadores de decisión, dieron 
resultados positivos para la despenalización del aborto. 


Tampoco se ha dado en nuestro país, luego del logro alcanzado en la nueva 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, una alianza efectiva entre 
personalidades, organizaciones, colectivos, redes y gremios que están a favor de la 
despenalización del aborto para la realización de un trabajo conjunto y sostenido en el 


tema. 


Con los resultados de esta investigación pretendemos que los debates por la 
despenalización, que no están agotados en nuestro país, partan de que existe un terreno 
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ganado para la despenalización por indicaciones y que es pertinente avanzar en una 
propuesta mixta que combine indicaciones ampliadas y plazos, apuntando a un debate en 
torno a los derechos humanos de las mujeres y la exigibilidad de un Estado laico, 
empleando los argumentos a favor de la despenalización en Venezuela que aquí hemos 


presentado. 
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Cuadro 1 (1/2) 
El aborto legal y seguro en tratados e instrumentos internacionales 


Instrumentos regionales de 
Instrumentos internacionales de protección protección Documentos de Conferencias 


Pacto 
Declaración Pacto Internacional Convención Convención 
Universal | Internacional | de Derechos Americana Europea 
Derechos de los de Derechos | Económicos, sobre sobre 
humanos Derechos Civiles y Sociales y | Convención | Convención | Derechos | Carta de | Derechos 
protegidos Humanos Políticos Culturales | de la Mujer | del Niño Humanos Banjul Humanos Beijing 


Principio. 

1 Párrafo | Párrafo 
Derecho a la 7.3 96 
vida, a la Párrafo Párrafo 
libertad y a la 7.17 106 
seguridad Art 6.1 Art Art 6.1 Art |Art4.1 Art [Art 4 Art | Art 2.1 Art Párrafo Párrafo 
personales Art 3 9.1 6.2 7.1 6 5.1 8.34 108 


Derecho a 

estar libre de 

torturas y 

otros tratos o 

penas crueles, 

inhumanos o Art 5.1 Art Párrafo 

degradantes |Art5 Art 7 5.2 Art5 Art 3 56 

Derecho a 

estar libre de Principio 
discriminación Art 2 Art 1 

por razones Art 1 Art 3 Art Párrafo Principio 
de género Art 2 Art 2.1 Art.2.2 Art1Art3 |Art. 2.1 17.4 18.3 18 4 


(Continúa en la página siguiente) 
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El aborto legal y seguro en tratados e instrumentos internacionales 


Cuadro 1 (2/2) 


Instrumentos regionales de 


Instrumentos internacionales de protección protección Documentos de Conferencias 
Pacto 
Declaración Pacto Internacional Convención Convención 
Universal | Internacional | de Derechos Americana Europea 
Derechos de los de Derechos | Económicos, sobre sobre 
humanos Derechos Civiles y Sociales y |Convención | Convención | Derechos |Carta de | Derechos 
protegidos Humanos Políticos Culturales | de la Mujer | del Niño Humanos Banjul Humanos Viena Cairo Beijing 

Derecho a Párrafo 

modificar las 18 

costumbres Párrafo 

que 38 

discriminan a Párrafo Párrafo Párrafo 

la mujer Art2Art5 |Art 24.3 49 5.5 224 

Derecho a la 

salud, a la Párrafo 

salud Art. 10 Art. 89 

reproductiva y 11.2 Art. Párrafo 

a la 11.3 Art. Principio |92 

planificación Art 10. Art [12.1 Art. Art 24.1 Art Art 16 Párrafo 8 Párrafo | Párrafo 

familiar 12.1 Art 12.2 | 14.2 24.2 Art 18.1 41 7.45 267 
Párrafo 
106 

Derecho a la Art. 16.1 Párrafo 

privacidad Art 17.1 Art 16.2 Art 11 Art 8 107 

Derecho a 

decidir sobre 

el número y 

espaciamiento Párrafo 

de los hijos Art. 16.1 Prin 8 223 


Fuente: Center for Reproductive Rights (2007) “El aborto legal y seguro es un derecho humano de las mujeres” en www.reproductiverights.org 
(Consulta 2012: 26 febrero) 
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Cuadro 2 (1/5) 
Evolución legislativa del aborto en Venezuela. Elaboración propia. 


Código 1926 — 1949 — 1958 
al 1873 1897 1904 1912 1915 - 1964 2005 (ACTUAL) 
Libro Segundo, Libro Segundo, Libro Segundo, Libro Segundo, 
"De las diversas "De las diversas "De las diversas "De las diversas 
especies de especies de especies de especies de 
delito" Título IX delito" Título IX delito" Título IX delito" Título IX 
Especies | Ley Segunda "De los delitos Ley IV "Del aborto | Ley IV "Del aborto "De los delitos "De los delitos "De los delitos 
delictivas del Aborto contra las provocado" provocado" contra las contra las contra las 
personas", personas", personas", personas", 
Capítulo IV Capítulo IV Capítulo IV Capítulo IV 
"Aborto "Aborto "Aborto "Aborto 
Provocado" Provocado" Provocado" Provocado" 
Artículo 363. 
La mujer que 
estando 
i Artículo 388.La | Artículo 385. La | Artículo 404. La | Artículo 385.La | Artículo 432.La | Artículo 430. La 
medios para mujer que mujer que mujer que mujer que mujer que mujer que 
abortar y intencionalmente |intencionalmente |intencionalmente |intencionalmente |intencionalmente |intencionalmente 
consiguiese abortare, abortare, abortare, abortare, abortare, abortare, 
; valiéndose para |valiéndose para |valiéndose para  |valiéndose para |valiéndose para | valiéndose para 
Abono. | Su-nbjeta, llo de medi llo de medi llo de medi llo de medi llo de medi llo de medi 
provocado | será penada ello de medios ello de medios ello de medios ello de medios ello de medios ello de medios 
por la con reclusión empleados por empleados por empleados por empleados por empleados por empleados por 
propia | penitenciaria ella misma o por |ella misma o por ¡ella misma o por |ella misma o por |ella misma o por |ella misma o por 
: : un tercero con su | un tercero con su |un tercero con su | un tercero con su | un tercero con su | un tercero con su 
mujer por tiempo de 


dos a cuatro 
años. Si no lo 
consiguiese 
incurrirá en 
pena 
tentativa. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 


consentimiento, 
será castigada 
con prisión de 
seis meses a dos 
años. 
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Cuadro 2 (2/5) 


Evolución legislativa del aborto en Venezuela. Elaboración propia. 


Código 
penal 


1873 


1897 


1904 


1912 


1915 


1926 — 1949 — 1958 
- 1964 


2005 - ACTUAL 


Aborto 
provocado 
por tercera 

persona 


Artículo 
364. Los 
que la 
ayudaren a 
cometer el 
delito, 
serán 
castigados 
como 
cómplices. 


Artículo 389. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 


Artículo 389. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 


Artículo 405. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 


Artículo 386. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 


Artículo 433. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 


Artículo 431. El que 
hubiere provocado el 
aborto de una mujer 
con el 
consentimiento de 
ésta, será castigado 
con prisión de doce 
a treinta meses. Si 
por consecuencia 
del aborto o de los 
medios empleados 
para efectuarlo 
sobreviene la muerte 
de la mujer, la pena 
será de presidio 
abierto de tres a 
cinco años; y será 
de cuatro a seis 
años si la muerte 
sobreviene por 
haberse valido de 
medios más 
peligroso que los 
consentidos por ella. 
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Cuadro 2 (3/5) 


Evolución legislativa del aborto en Venezuela. Elaboración propia. 


al 1873 1897 1904 1912 1915 o A 2005 - ACTUAL 
Artículo 407. Cuando el 
Artículo 391. Cuando el | Artículo 388. Cuando el | culpable de alguno de 
culpable de alguno de | culpable de alguno de | los delitos previstos en | Artículo 388. Cuando el | Artículo 435. Cuando el | Artículo 433. Cuando el 
los delitos previstos en | los delitos previstos en | los dos artículos culpable de alguno de | culpable de alguno de | culpable de alguno de 
los dos artículos los dos artículos precedentes sea una los delitos previstos en | los delitos previstos en | los delitos previstos en 
precedentes sea una precedentes sea una persona de ejerce el los dos artículos los dos artículos los dos artículos 
persona de ejerce el persona de ejerce el arte de curar o precedentes sea una precedentes sea una precedentes sea una 
arte de curar o arte de curar o cualquiera otra persona de ejerce el persona de ejerce el persona de ejerce el 
cualquiera otra cualquiera otra profesión o arte arte de curar o arte de curar o arte de curar o 
profesión o arte profesión o arte reglamentados en cualquiera otra cualquiera otra cualquiera otra 
reglamentados en reglamentados en interés de la salud profesión o arte profesión o arte profesión o arte 
Artículo 365. interés de la salud interés de la salud pública, si la persona reglamentados en reglamentados en reglamentados en 
EI facultativo pública, si la persona pública, si la persona ha indicado, facilitado o | interés de la salud interés de la salud interés de la salud 
que por salvar ha indicado, facilitado o | ha indicado, facilitado o | empleado medios con pública, si la persona pública, si la persona pública, si la persona 
lavida deuna empleado medios con | empleado medios con | los cuales ha ha indicado, facilitado o | ha indicado, facilitado o | ha indicado, facilitado o 
mujer grávida, los cuales ha los cuales ha procurado el aborto en | empleado medios con | empleado medios con | empleado medios con 
empleare con procurado el aborto en | procurado el aborto en |que ha sobrevenido la | los cuales ha los cuales ha los cuales ha 
Aborto inteligencia que ha sobrevenido la | que ha sobrevenido la | muerte, las penas de procurado el aborto en | procurado el aborto en | procurado el aborto en 
terapéutico | medios muerte, las penas de muerte, las penas de ley se aplicarán con el | que ha sobrevenido la | que ha sobrevenido la | que ha sobrevenido la 
abortivos-0 ley se aplicarán con el | ley se aplicarán con el | aumento de una sexta | muerte, las penas de muerte, las penas de muerte, las penas de 
que puedan aumento de una sexta aumento de una sexta parte. La condenación | ley se aplicarán con el | ley se aplicarán con el | ley se aplicarán con el 
téner 6ste parte. La condenación parte. La condenación | llevará siempre como | aumento de una sexta | aumento de una sexta | aumento de una sexta 
resultado, no llevará siempre como llevará siempre como consecuencia la parte. La condenación parte. La condenación parte. La condenación 
incurrirá en consecuencia la consecuencia la suspensión del llevará siempre como llevará siempre como llevará siempre como 
pena alguna. suspensión del suspensión del ejercicio del arte o consecuencia la consecuencia la consecuencia la 


ejercicio del arte o 
profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 


ejercicio del arte o 
profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 


profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 


suspensión del 
ejercicio del arte o 
profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 


suspensión del 
ejercicio del arte o 
profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 


suspensión del 
ejercicio del arte o 
profesión del culpable, 
por tiempo igual al de 
la pena impuesta. No 
incurrirá en pena 
alguna el facultativo 
que provoque el aborto 
como medio 
indispensable para 
salvar la vida de la 
parturienta. 
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Cuadro 2 (4/5) 
Evolución legislativa del aborto en Venezuela. Elaboración propia. 


Código 1926 — 1949 - 1958 - 
penal 1873 1897 1904 1912 1915 1964 2005 - ACTUAL 
Artículo 390. El que Artículo 387. El que Artículo 387. El que Artículo 434. El que Artículo 432. El que 
haya procurado el haya procurado el haya procurado el haya procurado el haya procurado el 
aborto de una mujer, aborto de una mujer, aborto de una mujer, aborto de una mujer, aborto de una mujer, 
Artículo 366. Los empleando sin su empleando sin su empleando sin su empleando sin su empleando sin su 
que con el fin de consentimiento o consentimiento o consentimiento o consentimiento o consentimiento o 
hacer abortar ala | contra la voluntad de contra la voluntad de contra la voluntad de contra la voluntad de contra la voluntad de 
mujer grávida o de | ella, medios dirigidos ella, medios dirigidos ella, medios dirigidos ella, medios dirigidos ella, medios dirigidos 
causar la muerte para producirlo, será para producirlo, será para producirlo, será para producirlo, será para producirlo, será 
del feto, la castigado con prisión castigado con prisión castigado con prisión castigado con prisión castigado con prisión 
violentaren o de quince meses a tres | de quince meses a tres de quince meses a tres | de quince meses a tres | de quince meses a tres 
maltrataren, o la años. Si el aborto se años. Si el aborto se años. Si el aborto se años. Si el aborto se años. Si el aborto se 
hicieren tomar por | efectuare, la prisión efectuare, la prisión efectuare, la prisión efectuare, la prisión efectuare, la prisión 
Aborto la fuerza y con será de tres a cinco será de tres a cinco será de tres a cinco será de tres a cinco será de tres a cinco 
Sufrido | €920 sustancias |años. Si por causa del | años. Si por causa del años. Si por causa del | años. Si por causa del | años. Si por causa del 


abortivas, si 
consiguieren su 
objeto, serán 
penado con 
presidio abierto por 
tiempo de dos a 
cinco años. Si no lo 
consiguiere la pena 
será como de 
tentativa. 


aborto o de los medios 
empleados para 
procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, 
la pena será de 
presidio abierto de 
cinco a diez años. Si el 
culpable f uere el 
marido, las penas 
establecidas en el 
presente artículo se 
aumentarán en una 
sexta parte. 


aborto o de los medios 
empleados para 
procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, 
la pena será de 
presidio abierto de 
cinco a diez años. Si el 
culpable f uere el 
marido, las penas 
establecidas en el 
presente artículo se 
aumentarán en una 
sexta parte. 


aborto o de los medios 
empleados para 
procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, 
la pena será de 
presidio abierto de 
cinco a diez años. Si el 
culpable fuere el 
marido, las penas 
establecidas en el 
presente artículo se 
aumentarán en una 
sexta parte. 


aborto o de los medios 
empleados para 
procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, 
la pena será de 
presidio abierto de 
cinco a diez años. Si el 
culpable fuere el 
marido, las penas 
establecidas en el 
presente artículo se 
aumentarán en una 
sexta parte. 


aborto o de los medios 
empleados para 
procurarlo, sobreviene 
la muerte de la mujer, 
la pena será de 
presidio abierto de 
cinco a diez años. Si el 
culpable fuere el 
marido, las penas 
establecidas en el 
presente artículo se 
aumentarán en una 
sexta parte. 
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Cuadro 2 (5/5) 
Evolución legislativa del aborto en Venezuela. Elaboración propia. 


Código 1926 — 1949 — 1958 - 
penal 1873 1897 1904 1912 1915 1964 2005 - ACTUAL 

Artículo 392. Las Artículo 392. Las Artículo 408. Las Artículo 389. Las Artículo 436. Las Artículo 434. Las 
penas establecidas en | penas establecidas en | penas establecidas en | penas establecidas en | penas establecidas en | penas establecidas en 
los artículos los artículos los artículos los artículos los artículos los artículos 
precedentes se precedentes se precedentes se precedentes se precedentes se precedentes se 
disminuirán en la disminuirán en la disminuirán en la disminuirán en la disminuirán en la disminuirán en la 
proporción de uno a proporción de uno a proporción de uno a proporción de uno a proporción de uno a proporción de uno a 
dos tercios y el dos tercios y el dos tercios y el dos tercios y el dos tercios y el dos tercios y el 

Aborto presidio se convertirá presidio se convertirá presidio se convertirá presidio se convertirá presidio se convertirá presidio se convertirá 

ra en prisión, en el caso | en prisión, en el caso |en prisión, en el caso |en prisión, en el caso |en prisión, en el caso | en prisión, en el caso 

Causa de que el autor del de que el autor del de que el autor del de que el autor del de que el autor del de que el autor del 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 


aborto lo hubiere 
cometido para salvar 
su propio honor, o la 
honra de su esposa, 
de su madre, de su 
descendiente, de su 
hermana o de su hija 
adoptiva. 
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Cuadro 3 
Diputados y diputadas de las comisiones de política interior, desarrollo social 
integral y familia de la Asamblea Nacional. Elaboración propia. 


Política Interior Desarrollo Social Integral Familia 
Cargos en las Distintas 
Comisiones 
Partido Partido Partido 
Diputado/a Político Diputado/a Político Diputado/a Político 
Elvis Eduardo Oswaldo Emilio Dinorah Primero 
Presidente/a Amoroso PSUV Vera Rojas PSUV Figuera Tovar | Justicia 
Carlos Alberto 
José Javier Gamarra María de 
Vicepresidente/a Morales PSUV Manzabel PSUV Lourdes León | PSUV 
Marelys 
Héctor José Orlando José Un nuevo Conteras 
Agúero PSUV Avila Guerra tiempo Hernández PSUV 
Freddy Bernal Julio Borges Primero Odalis Monzón 
Rosales PSUV Junyent Justicia Guevara PSUV 
Juan Carlos Primero Michelle Cuentas Jacinto Romero 
Caldera Justicia Cocchiola Claras Luna COPEI 
Jesús 
Domínguez Sol Velasquez 
Ismael García | PODEMOS Valderrama Independ Liris PSUV 
Ángel Eduardo Oscar Ramón 
Gómez Sigala | Independ Figuera PCV 
Iván Stalin 
González Un nuevo Hermer García 
Montaño tiempo Font PODEMOS 
Bernardo 
Henry José Guerra 
Miembros/as Hernández PSUV Cárdenas AD 
Edgar de Jesús Loidy Herrera 
Lucena PCV Abreu PSUV 
María Corina Aristóbulo 
Machado Independ Istúriz Almeida | PSUV 
Yelitze de 
Jesús Zulay Martínez 
Santaella PSUV Fuentes PSUV 
Gabino Paz 
Guerrero COPEI 
Alfredo Ramos 
Acosta La Causa R 
Robert José 
Serra Aguirre PSUV 
Henry Ventura 
Moreno PSUV 
Total por comisión 12 16 6 
Total en las 3 
comisiones 36 
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Cuadro 4 (1/4) 


Conceptos identificados en el análisis de las entrevistas 


Conceptos Citas Descripción 
Derecho a la vida desde la 2 
concepción Cualquier argumento asociado a resaltar el hecho de que el 
feto tiene derechos desde el momento de la concepción. 
Cualquier reconocimiento de que en nuestro país no se ha 
Poco debate en derechos pe 
3 dado un debate suficiente en torno al tema de los derechos 
humanos R e 4 
humanos asociado al aborto, ni tampoco asociado a otros 
temas 
Aborto como método 1 Preocupaciones en torno a la posibilidad de que el aborto 
anticonceptivo pueda ser utilizado como método abortivo. 
r Ae Rechazo a hablar directamente del tema del aborto, ya que 
No aborto, si prevención 5 s i z aa 
se considera que la salida es prevenir embarazos no 
deseados brindando una adecuada educación sexual 
Falta de SR e Cualquier reconocimiento de la falta de herramientas 
tomar posición sobre e 5 conceptuales para tomar una posición firme sobre la 
tema despenalización del aborto 
Políti ábli Ideas asociadas a la necesidad de construir políticas públicas 
olíticas públicas para la i p s D 
dB d E á a nivel educativo, de servicios de salud y campañas 
revención de embarazos : ARES f 
F | A educativas dirigidas a fortalecer las capacidades de las 
adolescentes - ae 3 
personas o de las mujeres para poder decidir el número de 
hijos e hijas que deseen tener, incluyendo además políticas y 
servicios para interrupción voluntaria del embarazo 
Consecuencias de un aborto A P 3 7 
i fi 3 Referencia que las mujeres ponen sus vidas en riesgo cuando 
ara la mujer E 
p J se practican un aborto. 
Ideas asociadas a que no es el momento político para debatir 
No al debate actual 6 s 7 L y 
sobre la despenalización del aborto 
Oposición de las iglesias 3 Cualquier idea que reconozca que las iglesias constituyen 
una gran fuerza opositora a la despenalización del aborto 
Rechazo al debate con la 3 Ideas sobre la inconveniencia de debatir el tema con las 
iglesia iglesias 
E E una forma de 2 Ideas a favor de equiparar al aborto con el homicidio de una 
omicidio persona. 
Predominio del criterio 
religi re el di A E as 
elig 950 sobre e 3 Afirmaciones en las que expresamente se privilegie el criterio 
profesional De p A OS F 
religioso o moralista por encima del criterio profesional 
Experiencia personal 
asociada con el aborto o el 3 Relatos de experiencias personales asociados al tema del 
embarazo aborto o de dificultades en la reproducción/concepción 
catalogados como negativos. 
Argumentos asociados a que las mujeres deben asumir 
Responsabilidad de la mujer 1 responsablemente las consecuencias de las relaciones 
sexuales consentidas 
Conducta irresponsable de 1 Comentarios sobre pérdida de valores, conducta sexual 


adolescentes 


irresponsable de chicas y chicos asociada al embarazo 
adolescente y además a los abortos inseguros. 
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Cuadro 4 (2/4) 


Conceptos identificados en el análisis de las entrevistas 


Conceptos Citas Descripción 
Argumentos favorables a despenalizar el aborto en cualquier 
Despenalización por 10 indicaciones prevista en otras legislaciones como pueden ser: 
indicaciones violación sexual, incesto, malformación congénita 
incompatible con la vida, pobreza extrema, etc. 
Despenalización del aborto 1 Cualquier dato sobre la despenalización del aborto en otros 
enfotros]balses países de AL o del mundo 
Argumentos dirigidos a que prevalezcan los criterios 
profesionales y científicos por encima de los religiosos, 
Estado laico 2 dentro del debate sobre el tema y particularmente en las 
decisiones del Estado venezolano, no en cuanto a las 
decisiones individuales y privadas. 
Argumentos sobre la constitucionalidad de la 
Derecho constitucional 3 despenalización del aborto y la necesidad de modificar el 
marco legal nacional 
Cualquier argumento asociado a que las mujeres tienen 
Derecho de las mujeres a 5 derecho a tomar decisiones sobre su sexualidad, el número 
decidir de hijos e incluso la posibilidad de hacerse una interrupción 
voluntaria del embarazo y que debe ser reconocido por el 
Estado venezolano 
Argumentos asociados a los altos índices de mortalidad 
Aborto y salud pública 2 materna y afecciones a la salud de las mujeres como 
consecuencia del aborto. 
7 7 E Cualquier argumento en contra de que la vida inicia con la 
La vida más allá de la E A 
coran 1 concepción y que por tanto los derechos del no nacido se 
dan desde ese momento 
Métodos anticonceptivos i Argumentos asociados a que no existen métodos 
falibles anticonceptivos infalibles por lo que siempre van a existir 
embarazos no deseados 
Pocas herramientas para la Cualquier idea asociada a que las mujeres no cuentan con 
prevención de embarazos 4 herramientas para prevenir embarazos no deseados ni 
no deseados planificar el número de hijos e hijas que desea tener 
Afirmaciones en las que a pesar de reconocer la influencia de 
Predominio del criterio A la religión en el tema, se privilegien los argumentos 
profesional científicos o profesionales par tomar su posición sobre la 
despenalización del aborto 
Inviabilidad del feto 2 Argumentos científicos sobre la inviabilidad del feto antes de 
las 12 semanas de gestación 
Despenalización del aborto Cualquier información acerca de los debates o avances que 
en Vzla se han desarrollado en el país en materia de despenalización 
4 del aborto. 
Argumentos en contra de imponer a las mujeres la 
Rechazo a la maternidad 2 maternidad puesto que es ella quien generalmente corre con 
impuesta la responsabilidad de la crianza y desarrollo de los hijos e 
hijas 
Afirmaciones o expresiones asociadas a la necesidad de que 
Políticas públicas en SSR e se desarrollen políticas públicas para que las personas 
IVE 1 cuenten con las herramientas y los servicios necesarios para 
ejercer sus derechos sexuales y reproductivos, incluida la 
posibilidad de la IVE 
Pobreza y abortos 1 Referencia a la mayor discriminación sufrida por las mujeres 
inseguros pobres a la hora de acceder a un aborto seguro 
Experienciaipersonallque 5 Relatos de experiencias personales que hayan brindado una 


sensibiliza sobre el aborto 


visión cercana sobre la problemática del aborto 
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Cuadro 4 (3/4) 
Conceptos identificados en el análisis de las entrevistas 


Conceptos Citas Descripción 
Referencias a que la situación o el impacto 
Embarazo no deseado y 3 económico de un embarazo no planificado y de 
aspectos económicos una maternidad no deseada está asociada con la 
decisión de algunas mujeres de abortar 
Cualquier idea o afirmación que ilustre la 
situación de angustia que vive la mujer ante un 
Embarazo no deseado y 3 embarazo no deseado y la posibilidad de 
conflicto en la mujer realización de un aborto que refleja que no se 
trata de una decisión sencilla que se tome con 
facilidad 
Argumentos que apuntan que un embarazo no 
Razones de las | Embarazo no deseado y 2 planificado puede afectar el desarrollo futuro de 
mujeres para desarrollo la mujer tanto a nivel académico, laboral o 
abortar personal. 
Embarazo no deseado y > Ideas asociadas a que la mujer opta por la 
relación de pareja interrupción voluntaria del embarazo porque no 
cuenta con el apoyo de la pareja 
Cualquier referencia a que el embarazo o el 
Embarazo no deseado y EAN, Ñ 
violación cual 1 consiguiente aborto ha sido producto de una 
violación sexual 
Cualquier afirmación o idea asociada a que la 
mujer debe abortar por presión de la familia, por 
Presión social y/o moral 4 | que puede perder el empleo, por temor a la 
sanción social si se trata de una madre soltera o 
por presión de la pareja 
Cuadro 4 (4/4) 
Conceptos identificados en el análisis de las entrevistas 
Conceptos Citas Descripción 
Necesidad de sensibilización de la sociedad 6 CURIO Ae: on oque pe necesario 
sensibilizar a actores claves y a la sociedad en 
torno a la despenalización del aborto 
Expresión de la disposición del partido político a 
Partido político y aborto 7 | dialogar sobre el tema del aborto con diversos 
sectores de la sociedad. 
ce debe bistarconsenso 4 Cualquier idea asociada a que el tema debe ser 
debatido en la sociedad y que los logros en la 
materia serán logrados solo a través del consenso 
Diversidad sexual 6 Cualquier referencia al tema de la diversidad 


sexual asociado o no al tema del aborto 
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Guía de entrevista 


Debate teológico y sobre el concepto de persona 


1. 
2. 


3. 
4. 


¿Considera usted que el aborto es un homicidio? 

¿Cree usted que la legislación en materia de aborto debe regirse en función de preceptos 
religiosos? 

¿A partir de qué momento el feto puede considerarse una persona? 

¿A partir de qué momento el feto es sujeto de derechos? 


Debate en torno al aborto como problema de salud pública 


5. 
6. 
7. 


¿Por qué cree usted que las mujeres recurren a un aborto? 

¿A qué riesgos se someten las mujeres al recurrir a un aborto inducido? 

En su opinión ¿las mujeres venezolanas cuentan con educación y recursos a su 
disposición para prevenir embarazos no deseados? 

Estaría usted a favor o en contra de la decisión de la mujer a abortar en los siguientes 
casos: riesgo de la salud de la mujer, riesgo a la salud física, riesgo a la salud mental, 
violación sexual, incesto, malformación congénita incompatible con la vida, trastornos 
graves del desarrollo en el feto, madre adolescente, por incompatibilidad con el proyecto 
de vida de la mujer embarazada y grave situación económica 


Debate de Derechos 


9. 

10. 
11. 
12. 
13. 


14. 


¿Cree usted que el derecho a la vida está por encima de los demás derechos humanos? 
¿Cree usted que la mujer debe tener el derecho decidir si quiere continuar con un 
embarazo no deseado? ¿De quien o quienes debe ser esta decisión? 

¿Estaría usted de acuerdo en que la mujer deba continuar con la maternidad a pesar tener 
un embarazo no deseado? 

¿Cree usted que el negar el aborto a una mujer es una violación de sus derechos humanos 
ya que afecta su dignidad, su derecho a decidir y su derechos a la privacidad? 

¿Cómo debe resolverse el conflicto entre los derechos de la madre y los derechos del no 
nacido? 

En muchos países se ha establecido el límite de las 12 semanas de gestación como el 
tiempo en el que se permite a la mujer interrumpir voluntariamente su embarazo, 
considerando que antes de las 12 semanas privan los derechos de la mujer y luego de este 
período privan los derechos del no nacido ¿cuál es su opinión a este criterio establecido en 
estos países? 


Avances en materia de despenalización. 


15. 


16. 
17. 
18. 


¿ Tiene información acerca de la liberalización de leyes en materia de aborto en América 
Latina y el Caribe? 

¿Cuál es su opinión acerca de estos cambios en la región? 

¿Estaría usted a favor o en contra de la despenalización del aborto en Venezuela? 

¿Su opinión sobre este tema es compartida por el resto de personas de su partido político? 
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